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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 9ª y 10ª, ordinarias, en 10 y 11 de abril del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que comunica su parecer acerca del proyecto, iniciado en moción del Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (boletín N° 4.886-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido al proyecto Etileno/Polietileno (Petropacífico) en la Región del Biobío.



--Queda a disposición de los señores Senadores.
Informes



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en las siguientes iniciativas:



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales para otorgar a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 1.707-18). (Véase en los Anexos, documento......1..)


2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que la prescripción en delitos sexuales contra menores de edad se computará desde el día en que estos alcancen la mayoría de edad (boletines Nos 3.786-07 y 3.799-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento......2..)


--Quedan para tabla.


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 4.956-21). (Véase en los Anexos, documento.......3.)


--Por acuerdo de Comités, queda para el primer lugar de la tabla de hoy.

Mociones



Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que exime a los pensionados de la obligación de cancelar intereses por el no pago oportuno de consumos de energía eléctrica, agua o gas (boletín N° 4.993-03). (Véase en los Anexos, documento.......4.)


--Pasa a la Comisión de Economía.



Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el fin de obligar a los empleadores a proporcionar una alimentación balanceada a sus trabajadores (boletín N° 4.994-13). (Véase en los Anexos, documento.......5.)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Dos de los Senadores señores Bianchi y Horvath:



Con la primera inician un proyecto que modifica el inciso segundo del artículo 49 de la Constitución Política de la República en lo relativo al período de renovación del mandato senatorial (boletín N° 4.998-07). (Véase en los Anexos, documento......6..)


--Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con la segunda inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con el fin de determinar la forma de renovación del cargo de Senador (boletín N° 4.997- 06). (Véase en los Anexos, documento.......7.)


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Comunicación



De la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, con la cual informa que eligió Presidente al Senador señor Camilo Escalona Medina.



--Se toma conocimiento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------(

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, necesito hacer una petición reglamentaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- La Comisión de Hacienda solicita fijar nuevo plazo, hasta el lunes 30 de abril, a las 12, para formular indicaciones al proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Prokurica, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes.

El señor PROKURICA.- De acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)---------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, la Comisión de Obras Públicas requiere ampliación del plazo para presentar indicaciones a la iniciativa que modifica la sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas.



Queremos recibir a jueces que nos pidieron audiencia, y, como la próxima es semana regional, la única posibilidad es el 7 de mayo.



Por lo tanto, necesitamos una semana más; o sea, hasta el lunes 14 de mayo, a las 12.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Gracias, señor Presidente.



Señores Senadores, quisiera dar una explicación de lo ocurrido ayer cuando se votó la solicitud de cierre del debate del proyecto sobre depreciación acelerada.



Nuestro sistema electrónico de votaciones, que fue hecho con la colaboración de un experto externo y de todo nuestro personal, es bastante perfecto. No tengo ninguna posibilidad de equivocarme. Porque, cada vez que un señor Senador vota que sí, en su fotografía -en mi monitor están las imágenes de Sus Señorías dispuestas exactamente como se encuentran ubicados en la Sala- aparece un marco, una orla de color rojo. Si un señor Senador vota que no, se pone negra. Y en el margen derecho de la pantalla queda registrado con letras enormes cuántos votaron a favor y cuántos en contra. Y el señor Presidente lo ha visto en innumerables oportunidades.



Ayer, cuando el Honorable señor Horvath votó, lo hizo después de que el señor Presidente había pronunciado la frase “Terminada la votación”. Por una falla del sistema -que se está solucionando-, su pronunciamiento apareció en las pantallas, pero, como ya estaba cerrada la votación, no en mi monitor.



Repito que este mecanismo es a prueba de todo. Hasta un niño podría operarlo. Es la sencillez misma. No hay ninguna posibilidad de equivocarse ni de interpretar nada.



En este momento dice: “Sí, cero; No, cero”, porque no se está votando nada.



He querido dar esta explicación para que Sus Señorías queden satisfechos en el sentido de que no hubo intención de ninguna especie. No creo que nadie haya pensado eso de la Secretaría. Sencillamente, después de terminada la votación y dicho así por el señor Presidente, en la pantalla de ahí aparecía todavía.



No va a volver a ocurrir.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lamento que el Secretario haya querido dar una explicación de algo inexplicable.



Lo que pasa es que electrónicamente, cuando el Presidente da por terminada la votación, el sistema impide que uno vote, pues concluye el plazo para hacerlo.



Yo vi al Honorable señor Horvath cuando marcó su preferencia. Él pudo votar; no estaba cerrada la votación. Por lo tanto, en su pantalla, no pudo aparecer sino el voto del Senador señor Horvath, como sucedió en nuestros monitores.



Entonces, creo que esa es una mala explicación.



Si aquello fuera cierto, querría decir que este es un mal sistema: un sistema vulnerable, no confiable. Y eso me parece más grave todavía, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, precisamente esa vulnerabilidad es la que se está corrigiendo ahora.



He dicho estrictamente lo que ocurrió.

V. ORDEN DEL DÍA

 ENMIENDAS A LEY DE PESCA Y ACUICULTURA EN CUANTO A REEMPLAZO DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO ARTESANAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “suma”.

4956-21

--Los antecedentes sobre el proyecto (4956-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 11ª, en 18 de abril de 2007.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, sesión 12ª, en 18 de abril de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de esta iniciativa son regular la institución del reemplazo de la inscripción de pesca artesanal y adecuar las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura a las nuevas regulaciones de la inscripción artesanal en materia de embarcaciones y categorías de pesca.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió el proyecto en general y particular a la vez, por ser de artículo único -aunque tiene preceptos de carácter transitorios-, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Ávila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.



En cuanto a la discusión en particular, dicho órgano técnico efectuó diversas modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados -se transcriben en el informe-, todas las cuales fueron aprobadas por consenso.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna los artículos pertinentes de la Ley General de Pesca y Acuicultura; el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados; las modificaciones que efectuó la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y el texto final que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, la unanimidad de los Comités pidió despachar en el primer lugar del Orden del Día de la presente sesión esta iniciativa, que originalmente no se encontraba en tabla.



La tramitación rápida tiene que ver con que el plazo para efectuar el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal se abre a fines del mes en curso y, por ende, el ideal es que la ley en proyecto, que modifica en algunas partes la Ley General de Pesca, se halle aprobada una vez producida la apertura.



El reemplazo fue instituido en las enmiendas que se hicieron a la Ley General de Pesca el año 2002. En lo fundamental, permite el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal para posibilitar a quienes deseen retirarse de la actividad traspasar su inscripción en las pesquerías cerradas. 



Básicamente, eso es lo que se entiende por “reemplazo”. 



En la legislación de 2002 se abrió la posibilidad que los titulares de derechos de pesca en pesquerías cerradas, en la pesca artesanal, que se retiraran de la actividad, por diversas razones, traspasaran su inscripción.



¿Qué hace el proyecto que estamos sometiendo a la aprobación del Senado? En esencia, modifica algunas disposiciones de la Ley General de Pesca de 2002.



Primero, en lo que tiene que ver con la definición de “embarcación pesquera artesanal”. 



Por primera vez, se establece una vinculación más directa y clara en lo concerniente al bodegaje; en consecuencia, al esfuerzo de cada embarcación respecto a la pesca considerada artesanal.



Se limita el bodegaje a 80 metros cúbicos en cada nave. Es decir, se reputará artesanal toda aquella que tenga una capacidad de bodega de hasta 80 metros cúbicos.



Antes había una definición distinta, por cubicaje total; o sea, lo que era bodega más otras instalaciones de las embarcaciones. Esto llevaba muchas veces a sobredimensionar las bodegas en desmedro de los espacios para la vida a bordo, el descanso de la tripulación, etcétera.



Se limitan a dos las embarcaciones de que pueden ser titulares los armadores artesanales. Ambas no pueden superar, sumadas, una capacidad de bodega de 100 metros cúbicos. 



Se posibilita la existencia de personas jurídicas compuestas por pescadores artesanales considerados armadores. Y a estas personas jurídicas se les amplía la capacidad total de bodegaje a 160 metros cúbicos; vale decir, 80 metros cúbicos por cada socio.



Señor Presidente, este es un conjunto de modificaciones que fueron aprobadas por unanimidad.



Sin duda, se mejora la definición de “embarcación pesquera artesanal”. Y esto corrige cierta tendencia a convertir naves artesanales (definidas hoy día sólo por la eslora y el cubicaje total, con un límite difícil de discernir) en embarcaciones prácticamente industriales.



Creo que, en tal sentido, con la ley en proyecto damos un paso muy importante.



Por otro lado, se define con más precisión qué se entiende por “pesca artesanal”: “actividad pesquera extractiva realizada por personas naturales que, en forma personal, directa y habitual, trabajan como pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal, con o sin el empleo de una embarcación artesanal”.



De esa forma -reitero-, se precisa lo que la ley considera “pesca artesanal”: aquella realizada por personas naturales de manera directa y en distintas categorías.



Por tanto, no puede haber -por decirlo de algún modo- un pescador artesanal que no viva personal y directamente de la actividad pesquera, en cualquiera de las categorías.



Además, se definen con mayor precisión las actividades que la ley considera vinculadas a la pesca artesanal, y por tanto, cuáles son las personas con derecho a acceder al Registro Pesquero Artesanal: básicamente, armadores artesanales, pescadores artesanales, buzos y recolectores de orilla, algueros o buzos apnea.



De esa manera se especifica el universo de aquellos que en el país son considerados pescadores artesanales, con su Registro y, por tanto, con los derechos que la Ley General otorga a la pesca artesanal.



Por último, se perfeccionan los procedimientos para acceder a la categoría de pescador artesanal, definiéndose los criterios para determinar que una persona se dedica habitual y preferentemente a la pesca artesanal como actividad económica principal.



Esos son, señor Presidente, los aspectos fundamentales del texto sometido a nuestra consideración.



Como se dijo, la iniciativa consta de un artículo permanente y cuatro artículos transitorios. Fue aprobada ayer por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Pesca. De modo que invito a la Sala a proceder de igual manera.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor LONGUEIRA.- Perdón, señor Presidente, pero quiero hacer una consulta reglamentaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Formúlela, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Se habla de una unanimidad de tres por cero ¿No estaban todos los miembros de la Comisión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, en la Comisión se encontraban los Honorables señores Ávila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.

El señor GAZMURI.- Lo que pasa, señor Presidente, es que sólo cuatro Senadores estuvieron permanentemente en la reunión, pero no todos participaron en todas las votaciones. Y, en general, los diversos temas habían sido discutidos con nosotros. Algunos colegas debían asistir a otras Comisiones. 



En definitiva, yo diría que, aparte el articulado, las indicaciones presentadas por distintos señores Senadores -en particular, por el Honorable señor Ávila- fueron también incorporadas al texto o aprobadas por unanimidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera reforzar lo de que el primer elemento que se tuvo en cuenta en el debate de la Comisión es que por esta vía no se incrementará el esfuerzo pesquero.



Sabemos que muchos de los recursos hidrobiológicos en el país se hallan en una condición crítica, y si por cualquier medio aumentamos la posibilidad de extraer más de lo existente hasta la fecha, independientemente de las cuotas que se fijen, el riesgo de perderlos es mayor. De hecho, es lo que está ocurriendo con la merluza gayi, pues se están extrayendo peces bajo la talla. Incluso, ni siquiera se asegura que se hayan reproducido una sola vez.



Asimismo, se incorpora una serie de otras actividades (como la de los pescadores de orilla, la de los buzos apnea que no utilizan equipos, etcétera) que no estaban en la ley.



Y el sistema de reemplazo, en el caso de que un pescador, por distintas razones (de salud, etcétera), no pueda seguir, contempla a personas de ese oficio o que estén en el área, pero que presenten habitualidad, la que certificará la Armada, cuando no haya otra manera de hacerlo.



Después se revisaron los requisitos para ejercer la actividad.



En el fondo, lo propuesto es algo que permitirá ordenar el registro de los pescadores artesanales y sus embarcaciones.



Por ello, después del debate llevado a cabo, la votación para aprobar la iniciativa fue unánime.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, sólo quiero hacer constar que en el día de hoy el Honorable señor Gazmuri ha estado particularmente asertivo, y concuerdo en plenitud con lo que ha expuesto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Deseo formular una consulta al señor Presidente de la Comisión o a los miembros de ésta.



Se ha entendido como armador artesanal al propietario de hasta dos embarcaciones que no excedan de 50 toneladas de registro grueso. Ahora se aumenta la capacidad de bodega a 100 metros cúbicos, pero, en el caso de las personas jurídicas y de las comunidades, no podrá superar 160 metros cúbicos. ¿Cuál es la razón?

El señor ÁVILA.- No es lo mismo.

El señor SABAG.- Solicito una aclaración, pues no estuve en el órgano técnico.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- El registro grueso, según hemos aprendido en la Comisión, es una unidad volumétrica. Por tanto, lo que hacemos acá es mantener la cantidad de 50. Lo nuevo, que no existía en la ley, es que se establece un máximo de capacidad de bodega.



Las 50 unidades de registro volumétrico son, obviamente, mucho más que 80 metros cúbicos. Como no se establecía un límite a la bodega, se intentaba usar para tal efecto todo el espacio de la embarcación, en detrimento de las instalaciones para la conducción, para la vida de los tripulantes, etcétera. Entonces, en la práctica, las 50 unidades de registro podían significar 120 metros cúbicos de bodega en cada una de ellas. Ahora se incluye una definición de la embarcación pesquera artesanal, vinculada, no al volumen del total de esta, sino a la bodega, que es lo que mide el esfuerzo de pesca y lo que de alguna manera se quiere limitar.



Por consiguiente, como cada armador artesanal puede tener hasta dos embarcaciones -es algo que ya se encuentra establecido en la ley y se mantiene-, se da un tonelaje total, en bodega, de 100 metros cúbicos. Ello significa la posibilidad de contar con dos embarcaciones de 50 toneladas o con una del máximo de 80 metros cúbicos y otra de 20.



¿Por qué se aumenta el tonelaje para los armadores que son personas jurídicas? En ese caso, se asocian dos de ellos, cada uno con su embarcación (pueden ser padre-hijo, vecinos, en fin). Si uno aporta una embarcación con capacidad de bodega de 80 metros cúbicos, y el otro, una de 80, no estamos aumentando el tamaño de la carga, pero, como se trata de dos personas, la sociedad dispone de una capacidad de tonelaje, en dos unidades, de 160 metros cúbicos. O sea, el armador que es persona jurídica cuenta con el doble de tonelaje que aquel que es persona natural. Y ello, por una razón muy lógica, ya que esa persona jurídica está compuesta de dos pescadores artesanales, que juntan sus capacidades para los fines de ampliar las posibilidades de negocio, de acceso a créditos, etcétera.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto.



--Se aprueba en general, y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito la autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, con motivo del asunto que se tratará a continuación.



--Se accede.

PARTICIPACIÓN EN OPERACIÓN MILITAR


DE GESTIÓN DE CRISIS EN BOSNIA-HERZEGOVINA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República en orden a obtener el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera de nuestro territorio, con el propósito de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina.


--Los antecedentes sobre la solicitud (S 949-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 11ª, en 17 de abril de 2007.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa, unidas, sesión 11ª, en 17 abril de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El oficio del Ejecutivo expresa que el Gobierno ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo las modalidades promovidas por las Naciones Unidas, integrando la misión multinacional desplegada en Bosnia-Herzegovina desde 2003, mediante la fórmula de inclusión del personal chileno en las fuerzas británicas.



El Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte comunicó el cese de su participación en la operación ALTHEA, informando que la extensión del apoyo a las fuerzas chilenas se verificará hasta el 30 de abril del año en curso.



Sin embargo, el Ministro de Defensa del Reino de Holanda, país que asume el reemplazo del Reino Unido, ofreció mantener el mismo apoyo logístico a nuestras tropas.



La solicitud indica que la autorización de permanencia de tropas y medios nacionales es a contar del 1º de mayo del año en curso y por un período de ocho meses.



Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, conocieron la petición y sus fundamentos, resolviendo recomendar a la Sala, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Coloma (como integrante de ambas Comisiones), Muñoz Barra, Ominami, Prokurica y Romero, que otorgue el acuerdo requerido por Su Excelencia la Presidenta de la República.



Cabe consignar que la Corporación requiere, para tal efecto, la mayoría absoluta de los Senadores presentes.



Finalmente, corresponde señalar que la Primera Mandataria planteó la urgencia para el pronunciamiento, de conformidad a lo preceptuado en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la relación.



En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, debo informar, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, sobre la solicitud de la Presidenta de la República en orden a obtener el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios chilenos fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la misión multinacional desplegada en Bosnia-Herzegovina desde 2003.



La continuidad de esa misión fue autorizada por el Consejo de Seguridad para un nuevo período de 12 meses, prorrogables, a contar del 21 de noviembre de 2006.



Hasta la fecha, nuestra contribución se ha efectuado mediante la fórmula de inclusión del personal chileno en las fuerzas británicas desplegadas en Bosnia-Herzegovina. Bajo esta modalidad, se solicitó la autorización al Senado, que la hizo extensiva a la permanencia de las tropas en el extranjero “hasta el término del compromiso adquirido”.



En lo que respecta a gastos -que siempre preocupan, y con mucha razón-, Gran Bretaña asumió todos los costos generales derivados del empleo operativo de las fuerzas en el área de la misión, limitándose la responsabilidad pecuniaria chilena a los gastos de traslados y remuneraciones de personal.



Con motivo de la salida de las tropas británicas, Holanda, país que asume nuevas responsabilidades operativas en el marco de la misión, en reemplazo del Reino Unido, ofreció al Estado de Chile mantener las mismas condiciones de apoyo logístico provistas hasta la fecha por Gran Bretaña, con el objeto de asegurar la continuidad de nuestra permanencia en la operación, dada la experiencia adquirida por las unidades nacionales.



Este último factor ha sido bastante importante, habiéndoles permitido convivir con las familias, incluso, en los lugares en que se encuentran. Los soldados habitan en diferentes sectores urbanos, con sus uniformes, sin armas ni cascos, pero portando el escudo de las Fuerzas Armadas chilenas.



En virtud de lo anterior, como lo manifestó el señor Secretario, la Presidenta de la República ha solicitado un nuevo plazo para la permanencia de tropas en Bosnia-Herzegovina, por un período de ocho meses, a contar del 1º de mayo del presente año.



Las Comisiones unidas consideraron, por la unanimidad de sus integrantes, que la misión es beneficiosa para los intereses nacionales y que representa una experiencia importante para los miembros de nuestras Fuerzas Armadas el desempeñarse junto a instituciones castrenses de países desarrollados.



También tuvieron presente que el batallón está constituido por 27 miembros del Ejército y la Fuerza Aérea, quienes han alcanzado -repito- una gran compenetración con la población local con la cual conviven.



Entendieron que se trata de una zona pacificada, porque ha sido resguardada, pero que aún requiere apoyo para mantener la paz.



Finalmente, manifestaron la necesidad de reglamentar con mayor precisión estas materias, para que exista un criterio común en la participación de Chile en las misiones de paz, en general.



Reitero que acordaron por unanimidad recomendar a la Sala que se otorgue el acuerdo solicitado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Seré muy breve, señor Presidente.



Creo que Chile ha adoptado una decisión de integración total al mundo globalizado, desde el punto de vista económico -somos uno de los países que han suscrito más tratados comerciales-, y no podemos estar sino a la misma altura en todo lo que significa también participar en la imposición y el resguardo de la paz mundial, de la cual dependen, muchas veces, el comercio internacional y nuestras relaciones con las demás naciones.



La misión que nos ocupa, aprobada el año 2003, no es de envergadura, no representa una presencia como la de Haití. Como dijo el señor Senador informante, se encuentra integrada por 27 soldados de la Fuerza Aérea y del Ejército, quienes realmente han desarrollado una labor de primer nivel. Ello les ha permitido, además, a nuestras Fuerzas Armadas mantener una relación directa con otras de potencias mundiales y les ha dejado una experiencia muy difícil de poder lograr por ser el nuestro un país bastante aislado en lo que dice relación a este tipo de materias.



Por tratarse de un tema altamente beneficioso para nuestras instituciones castrenses y por la presencia de Chile en una decisión de las Naciones Unidas, vamos a apoyar la permanencia de esas tropas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece que en la solicitud con que la Primera Mandataria recaba el acuerdo para autorizar que tropas y medios nacionales continúen integrando la operación militar en Bosnia-Herzegovina se dan los requisitos que en ocasiones anteriores, con motivo de otras peticiones, hemos planteado como indispensables para acceder, tratándose de una facultad excluyente del Senado que, a mi juicio, reviste una profunda connotación, no sólo física, sino también moral.



Y, básicamente, esas exigencias se refieren a que la misión, en sí misma, sea útil, indispensable para el país o zona que la requiera y que no existan otros medios disponibles, pues entendemos que se trata de una situación excepcionalísima.



Hoy día, conforme a la Constitución, las Fuerzas Armadas tienen una misión en materia de la seguridad interna. Y esa es la razón por la cual sólo por vía excepcional se puede autorizar la salida de tropas y su permanencia en el extranjero.



En consecuencia, creo que se debe ser muy exigente en determinar si realmente es útil e indispensable esa medida, con relación a un objetivo de paz mundial; si no hay otro medio para conseguirlo, y si existe un cuidado razonable respecto de la seguridad de los efectivos chilenos durante la misión. Precisamente, en la reunión de las Comisiones unidas se plantearon dichos conceptos, para analizar si se daban o no en la especie.



Y, como la decisión es muy personal, mi convicción es que efectivamente la salida de nuestras fuerzas ha sido exitosa, ha rendido frutos y ha sido útil, no para sostener que una zona que fue foco de guerra y de persecuciones tremendas se halla en paz, pero sí, por lo menos, para observar que se encuentra en un proceso de entendimiento, con la paz garantizada.



El caso no es como aquel en que uno podría preguntar por qué no enviamos profesionales o no asumimos otro tipo de roles si la idea es hacer un esfuerzo nacional, pues en esta situación particular el papel que puede cumplir Chile se relaciona precisamente con la permanencia de tropas.



Por eso, señor Presidente -y al menos en lo personal-, habiéndose dado en esta ocasión los requisitos que en otro momento planteamos como indispensables para otorgar la autorización, me pronunciaré a favor de la solicitud.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se votará electrónicamente.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, ¿está cerrada la inscripción? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Entonces, quiero ejercer mi derecho a fundamentar el voto, muy brevemente.



--(Durante el fundamento de votación).

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, me alegra que la autorización haya sido aprobada por unanimidad en las Comisiones unidas, porque creo que de una u otra manera vamos generando en el Congreso un conjunto de definiciones que apuntan a una concepción común respecto de la importancia de las misiones de paz como instrumento de la política internacional del país.



Constituyen, también, un mecanismo fundamentado en una visión moderna de la seguridad nacional, vinculada, sin duda, a la seguridad mundial, y que se explica en un país como el nuestro, que no sólo exhibe una economía abierta, sino, además, una política internacional con la misma característica, por lo que le asisten responsabilidades con la seguridad en un nivel más amplio.



Evidentemente, ello se da con más fuerza en nuestra área más cercana, que es América Latina, pero igualmente dice relación -y me alegro mucho de las palabras del Honorable señor Coloma, con quien en otras ocasiones hemos discrepado en esta materia- a un escenario aparentemente tan distante como Bosnia.



Lo anterior importa la consideración de que los temas relacionados con la seguridad a nivel mundial son también asuntos que conciernen a Chile, a pesar de ser un país pequeño ubicado en un extremo del mundo.



Ciertamente, desde el punto de vista del despliegue de fuerzas, nuestro compromiso en Bosnia es mucho menor que el despliegue que tenemos en Haití y se corresponde con la lejanía del escenario.



A mi juicio, la cuestión va en la misma línea -y con esto termino, señor Presidente- de la reflexión que hemos estado haciendo en la Comisión Especial sobre Misiones de Paz acordada por el Senado. Espero que durante el mes de mayo podamos entregar un informe -ojalá unánime- en el que vayamos definiendo una suerte de doctrina nacional, de Estado, que concite el acuerdo de toda la Corporación respecto de cuáles son las orientaciones y criterios con que debemos participar de manera activa en las misiones de paz de Naciones Unidas.



Votaré a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de la Presidenta de la República (29 votos a favor).



Votaron los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

_______________

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, mediante la cual inician un proyecto que modifica la ley Nº 19.451 con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma de manifestar su voluntad (boletín Nº 4.999-11). (Véase en los Anexos, documento......8..)


--Pasa a la Comisión de Salud.

ADECUACIÓN DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL A REFORMA

A CARTA FUNDAMENTAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a fin de adecuarla a la ley Nº 20.050, que reformó la Carta Fundamental, con informe complementario del nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3962-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 3ª, en 21 de marzo de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 6ª, en 11 de abril de 2006.


Constitución (segundo), sesión 79ª, en 20 de diciembre de 2006.


Constitución (nuevo segundo), sesión 4ª, en 20 de marzo de 2007.


Constitución (complementario nuevo segundo), sesión 11ª, en 17 de abril de 2007.


Discusión:



Sesiones 7ª, en 12 de abril de 2006 (se aprueba en general); 81ª, en 3 de enero de 2007 (vuelve a Comisión de Constitución); 5ª, en 21 de marzo de 2007 (queda para segunda discusión); 6ª, en 3 de abril de 2007 (queda pendientes discusión particular: vuelve a Comisión para análisis de artículo 5° B).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la Sala, en sesión de 3 del mes en curso, despachó las modificaciones efectuadas al proyecto por la Comisión, con excepción de las contenidas en el numeral 4 del artículo único, que se refieren al artículo 5º B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las que se enviaron a ese órgano técnico para un informe complementario.



En dicho documento se deja constancia de que la unanimidad de los integrantes de la Comisión (Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto) concordó en suprimir la expresión “Superiores” del inciso tercero del artículo 5º B, de manera que se amplía la prohibición a los parlamentarios para ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante todos los tribunales de justicia.



Por otro lado, con la misma unanimidad, se acordó agregar una oración al inciso cuarto propuesto, en orden a permitir a los Senadores y Diputados ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante los tribunales de justicia “tratándose de decisiones arbitrarias de funcionarios públicos que afecten derechos de las personas garantizados por la Constitución Política y de los recursos de protección a que alude el inciso segundo del artículo 20 de la misma.”.



Finalmente, la Comisión, esta vez por 3 votos a favor (Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto) y 2 en contra (Senadores señores Chadwick y Larraín), mantuvo el mismo texto del inciso quinto, esto es, que los parlamentarios no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.



Corresponde hacer presente que el artículo 5º B tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para la aprobación de las enmiendas se requiere el voto conforme de 20 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna el texto del precepto mencionado; las modificaciones propuestas a dicho artículo por la Comisión en su segundo informe y en el nuevo segundo informe, y las enmiendas realizadas en el informe complementario.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como bien explicó el señor Secretario, en cuanto al impedimento de los parlamentarios para ejercer como abogados ante los tribunales superiores de justicia, la Comisión acordó ampliar la prohibición respecto de todos estos. Ello, porque durante la discusión de la norma prevaleció el criterio de que no había ninguna razón para prohibirles a los Senadores y Diputados el desempeño profesional ante las cortes y no ante los tribunales de primera instancia.



Lo importante es que en la sesión anterior en que se trató este proyecto estuvimos analizando las excepciones a esa disposición. Así, quedó establecido que los abogados que son parlamentarios “podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública.”. Aquí terminaba el inciso.



La Comisión, por unanimidad, agregó una frase que comienza como sigue: “También podrán hacerlo tratándose de decisiones arbitrarias de funcionarios públicos…”. 



Ahora, los miembros de ese órgano técnico conversamos sobre el punto y decidimos pedir a la Mesa que recabe el asentimiento unánime de la Sala a fin de suprimir la palabra “arbitrarias”. De modo que el texto expresaría: “También podrán hacerlo tratándose de decisiones de funcionarios públicos que afecten derechos de las personas garantizados por la Constitución Política…”. ¿Por qué? Porque, de mantenerse esa palabra, tendríamos que agregar a ella la expresión “e ilegales”, y quedaría así: “arbitrarias e ilegales”. La idea es dar mayor amplitud a la norma para que se pueda ejercer la acción en el caso del recurso de protección.



Además, la referida frase introducida por la Comisión en el inciso cuarto contempla la posibilidad de que los parlamentarios ejerzan también como abogados en el recurso de protección a que alude el inciso segundo del artículo 20 de la Carta Fundamental (relativo a la garantía consagrada en el Nº 8º del artículo 19): “cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”. 



El Nº 8º del artículo 19 de la Constitución se refiere particularmente al caso indicado, ya que expresa:



“El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.



“La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente”.



En suma, respecto de esta materia se establecen las restricciones generales, pero también las excepciones que he mencionado.



Señor Presidente, deberemos votar separadamente los incisos tercero y cuarto, cuyas enmiendas fueron acogidas por unanimidad. 



El inciso quinto dice: “Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.”.



En la sesión anterior hubo una larga discusión sobre el particular. Anteriormente la Comisión lo había aprobado por tres votos contra dos; ahora, con la misma votación, se acordó mantenerlo. Por lo tanto, a mi entender, aquí debe votarse en forma separada.



Dado que, como indicó el señor Secretario, el artículo 5º B, que se modifica, tiene carácter orgánico constitucional, en ambos casos se debe reunir el quórum correspondiente.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero confirmar lo que señaló el Presidente de la Comisión. Efectivamente, éste es un informe sobre el que, salvo respecto del último inciso, hubo consenso entre los miembros de aquella.



Sin embargo, deseo destacar dos hechos.



En primer lugar, incorporamos una mayor restricción al ejercicio de la profesión por parte de los parlamentarios. Porque en el informe anterior se señalaba que los Diputados y Senadores no podían ejercer como abogados patrocinantes o apoderados “ante los Tribunales Superiores de Justicia”. Vale decir, la restricción incluía desde las Cortes de Apelaciones hasta la Corte Suprema; o sea, todos los niveles superiores, como la Corte Marcial y otras. 



Cuando suprimimos el término “Superiores” y dejamos sólo la expresión “Tribunales de Justicia”, eliminamos la excepción. Hemos ampliado, por lo tanto, el ámbito donde un parlamentario no puede ejercer como abogado patrocinante de una causa. 



Eso es bastante significativo, porque quiere decir que nos esforzamos por impedir la indebida influencia que puede ejercer un Diputado o un Senador, no sólo respecto de las Cortes de Apelaciones o de la Corte Suprema -que forman parte de los tribunales superiores, donde se proponía prevenir el efecto adicional: la eventual promoción o el incentivo o desincentivo que podía provocar esa investidura-, sino en todos los niveles, lo cual nos pareció bastante razonable. 



En esa línea, ampliamos la prohibición al ejercicio profesional de los parlamentarios en el ámbito de los tribunales de justicia. 



Ahora, las excepciones de alguna manera corresponden a redacciones antiguas. 



Por eso, también quiero apoyar el planteamiento del Honorable señor Gómez en el sentido de que las decisiones de los funcionarios públicos habilitantes para reclamar son las del recurso de protección. 



Se podría agregar que aquellas fueran “arbitrarias e ilegales”. Pero quizás lo más sensato es lo sugerido por Su Señoría: que se trate, simplemente, de decisiones de funcionarios públicos que afecten los derechos garantizados por la Constitución. 



Con ello queda salvada la eventualidad de que se produzca una discusión -si se dejara la redacción actual- por el alegato respecto de alguna decisión ilegal de un funcionario público, pues alguien podría entender que en ese caso estaría impedido de presentar el recurso de protección. Y, por cierto, ése no fue el espíritu que nos motivó. 



De ahí que la fórmula más sencilla es eliminar la palabra “arbitrarias”, con lo cual se posibilita un recurso amplísimo y los parlamentarios abogados podrán alegar, en causa propia o como patrocinantes, apoderados o en representación, cualquier decisión de un funcionario público que atente contra los derechos de las personas o los conculque. 



Por consiguiente, lo sugerido al respecto me parece una buena solución. 



Sin embargo, he querido subrayar que extendimos el espacio de prohibiciones referido para demostrar que en el caso en que discrepamos -la prohibición de que Diputados y Senadores aleguen como abogados ante el Tribunal Constitucional- no se visualiza razón para establecer la misma restricción. Porque existe una diferencia. 




Aquí no se trata de una influencia indebida que los parlamentarios puedan ejercer ante el Tribunal Constitucional, porque el Texto Fundamental permite que una cuarta parte de los miembros de una Cámara presenten a dicho organismo recursos por diversas causales -no respecto de una sola, sino de varias- en el ejercicio de sus funciones.

Por lo tanto, si se encuentra restringida la posibilidad de interponer recursos de inconstitucionalidad, ¿para qué agregamos una prohibición a quienes sí pueden hacerlo: los parlamentarios? Si yo, como Senador, tengo derecho a formular un recurso de esa índole, ¿por qué no lo he de alegar? Cualquiera podría entender que ahí existe una presión indebida por el solo hecho de interponerlo. Pero es un derecho que me entrega la Constitución, y en condición de privilegio, porque a muy pocos se les permite formular ese tipo de recursos. La acción popular -por así llamarla- está abierta a muy pocos casos. 



En consecuencia, la posibilidad, no sólo de interponer un recurso ante el Tribunal Constitucional, sino además de alegarlo pareciera ser del todo sensata y conveniente. Ahí no se produce la influencia indebida. Y si se me permite presentarlo como parlamentario -como dije, se requiere una cantidad mínima de los miembros de una Cámara: la cuarta parte-, con mayor razón tendría que alegarlo, ya que concurriría a defender en causa propia algo para lo que la Constitución me habilita. 



Quiero recordar, a propósito de las garantías, derechos y deberes que consagra la Carta, que el artículo 19, Nº 3º, asegura en el inciso primero a todas las personas “La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.”; y en el inciso siguiente señala, entre otras consideraciones: “Toda persona tiene derecho a defensa jurídica…”.



Por lo tanto, cuando se establece una situación de controversia ante un tribunal, las personas tienen el derecho constitucional a la defensa jurídica. Y el primer derecho congruente con tal circunstancia es el de alegar en causa propia. 



Se trata de algo absolutamente necesario e indispensable. Tanto es así que, cuando ampliamos la prohibición a todos los tribunales de justicia, mantuvimos la siguiente excepción: “salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.”.



Ya hemos admitido el impedimento de ejercer como abogados ante todos los tribunales de justicia. Pero ¿por qué vamos a prohibir en el caso de quienes son abogados el ejercicio de un derecho que la Constitución entrega a Senadores y Diputados para presentar recursos de inconstitucionalidad y alegarlos? No se ve ninguna razón ni justificación para ello.



Por lo expuesto, deseo solicitar a quienes sustentan una posición distinta que la reconsideren. Me parece que hemos hecho un trabajo muy consensuado y justo en cuanto a restringir al máximo la participación de los parlamentarios abogados en alegatos ante cualquier tribunal, para evitar la influencia indebida. Pero no se justifica que tal limitación se extienda a los alegatos ante el Tribunal Constitucional, donde los parlamentarios pueden presentar recursos. Sería absurdo que quienes además son abogados no pudiesen defenderlos. 



Con eso, en cierto sentido, estamos conculcando un derecho que reconocemos en otro ámbito en los propios tribunales de justicia.



Por las razones expuestas, señor Presidente, acogiendo lo planteado por el Honorable señor Gómez, pido que se aprueben por unanimidad los incisos tercero y cuarto, con la modificación, en este último, consistente en suprimir la palabra “arbitrarias”, y que se vote favorablemente la supresión del inciso quinto, a fin de permitir a los Diputados y Senadores ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como ya hemos escuchado todos los argumentos sobre la materia, no me voy a referir a los dos primeros incisos que se incorporan al artículo 5º B, con los cuales los cinco miembros de la Comisión estamos de acuerdo.



Sin embargo, estimo importante hacer presente en la Sala el motivo por el cual la mayoría de los integrantes de ese órgano técnico estimamos que los parlamentarios abogados no podemos actuar ante el Tribunal Constitucional.



Es factible presentar diversos recursos ante dicho organismo. Recordemos que se ampliaron sus facultades y puede conocer, incluso, recursos de inaplicabilidad, los que tienen efectos de carácter general; vale decir, podrían llegar hasta derogar una ley. Y cuando se presenta un recurso para que se pronuncie en torno a una iniciativa legal, es porque esa pretensión ha perdido, generalmente -no siempre-, en el Congreso Nacional.



Por ello, si bien existe la atribución de entablar un requerimiento ante el Tribunal Constitucional, me parece que los Senadores y Diputados abogados no debemos alegar ante él. Porque, si el otro abogado no tiene la calidad de parlamentario, sabemos muy bien que esa situación podría ser calificada -desde luego, por los propios pares que aprobaron mayoritariamente el proyecto de ley en cuestión- como desventajosa al momento de alegar.




Agrego a lo anterior, señor Presidente, que se hallan en estudio en el Congreso varios proyectos enviados por la Presidenta Bachelet, así como también algunas mociones en orden a regular la transparencia y la probidad en el país. 



¡Bienvenida esa agenda! ¡Y por Dios que debemos apurarnos para tramitarla con la adecuada celeridad!



Pues bien, quisiera que a la ciudadanía no le quedara ni una sombra de duda sobre la transparencia con que debemos actuar los parlamentarios abogados ante los distintos tribunales.



Por eso, me alegro de que hayamos acordado, de manera unánime, ampliar a todos los tribunales de justicia la prohibición de que los Diputados y los Senadores aleguemos.



Pero, en aras de la transparencia que deseamos para el conjunto de instituciones del país, hago un llamado a mis Honorables colegas a tener en consideración tal elemento, de modo que no se preste a la menor duda el hecho de que pueda haber, no diría una presión indebida de la parte que se haga representar por un parlamentario abogado, pero sí una ventaja. 



Por ello, deseo insistir en la aprobación por la Sala de la norma conforme a la cual Diputados y Senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional. 



Me asiste la convicción de que, si aceptamos y aprobamos el artículo en estos términos, vamos a dar un gran paso en torno de la transparencia que todos los integrantes del Congreso Nacional debemos exhibir, para los efectos de reforzar la credibilidad de las instituciones.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila. 

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, cabe hacer notar que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia está integrada en su totalidad por abogados.

El señor CHADWICK.- ¡Gracias a Dios!

El señor ÁVILA.- Algunos dicen: “Gracias a Dios”. Yo, que soy agnóstico, no puedo afirmar lo mismo.



En realidad, yo era partidario de la prohibición absoluta del ejercicio profesional por parte de parlamentarios. Pero, como es típico de la legislación chilena, en el primer inciso se consigna la prohibición y en el segundo empiezan a enumerarse las excepciones, por las cuales se pueden colar muchas situaciones indeseables.



Debimos ser categóricos en esta materia y decir, simplemente, que un parlamentario no puede desempeñar su profesión bajo ninguna circunstancia. En primer lugar, porque está presente en tal enfoque lo que debe entenderse como la plena y total separación de Poderes. Miembros de uno de ellos, como el Legislativo, no deberían desempeñarse como abogados ante el Poder Judicial, ni mucho menos ante el Tribunal Constitucional.



El Honorable señor Larraín pretendía que, por el hecho de estar facultado para hacer una presentación ante esta última instancia, lo lógico y natural sería poder alegarla. Pues bien, la presentación es una cosa, y alegarla, algo muy distinto. La presentación la puede hacer cualquiera.

El señor PROKURICA.- Quien puede lo más, puede lo menos.

El señor LARRAÍN.- No, está equivocado.

El señor ÁVILA.- La presentación…

El señor CHADWICK.- Consiste en exponer en forma oral lo que se dice por escrito.

El señor ÁVILA.-…también se extiende a personas que no sean necesariamente parlamentarios.

El señor CHADWICK.- ¡No!

El señor LARRAÍN.- No es así.

El señor CHADWICK.- Sólo en el recurso de inaplicabilidad.

El señor LARRAÍN.- Ése es precisamente el tema.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego a los señores Senadores evitar los diálogos.



Está con el uso de la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor LONGUEIRA.- ¡Éste es un monopolio de los abogados…!

El señor ÁVILA.- ¡Voy a aprovechar de coincidir con el Senador señor Longueira, porque las circunstancias nos brindan pocas ocasiones para ello…! Su Señoría afirma que éste es un monopolio de los señores abogados. Y yo estoy muy tentado de suscribir en plenitud esa afirmación.



Como mi intervención se ha vuelto extraordinariamente participativa, en verdad, aun cuando es algo que contraría el Reglamento, ello ha permitido ilustrar el debate desde los más diversos ángulos. 

El señor GAZMURI.- ¡Ha surgido un nuevo eje…!

El señor ÁVILA.- A propósito, hoy presenciamos los ejes más insólitos: hay uno constituido por grandes empresarios y algunos sectores nuestros; en  otro, representantes de las pymes están enredados con grupos que se vinculan fuertemente a los grandes intereses económicos, en fin. Estamos en un lío terrible, que no sé cómo vamos a dilucidar. ¡Éste es el mundo al revés: la cabeza, en los pies; el ombligo, en la espalda; la Izquierda, en el rol de la Derecha, y viceversa!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego a los señores Senadores guardar silencio. ¡Esto parece matinal de opinólogos…! 



Dejemos que el Senador señor Ávila continúe con su intervención.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, no estoy tratando de hacer el rol de Kike Morandé, organizando aquí las exposiciones que cada parlamentario desea hacer de sí mismo. 



Con tanta interrupción, obviamente, hemos perdido el hilo. 



Concluyo señalando que –esto, para la historia de la ley-, por cierto, rechazo de la manera más categórica que parlamentarios con título de abogados puedan ejercer, cualquiera sea la circunstancia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, escuché con mucha atención la opinión del Senador señor Larraín. Pero no estamos en una situación bis a bis, de igualdad. 



Efectivamente, el 25 por ciento de los integrantes de una Cámara  -entre ellos, los parlamentarios abogados- puede recurrir de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. Hasta ahí no hay problema alguno.



Ante esa argumentación, uno podría decir que una cosa es que una persona pueda recurrir ante un tribunal y otra distinta que, para actuar ante él, deba necesariamente ser letrada. La respuesta será: “Somos abogados y, por lo tanto, podemos alegar”.



La dificultad radica en que, curiosamente, la posición explicada por quienes están en la postura de que cualquier parlamentario abogado pueda defender como letrado una solicitud de inhabilidad,  no tiene su correlato respecto de la mayoría. 



Al respecto, podría suceder lo siguiente: una mayoría en ambas Cámaras aprueba determinado proyecto de ley; la minoría recurre por esa aprobación, y alega un parlamentario. Pero, en nuestra legislación, el órgano recurrido y la mayoría que aprobó esa iniciativa legal no tienen posibilidad de concurrir ante el Tribunal Constitucional a defender su posición. No está consignado.

El señor CHADWICK.- Puede pedirlo.

El señor VÁSQUEZ.- No está en la disposición. Lo vimos con motivo, precisamente, de la situación que alegó el Honorable señor Allamand. Porque yo estaba en una posición jurídicamente distinta, la cual, incluso, expliqué en la Sala. Y vimos la posibilidad de que argumentara la mayoría del Senado, pero no había titularidad.



En esas condiciones, evidentemente, parece curioso, extraño -yo diría-, antijurídico, no desde el punto de vista de la legislación, sino desde el de la aplicación del Derecho, que la minoría tenga la posibilidad de exponer ante el Tribunal Constitucional y no así la mayoría.



Por lo tanto, para emparejar las cosas, estimo que corresponde establecer la prohibición para igualar ambas partes, a menos que se haga una reforma distinta, permitiendo que la mayoría de la Cámara imputada -o ambas ramas legislativas- pueda oponer el recurso pertinente.



Por ello, señor Presidente, votaré por impedir el alegato de los parlamentarios abogados ante el Tribunal Constitucional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, en realidad la discusión ha surgido sobre un asunto en el que, según entiendo, no hubo acuerdo en la Comisión: la inhabilidad de los parlamentarios para alegar ante el Tribunal Constitucional.



Estoy de acuerdo con esa incompatibilidad, básicamente, porque se trata de dos Poderes Públicos, que si bien cumplen funciones distintas, están muy vinculados, toda vez que la instancia constitucional, entre sus amplios poderes, tiene jurisdicción sobre el conjunto de la legislación que se genera en el Parlamento. 



No me parece que corresponda que una de las partes alegue en ese Tribunal, debido a que, además,  el Senado -también indirectamente la Cámara de Diputados, de acuerdo con la última reforma- participa en la formación de aquél. Entonces, me parece evidente la prohibición.



Sin perjuicio de lo anterior, no sólo me pronunciaré por esa inhabilidad -si se pone en votación-, sino que, más bien, me siento inclinado a votar en contra de toda la norma. Porque, en verdad, no me parecen adecuadas las excepciones.



Estoy de acuerdo en el espíritu que, entiendo, guía esta reforma, en el sentido de impedir el alegato de los abogados parlamentarios ante los tribunales. Lo estimo un sano criterio, sobre todo cuando el Congreso Nacional, a través del Senado, concurre directamente en la actualidad -lo que no estaba en la vieja tradición constitucional chilena- a la conformación del Tribunal Supremo, donde pueden terminar las causas o en el que se inicia el alegato de una resolución de cualquiera de las instancias inferiores.



Establecido ese principio general, no tiene presentación eximir de él las causas o los asuntos que atañen directamente a los parlamentarios y a sus familias. Realmente, no veo por qué, ni a título de qué. Esto no tiene presentación; va contra el sentido común más elemental.



Decimos que, en principio, como norma general, los parlamentarios no pueden alegar en tribunales, salvo que se trate de asuntos que atañen a sus mujeres, a sus hijos y a sus primos hermanos. Esto es ridículo -perdónenme, pero lo digo con todo respeto por la Comisión-, algo que no me parece razonable.



También considero inadecuado empezar a eximir de alegar, según la importancia social de los delitos, por ejemplo, en juicios por narcotráfico. ¿Cuál es la fundamentación? Si ése es el principio general, el conjunto de excepciones no tiene lógica. 



Lo que a mi juicio tiene menos sentido es lo referente a las familias de los parlamentarios. Realmente no le encuentro base, ni menos alguna fundamentación pública. O sea, no podrían defender a nadie, salvo a sus mujeres e hijos. Eso no suena bien. Y figura en el texto.



Después se eliminan otras causas que tampoco me parecen tan claras. Si no pueden alegar en ciertos casos, ¿por qué habrían de hacerlo en delitos terroristas o en los tipificados en la ley como tráfico de estupefacientes? ¿Cuál es el criterio? ¿Por qué en unos procesos sí y no en otros, como en los civiles, los sobre divorcio, etcétera?

El señor CHADWICK.- Porque son de interés público.

El señor GAZMURI.- Sí, pero para eso están la justicia, la magistratura, el derecho a defensa y la Defensoría Penal Pública.



Tenemos un Poder Judicial que queremos dejar bien separado del Legislativo. Ése es el principio. Si es así, entonces, hagamos la división clara, evidente. En mi concepto, las excepciones no tienen justificación.



Por tanto, no sé si esta materia pueda volver a la Comisión; pero, si se pone en votación con el texto que se propone, anuncio mi voto en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he solicitado intervenir en el debate, para referirme básicamente al Tribunal Constitucional.



Como por cierto el asunto es discutible -según lo han dejado entrever las opiniones del Senador señor Gazmuri-, me parece adecuada la forma en que el señor Presidente de la Comisión ha zanjado lo que podríamos llamar “la comparecencia de los abogados en tribunales”.



Por lo tanto, me quiero centrar, básicamente, en lo relacionado con ese Tribunal.



En mi opinión, aquí hay dos tipos de órdenes, de argumentos.



En primer lugar, luego de una argumentación que he escuchado en esta sesión y en otras anteriores, tengo la impresión de que a algunos señores Senadores les molesta la facultad per se. Es decir, si corresponde o no corresponde en el ordenamiento jurídico y democrático que exista un control no político, sino jurídico de la constitucionalidad de la ley, a cargo de una instancia independiente, como el Tribunal Constitucional.



Por supuesto, aquí pueden darse distintas opiniones. Algunas personas sostienen que, en definitiva, no corresponde que tribunal alguno vigile la conformidad de la ley en términos de su acatamiento o no a la Carta Fundamental. En cambio, otras -entre las que me incluyo- pensamos que sí corresponde, porque es una garantía de los derechos individuales. Por lo demás, es una tendencia del constitucionalismo contemporáneo. Es decir, que haya una forma de control jurídico de la constitucionalidad de la ley.



Esto es importante, porque algunas de las observaciones que se formulan, más que aludir a quién alega o a quién no, se refieren precisamente al punto en cuestión. Y considero que ésta es una buena oportunidad para dejar sentado que, en un sistema democrático es necesario un control jurídico de la constitucionalidad de la ley. De lo contrario, puede ocurrir algo muy obvio: que el día de mañana, en medio de cualquier clima de animosidad, de beligerancia política, una mayoría ocasional legisle tajante y abiertamente en contra de la Carta Fundamental. Y eso, por cierto, afecta los derechos de las personas. ¿Y qué podrían hacer éstas, entonces, de no estar tal recurso?



Por lo tanto, primero debe decirse  que es bueno y coherente con el ordenamiento democrático un control constitucional de la juridicidad de la legislación.



El segundo argumento dice relación a si corresponde que los abogados integrantes de alguna de estas Corporaciones legislativas puedan alegar o no ante el Tribunal en caso de un requerimiento por inconstitucionalidad.



En ese sentido, quiero refutar el planteamiento de la Senadora señora Alvear, quien sostuvo que, en definitiva, el hecho de que algunos parlamentarios puedan alegar ante aquél podría, de alguna manera, afectar la transparencia. Pero, a mi juicio, ocurre exactamente lo contrario.



La situación es la siguiente: supongamos que en la Sala del Senado surge una controversia respecto de la constitucionalidad de determinado precepto. Para que pueda haber un requerimiento, en primer lugar, debe producirse lo que se denomina “la preparación del recurso”. Es decir, algún señor Senador tiene que presentar en este Hemiciclo la argumentación y explicar por qué un precepto o un proyecto de ley completo es inconstitucional, exponiendo públicamente las razones de dicha declaración, con el objeto lógico, primero, de persuadir a sus pares. Y si esto no se logra, entonces, el ordenamiento jurídico abre la posibilidad de interponer el requerimiento ante la mencionada instancia.



Entonces, cabe preguntarse: ¿qué es más transparente? ¿Que quienes ejercen el derecho constitucional de formular el requerimiento lo aleguen por sí mismos, a cara descubierta, y entreguen al Tribunal Constitucional el conjunto de argumentos jurídicos que previamente debieran haber planteado en la Sala, o que, por el contrario, de alguna manera, se hagan a un lado y coloquen a una interpósita persona para formular las alegaciones en su nombre?



Y, sin duda alguna, lo transparente, lo abierto, lo nítido es que quienes tienen la convicción de que una norma es inconstitucional lo manifiesten en la Sala y puedan, si así lo estiman, hacerlo presente ante el Tribunal. 



Eso es lo transparente. Lo contrario es, precisamente, lo que puede resultar brumoso: que se lleven a cabo las alegaciones en la Sala y que, al momento de formular el conjunto de argumentaciones jurídicas, se le encomiende la tarea a otra persona.



En consecuencia, el argumento de la Senadora señora Alvear, siendo respetable, por cierto, es exactamente opuesto a la norma que estamos discutiendo.



Además, señor Presidente, existe una razón de sentido común. Un viejo aforismo jurídico dice: “Quien puede lo más, puede lo menos”. Si el requerimiento -y esto quedó aclarado a partir de la intervención del Honorable señor Ávila- sólo lo pueden llevar a cabo los parlamentarios -en esta etapa, al menos- y no los ciudadanos, bueno, el monopolio, por así decir, lo tienen aquéllos. Ése es un derecho que el ordenamiento jurídico concentra en los parlamentarios. Por lo tanto, si ellos se hallan facultados para formular el requerimiento, con mayor razón debieran poder hacer ver sus argumentos, a voz en cuello y de cuerpo presente, ante el propio Tribunal, sin tener que confiar esa responsabilidad a una tercera persona.



Lo transparente es eso: que aquel que lo estime del caso pueda hacer presente ante el Tribunal la discusión jurídica que formuló antes en la Sala.



Hay otro argumento que también considero importante. Se dice: “Mire, pero resulta que este Poder del Estado participa en el nombramiento del Tribunal”. Pero, ¡por favor!, si aquí resulta indispensable darse cuenta de algo en lo que quizá algunos señores Senadores no han reparado. En primer lugar, los miembros del Tribunal Constitucional son inamovibles y, por regla general, no son susceptibles de reelección. En consecuencia, no hay duda de que no van a sentir presión alguna porque uno de los parlamentarios comparezca en estrados para hacer ver los argumentos que antes ha expresado en la Sala. 



Por último, una cuestión de sentido común. Si el problema es la presión, yo pregunto dónde ésta es mayor: en formular el requerimiento o en alegarlo, como quien dice, de viva voz. La verdad es que conceptualmente no hay cómo hacer una diferencia. Si uno quisiera argumentar que no corresponde que un parlamentario alegue ante el Tribunal Constitucional porque se supone que ello constituiría una presión indebida, la coherencia, la lógica llevaría entonces a que tampoco debiera poder formular el requerimiento. Luego, si se nos faculta para eso, con mayor razón -y precisamente en aras de la transparencia- debe permitírsenos hacer los alegatos pertinentes.



En virtud de estas argumentaciones, señor Presidente, creo que debe rechazarse el inciso que, en definitiva, establece esta nueva inhabilidad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, trataré de ser breve, porque creo que todos los argumentos en pro y en contra ya se han dado.



Hay un punto respecto del cual quisiera llamar a la reflexión a los Senadores que se oponen a que un parlamentario pueda alegar ante el Tribunal Constitucional y a quienes han manifestado aprensiones por el hecho de que se incluya entre las excepciones el que podamos participar como abogados patrocinantes en determinadas causas ligadas, por ejemplo, al narcotráfico o a delitos contra la probidad.



Lo primero que debemos tratar de determinar aquí es cuál es la conducta ilícita, moralmente reprochable; por qué se tiene que dictar una norma de esta naturaleza. Y ella consiste en que un parlamentario que ejerce la profesión de abogado lucre utilizando su influencia ante los tribunales de justicia…

El señor LETELIER.- No es únicamente lucro.

El señor LARRAÍN.- ¡Sólo lucran los educadores…!

El señor LETELIER.- Es influencia.

El señor ESPINA.- Ése es el punto de fondo. Porque, si el día de mañana un parlamentario asume una causa propia -o la de un pariente cercano-, donde igual puede ejercer esa influencia, todos coincidiremos en que eso no es causal de inhabilidad porque él está habilitado para defenderse y porque se entiende que la persona afectada a lo menos tiene el derecho de recurrir ante los tribunales de justicia.



Entonces, lo que hizo el legislador es establecer, básicamente, tres situaciones de excepción, que obedecen a casos prácticos y concretos.  Dijo: “Mire, primero extendamos -como ya señaló el Senador señor Larraín- la inhabilidad para patrocinar causas no sólo a la segunda instancia y a la Corte Suprema, sino, también, a la primera instancia. Pero establezcamos situaciones excepcionales que nos permitan, en virtud del propio cargo que ejercemos, representar a la comunidad desamparada que, muchas veces, no tiene a quién acudir, porque, o se ve en la necesidad de luchar contra personas con grandes intereses o contra organizaciones mafiosas que, en definitiva, la amedrentan”. Por eso se establece que tratándose de delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de drogas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública, excepcionalmente, puede intervenir un parlamentario. 



Y en eso tiene toda la razón el legislador, porque además permite interponer un recurso de protección. En efecto, se agrega una nueva norma que es muy importante. Muchas veces, los afectados no tienen quién interponga el recurso de protección. Es fácil en las grandes ciudades. Pero, cuando se instala un vertedero que daña gravemente una región o cuando hay conductas que se traducen en actos ilegales y arbitrarios en perjuicio de una comunidad que no sabe quién la puede proteger y amparar, resulta absolutamente razonable, porque el propio texto de la Constitución así lo señala, que un parlamentario, en representación de ella, pueda recurrir a los tribunales de justicia para solicitar que se restablezca el imperio de la ley.



Y lo que no logro entender es que, para justificar la negativa a la posibilidad de alegar ante el Tribunal Constitucional, se utilice el argumento de la influencia indebida. Quizá lo que le faltó a la norma fue hacer una distinción entre aquellos casos en que objetivamente se está alegando en virtud de un requerimiento interpuesto por el Senado y aquellos en que se hace por un particular. Pero no cabe duda de que el más elemental derecho que tiene un parlamentario que estima que una norma es inconstitucional y que, por lo tanto, constituye una violación a los derechos humanos consagrados en el artículo 19 de la Carta, es poder recurrir a dar los fundamentos ante un tribunal que va a resolver si hubo o no atropello  a esas garantías. Sería una limitante inaceptable que el día de mañana un parlamentario que considera que se está violando gravemente el derecho a la libertad, a la vida, a la información, a la libertad de expresión no pueda recurrir, habiendo preparado el reclamo de inconstitucionalidad en el Senado, ante el Tribunal Constitucional a dar los argumentos que ponen de manifiesto tan grave infracción. Más aún cuando está descartado por el inciso anterior que no lo puede hacer con fines de lucro.



O sea, no hay una justificación. Porque el argumento de que existe una especie de tráfico de influencia respecto de los tribunales, cualquiera que sea la actividad que emprenda el parlamentario, no es verdad. Y voy a explicar por qué. Porque yo perfectamente, en delitos de acción pública, puedo establecer las denuncias que quiera; nadie me lo puede impedir. No soy abogado patrocinante ni apoderado, pero nadie me puede negar la posibilidad de hacerme parte en una denuncia. Entonces, si se trata de señalar que aquí habría un tráfico de influencia per se, por el solo hecho de que un parlamentario recurra a los tribunales, entonces lo que habría que impedir es que los parlamentarios puedan presentar cualquier tipo de denuncias, frente a cualquier hecho, ante los tribunales de justicia, lo que, según entiendo, los señores Senadores considerarán también inaceptable. ¿Por qué limitarle a una persona nacida en este país que ejerza el legítimo derecho de recurrir ante los tribunales?



Por lo tanto, señor Presidente, creo que las objeciones que se han levantado respecto de la posibilidad de alegar ante el Tribunal Constitucional no tienen nada que ver con el juicio de reproche que corresponde hacer si eso significa ejercer la profesión para obtener un lucro o bien para favorecer los intereses particulares de un cliente en un estudio de abogados. Es una prohibición que escapa a la lógica con que está redactada esta limitación o inhabilidad.



Por esas razones, tengo la convicción de que no hay ningún fundamento político, ético, jurídico ni inhabilidad alguna que justifiquen que un parlamentario, cuando se produce una flagrante violación a una garantía constitucional, no pueda recurrir ante un tribunal para defender lo que es, a su juicio, el respeto a algún derecho garantizado en la Constitución.



En consecuencia, votaré en contra del inciso que pretende prohibir a los parlamentarios actuar como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en primer lugar, es efectivo que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento está constituida solamente por abogados. Y el texto en debate pretende limitar su ejercicio profesional.



Se trata de una norma que no está contemplada en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y que fue incorporada en la Comisión de Constitución del Senado. Los abogados que pertenecemos a dicho órgano técnico estimamos necesario establecer restricciones al ejercicio profesional de los abogados.



Por lo tanto, reivindico esa inclusión porque se alega que es poco, que es mucho o demasiado. Pero anteriormente no había ninguna prohibición. Y ése es el criterio que establecimos en la Comisión.



En segundo término, el precepto que hemos planteado es lo que  normalmente existe en nuestra legislación.



Comprendo que el Senador señor  Gazmuri -quien no es abogado- desconozca la legislación vigente porque, en el caso del Ministerio Público, los jueces y los fiscales tienen la misma posibilidad de ejercer acciones, en su calidad de abogados, en causas personales o de parientes...

El señor GAZMURI.- ¡Si no lo hacen, no son buenos…!

El señor GÓMEZ.- Y estamos hablando de aquellos cuyo ejercicio profesional se halla directamente vinculado a ese hecho.



Por lo tanto, lo que se ha establecido son criterios que se han fijado desde los inicios de la República, en términos de cuáles son las prohibiciones que existen o no en esta materia.



Ahora bien, un elemento importante que debemos tener en consideración es que se consagran restricciones sobre puntos muy esenciales.

El señor MUÑOZ BARRA.- Excúseme, Su Señoría,  ¿puedo hacerle una consulta?

El señor GÓMEZ.- Con la venia de la Mesa, no hay inconveniente, señor Senador.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Tal vez no escuché bien. ¿Usted dijo que los jueces podían ejercer libremente la profesión?

EL señor GÓMEZ.- Voy a repetir mis argumentos, porque veo que Su Señoría no escuchó atentamente lo que traté de explicar con toda claridad.



El Código Orgánico de Tribunales -creo que en su artículo 316- permite a los jueces defender causas personales o de sus familias. Se trata de excepciones que existen en nuestro ordenamiento jurídico y que nosotros consideramos válidas y que se deben mantener.



En definitiva, desde nuestro punto de vista, limitar el ejercicio profesional de los abogados parlamentarios es esencial. Y nos parece pertinente la prohibición, no sólo respecto de los tribunales superiores de justicia -como lo propusimos inicialmente-, sino de todos los tribunales de justicia. ¿Por qué? Porque la capacidad de influencia que tienen los parlamentarios que son abogados es mucha. En efecto, al enfrentarse a un juez de primera instancia, a un Ministro de Corte de Apelaciones, hay dos posibilidades: primero, influir mediante el cargo que desempeñamos, y segundo, algunos magistrados pueden ser objeto de una acusación constitucional, que se inicia en la Cámara de Diputados y que, posteriormente, corresponde resolver al Senado, que actúa como jurado, y, además, pueden ser nombrados como miembros de la Corte Suprema por la Cámara Alta.



Por consiguiente, lo que estamos haciendo es establecer criterios de igualdad ante la ley que nos parecen esenciales. 



Y vuelvo a lo que sostuve: sólo se han fijado criterios restrictivos. ¿Por qué? Porque en ciertas circunstancias -esto lo planteó el Senador señor  Espina y yo comparto sus apreciaciones- no hay abogados en la comunidad que se atrevan a presentar recursos contra empresas poderosas o contra bandas de narcotraficantes que representan un grave peligro para las personas.



Sin embargo, aquellos que ejercemos un cargo parlamentario podemos representar, de alguna manera, a la comunidad en esos casos.



Por ello, me parece que las excepciones son totalmente razonables. No existe motivo alguno que impida interponer recursos de protección, por ejemplo, en materias vinculadas con el medio ambiente. O sea, se trata de situaciones gravísimas que ya hemos discutido y que se han planteado en el propio Senado.



Por lo tanto, desde esa perspectiva, la Comisión de Constitución ha señalado claramente el criterio.



Por supuesto, los señores Senadores tienen la libertad de votar a favor o en contra. Sin embargo, nos parece que ésa es la norma que corresponde para los efectos de defender los derechos e intereses de la sociedad, cuando no existe posibilidad alguna de encontrar abogados que se atrevan a enfrentar a organizaciones peligrosas y que producen daños a la comunidad.



Por otra parte, respecto del Tribunal Constitucional, repetiré brevemente los argumentos que ya he dado, porque me parece indispensable tenerlos presentes, sobre todo en la sesión de hoy que será conocida por la gente y que, tal vez, no conoce los esgrimidos en sesiones anteriores.



¿Por qué hemos sostenido que los parlamentarios que son abogados no pueden alegar ante el Tribunal Constitucional? Por las mismas razones que señalé con anterioridad: porque, sin duda, existe una fuerte presión hacia dicho organismo.



El Tribunal Constitucional no se constituye siempre en un solo acto. Sus integrantes se eligen en etapas distintas. Y un Senador puede aprobar o rechazar la designación de determinado postulante.



En mi caso particular -y me imagino que le ha ocurrido a otros Senadores que fueron Presidentes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia-, he sostenido reuniones con miembros del Tribunal Constitucional para tratar temas que interesan a dicho organismo. Y  no lo hacemos indebidamente, sino de manera pública. Sin embargo,  tal vez la sensación de haber apurado la tramitación de un proyecto que es importante para el Tribunal o la circunstancia de votar a su favor, pueden significar por parte de éste una forma de gratitud al momento en que uno alega. Aunque parezca extraño, entre la presencia de un Senador frente al Tribunal Constitucional y la de un abogado particular de la plaza no hay condiciones de igualdad.



Nosotros hemos sostenido que –las mayorías y minorías tienen razón en cuanto a que esta materia debe ser discutida políticamente en el Senado- cuando algún parlamentario presenta determinado recurso ante el Tribunal Constitucional, éste debe ser alegado en igualdad de condiciones respecto de los otros recurrentes. Y no me cabe ninguna duda de que si yo     -ex Ministro de Justicia, actualmente Senador de la República- me presentara a alegar una causa ante el Tribunal Constitucional, lo haría en condiciones distintas -dado el conocimiento, la cercanía que tengo con sus miembros- de la que podría experimentar cualquier abogado de la plaza. 



Por eso, frente a ese punto, consideramos que no es posible mantener una línea respecto de los tribunales ordinarios de justicia y otra diferente en cuanto al Tribunal Constitucional.



En tal virtud, pensamos que también debe ser votada la prohibición de alegar ante el Tribunal Constitucional. Y existen normas que regulan cómo y cuándo se renuevan sus miembros.



En consecuencia, la relación entre el Senado y el Tribunal Constitucional no puede ser distinta de la que planteamos respecto de los tribunales ordinarios. No es admisible que haya una diferencia, aun cuando reconozco -y está garantizado en la Constitución- que la discusión política debe darse en el Senado, y el debate frente a los temas que se resuelven ante los tribunales tienen que hacerlo quienes ejercen la profesión de abogado. Y nosotros establecimos criterios restrictivos en cuanto al ejercicio profesional de los abogados parlamentarios. Debe aplicarse la misma norma para todos los tribunales, no sólo respecto de algunos, con las excepciones que hemos planteado.



Alegar a cara descubierta -como señalaba el Honorable señor Allamand-, en verdad,  es bueno; pero también produce los efectos que señalé. El conocimiento, la cercanía con los miembros del Tribunal Constitucional, el ejercicio mismo del cargo, hacen que entre un parlamentario y cualquier ciudadano que recurra ante dicho órgano no exista igualdad de condiciones.



Termino señalando que en lo concerniente al primer aspecto, desde el punto de vista de la Comisión de Constitución, hubo unanimidad en cuanto a que han de existir esas normas restrictivas y a que debemos ejercer nuestra profesión de abogados en casos muy particulares.



Respecto del segundo tema, me parece necesario votarlo favorablemente, pues ya lo hemos discutido en varias oportunidades.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Varios señores Senadores me han pedido abrir la votación. 



Los tres oradores inscritos que restan por intervenir pueden fundamentar su voto.



Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos. 

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, debo recordar que si se vota la indicación, eventualmente puede haber una segunda votación.



Me estoy nada más que al último inciso.



Si la indicación se aprueba, queda sellada la discusión. Pero si se rechazara, habría que votar después el artículo. Porque en ambos casos se requiere quórum especial: tanto para la indicación como para el artículo.



Así que de todas maneras va a haber dos votaciones.



Eso es lo que quería hacer notar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, yo estoy proponiendo que haya tres votaciones. Como le consta al señor Secretario, pedí votación separada respecto de la expresión aprobada de manera unánime en la Comisión, pues estoy por suprimir la facultad que se otorga a los parlamentarios para llevar causas que afecten a sus personas o a sus familias.



Y me han convencido los argumentos aducidos en orden a posibilitar que Diputados y Senadores se hagan parte en causas que tengan que ver con asuntos de interés general y común -inciso cuarto-, como el narcotráfico, etcétera. Considero razonables esos argumentos, porque es efectivo que determinados bienes públicos colectivos a veces son insuficientemente defendidos por el sistema. Y eso tiene que ver con las debilidades de nuestra institucionalidad.



Por consiguiente, sugiero eliminar la excepción que permite a los parlamentarios alegar en causas propias.



Al respecto, no se puede sostener -lo digo al Presidente de la Comisión- que eso es bueno porque también se halla establecido en el caso de los jueces. Y si no es bueno que exista en el caso de los magistrados, habría que eliminarlo para todos. 



Ahora, efectivamente, no soy abogado. Pero creo que el buen juicio no es monopolio exclusivo de quienes ejercen dicha profesión, sin perjuicio de reconocer que muchos de ellos lo tienen, porque les enseñan a desarrollarlo con bastante propiedad.



Sin embargo, insisto en que no me parece razonable que entre las excepciones esté la defensa de causas propias. Eso no es denegación de justicia, pues los parlamentarios, como todos, en procesos que los afecten personalmente o a sus familias, tienen derecho a defenderse a través de abogados.



En síntesis, pido votación separada respecto de la frase en cuestión.

El señor MUÑOZ BARRA.- Quiero hacer una consulta reglamentaria a la Mesa, señor Presidente: ¿pueden participar en esta votación los parlamentarios que son abogados?

El señor COLOMA.- ¡Si no, no se podría alcanzar el quórum requerido...!



¡Elija...!

El señor MUÑOZ BARRA.- Deberían inhabilitarse, porque les atañe muy directamente lo que se va a votar.

El señor ALLAMAND.- ¿Es en serio la pregunta, entonces?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero intervenir porque comparto lo expresado por el Senador señor Gazmuri. 



En mi opinión, uno de los costos que deben pagar los abogados que asumen el servicio público del Parlamento es que no pueden alegar en causas que los afecten personalmente o a sus familiares, hasta el grado de parentesco que señala la norma pertinente.



Creo que cualquier ciudadano sentiría que su situación no sería de igualdad si en un juicio tuviera como contraparte a un abogado parlamentario.



Legítimamente, el tener una contraparte de aquella índole podría hacer pensar en tráfico de influencias, en un juego respecto de futuras nominaciones, en fin. Sería un hecho que de inmediato generaría, en cualquier tribunal, una sensación de desigualdad.



En mi concepto, no existe ninguna razón que justifique que los parlamentarios abogados sean libres para defender a su cónyuge o a parientes hasta el tercer grado de consanguinidad. Me parece que ninguno tendría inconveniente en contratar a un profesional de la plaza, como lo debe hacer cualquier persona que no es abogado.



Por lo tanto, me sumo a la solicitud de votación separada, y adelanto mi voto favorable a la eliminación planteada, por considerar que no existe razón alguna que justifique la frase pertinente. Muy por el contrario, pienso que es de aquellas expresiones que deben ser suprimidas, porque claramente se establece la posibilidad de una influencia indebida que a nadie le gustaría enfrentar.



Creo que cualquier ciudadano común y corriente que oiga esta discusión compartirá mi opinión en cuanto a que en un juicio no se da una situación de igualdad cuando una de las partes es un parlamentario abogado que se halla defendiendo a un pariente involucrado.



En el otro tema, me parece difícil conseguir que quienes no somos abogados también podamos alegar ante el Tribunal Constitucional. Pero me parece de sentido común que a quienes sí lo son les sea factible hacerlo.



Ahora, con una inhabilidad como la que se plantea, hasta el Ejecutivo debería abstenerse de designar miembros del Tribunal Constitucional.

El señor PROKURICA.- Y abogados integrantes.

El señor LONGUEIRA.- Claro. Pero ahora nos estamos refiriendo al Tribunal Constitucional.



El Presidente de la República designa a tres de sus integrantes, quienes deben defender la constitucionalidad. Con el criterio indicado, debería abstenerse de nombrar abogados del Gobierno para defender puntos de vista legítimos sobre una materia sometida a la consideración del mencionado Tribunal.



Señor Presidente, yo prefiero un alegato transparente y de cara a la ciudadanía y no un alegato nocturno. Y para mí es mucho más transparente y claro que los parlamentarios tengan esa facultad.



El Ejecutivo designa integrantes del Tribunal Constitucional en forma directa. En el caso del Parlamento, la Cámara de Diputados nos propone dos y el Senado nomina directamente dos. 



Ahora bien, yo tengo la mejor opinión de las personas que hemos escogido para desempeñarse en ese organismo.



Si algo hemos logrado en la última década, es que los nombramientos se han efectuado eligiendo a gente de mucho prestigio y de alta calidad para ocupar los cargos pertinentes.



Entonces, sostener que un miembro del Tribunal Constitucional va a ser influido o transará principios o criterios constitucionales por el solo hecho de que un parlamentario alegue significa, en mi opinión, hablar bastante mal de las personas que nosotros mismos hemos elegido.



A muchas no las conozco. No me muevo en el mundo de los abogados y de los constitucionalistas. Pero creo que, independiente de quien alegue, si algo ha habido en esta materia, es rigor. Incluso, muchas veces integrantes de la sensibilidad del mundo de la Concertación han votado en contra de las propuestas del Ejecutivo, mientras otros de la sensibilidad del mundo de la Alianza han votado en contra de nuestros alegatos y presentaciones.



Entonces, si existe una instancia técnica, independiente, es el Tribunal Constitucional.



Por lo tanto, no me parece que la línea argumental para impedir que los parlamentarios actúen como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional sea el grado de influencia que pueden ejercer frente a sus miembros, por cuanto, sinceramente, creo que ninguno de ellos decidirá su voto por ese tipo de consideraciones. 



El Presidente de la República debe realizar diversas nominaciones. Pues bien, con el criterio de extender las incompatibilidades, yo no sé quién va a nombrar a quién en las diferentes instituciones del país.



En conclusión, creo que resulta mucho más claro y transparente que los parlamentarios abogados tengan esa posibilidad. El solo hecho de que firmemos y patrocinemos un recurso ante el referido Tribunal y de que allí nos voten a favor o en contra ya significa un punto de vista distinto.



Por consiguiente, el alegar ante el Tribunal Constitucional me parece un acto de transparencia y en la línea correcta, que no puede ser comparado con la influencia que es factible ejercer con una actuación de esa índole ante los tribunales ordinarios de justicia. En mi opinión, son dos cosas por completo distintas.



Por eso, encuentro absolutamente legítimo que los parlamentarios abogados puedan exponer sus puntos de vista al Tribunal Constitucional, así como el Ejecutivo también lo hace nominando a los profesionales más adecuados. Y no podríamos decir que designa a tal o cual persona para generar cierto grado de influencia. Esta -todos lo sabemos- se puede ejercer en los pasillos, en la noche, fuera del Tribunal. De ahí que sea mucho más claro y transparente que se explicite, de manera que en cualquier causa donde se quiera defender el principio de constitucionalidad el alegato pueda ser efectuado por un parlamentario abogado.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en forma muy breve, me referiré al tema del Tribunal Constitucional, que el Honorable señor Longueira tocó en la parte final de su exposición, motivo por el cual sólo reforzaré algunas ideas.



Básicamente, el debate se ha centrado en la transparencia. Y se argumenta que los Senadores y Diputados no deberían actuar como abogados ante dicho Tribunal porque este podría ser influenciable ante la participación de parlamentarios en los alegatos.



En mi opinión, es supergrave plantear el asunto desde esa perspectiva.



Ese es, institucionalmente, el máximo tribunal que establece nuestra Carta. Y su función es dirimir los conflictos entre los poderes. Para eso está.



Dicho órgano tiene como principal función zanjar los problemas que se producen durante el proceso legislativo entre el Parlamento o un sector de él y el Gobierno. Esta es su tarea institucional básica: el control de la constitucionalidad de las leyes. Es decir, dirimir los conflictos que surgen en el proceso legislativo entre los poderes colegisladores, para los efectos de determinar cuál es el verdadero imperio del Texto Fundamental. Y, por lo tanto, tiene el máximo rango institucional.



Por consiguiente, colocar en el eje de la discusión si los parlamentarios abogados pueden o no alegar ante el Tribunal Constitucional, sobre la base de la transparencia y aduciendo que eso podría influir en sus miembros dada la investidura de quien va a alegar, hace que el problema sea mucho más grave todavía.



La cuestión radica, entonces, en que no hay credibilidad en el poder institucional del Tribunal Constitucional. No existe credibilidad en la función que cumplen el Senado, el Presidente de la República y la Corte Suprema al designar a sus miembros, quienes son nombrados teniendo en consideración precisamente que es una instancia que va a dirimir conflictos de poderes.



En consecuencia, plantear el problema, sobre la base de la transparencia, de que el Tribunal Constitucional, elegido por nosotros a los fines de zanjar los conflictos de poderes, va a ser influenciable porque alegan ante él los parlamentarios genera, a mi entender, una desproporción gigantesca entre lo que estamos discutiendo y lo que dicho órgano representa como máxima instancia institucional del país.



Porque al final de cuentas, si ese es el problema, yo llamo al Senado a debatir la cuestión de fondo: si el Tribunal Constitucional, en la forma como se halla establecido, merece el respeto y la confianza de esta Corporación para los efectos de dirimir los conflictos de poderes en el país. Y si la conclusión es que cuando un parlamentario alega puede influenciarlo, ¡para qué tenemos Tribunal Constitucional!



Por eso, considero que el planteamiento, en la forma como se está formulando, es completamente desproporcionado y ajeno a la fortaleza institucional del Tribunal Constitucional y a la credibilidad de la función que cumple el Senado cuando concurre a la designación de sus miembros.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, sólo quiero hacer algunas precisiones.



En la Comisión de Constitución, presidida por el Senador señor José Antonio Gómez, fue bastante debatido lo atinente a la limitación del ejercicio de la profesión de abogado en el caso de los parlamentarios.



En un principio, yo no estaba muy de acuerdo, porque ejerzo la profesión de abogado, pero sin fines de lucro. Vale decir, presto asesoría, patrocinio, a quienes no tienen posibilidad de acceder a ciertas instituciones, incluso del Estado.



Sin embargo, por las razones de fondo que se fueron dando acerca de la transparencia -aspecto tan fundamental para nosotros-, me allané a separar esta actividad nuestra, que de alguna forma puede influenciar las decisiones de los magistrados del Poder Judicial.



Por otra parte, nosotros tenemos la facultad de nombrar a los integrantes de la Corte Suprema. Porque al comienzo la prohibición estaba dirigida a los tribunales superiores de justicia. Pero la ampliamos a todos los tribunales; vale decir, también a los de primera y de segunda instancia.



Ahora, quiero hacer una precisión, porque se ha planteado que los parlamentarios abogados no puedan ejercer en causas propias o de parientes.



Al respecto, deseo aclarar lo que señaló el Presidente de la Comisión de Constitución. Los jueces pueden hacerlo. Y se halla establecido en el artículo 316 del Código de Orgánico de Tribunales. Este, por cierto, puede ser reformado; tiene alrededor de cien años. Pero existe una norma más reciente: la de los fiscales del Ministerio Público, sobre quienes pesa la prohibición de ejercer la abogacía, salvo en causas propias o de parientes (letra a) del artículo 63 de la ley Nº 19.640, aprobada hace cinco o seis años).



Es decir, expresamos en la Comisión de Constitución que la misma regla existente en los casos de los jueces y de los fiscales del Ministerio Público debe aplicarse por extensión a los parlamentarios abogados para que puedan ejercer en las causas propias o de parientes.



De otro lado, concuerdo plenamente con el Presidente de la Comisión en cuanto a prohibir al parlamentario abogado alegar en el Tribunal Constitucional, pues los argumentos dados son de tal solvencia que no admiten discusión. 



Así como estamos estableciendo una restricción para ejercer en todos los tribunales de justicia del país, particularmente en los superiores, lo propio debe hacerse en el caso del Tribunal Constitucional, ya que nosotros también participamos en la designación de sus integrantes.



Aquí no hay un problema de constitucionalidad. Las cuestiones de esta índole son vistas por el referido Tribunal, que, entre otras materias, debe pronunciarse sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Honorable señor Espina  solicitó la palabra, pero debo advertirle que ya completó su tiempo.



En todo caso, quiero informar a los señores Senadores -porque se están retirando todos- que si no hay 20 votos en la Sala no podrá aprobarse nada.

El señor ESPINA.- Va a haber votación dividida. Por lo tanto, no se reunirán los votos requeridos.



En todo caso, si se me permite, señor Presidente, quiero referirme a un punto preciso y directo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo hacerme cargo -y, de alguna manera, contestar- de lo que señaló el Senador señor Gazmuri, que en cierto sentido fue tocado también por el Honorable señor Longueira.



Tiendo a compartir con Sus Señorías que no se pueda patrocinar causa propia ni de parientes, salvo que se trate de un juicio criminal. Porque, en mi concepto, resultaría absolutamente inaceptable que si mañana le secuestran o le violan un hijo a un parlamentario abogado, teniendo su representación legal, no pudiera actuar como patrocinante y debiera contratar un profesional externo. Incluso, el propio legislador puede ser víctima de un intento de asesinato. ¿Y se verá impedido de patrocinar su causa?



En ese evento, yo de todos modos haría una excepción. Se podría poner en la norma: “salvo que se trate de un asunto criminal que le ataña directamente al parlamentario”. Pero mantendría una referencia a las causas criminales, porque me parece que nos hallamos ante una limitación que es casi como para que los abogados recurran de amparo ante su Colegio, en la medida en que constituye una inhabilidad que no afecta a ninguna otra profesión.



En efecto, el Congreso también se halla integrado por arquitectos, que pueden construir una casa y pedir la autorización necesaria al Director de Obras que corresponda, por ejemplo. Y nadie dice nada sobre eso.



Y pueden ser parlamentarios, también, médicos que trabajen en un hospital público, quienes perfectamente bien podrían usar sus influencias para que pacientes bajo su cuidado obtengan ventajas indebidas respecto de otros atendidos por profesionales que no revisten la misma condición.



Si se empieza a hilar por esa vía, nos distanciaremos enormemente del objetivo de la iniciativa.



Pido reflexionar al menos sobre un punto específico, señor Presidente: impedir que un diputado o senador asuma una defensa en materia criminal, por un delito de abuso sexual, de violación o del secuestro de un hijo, de la cónyuge o de una persona cercana, me parece absolutamente desproporcionado.


Anuncio que, si se divide la votación en los términos planteados, votaré en contra. Sin embargo, como una manera de lograr una solución intermedia, pido que se modifique la excepción del inciso tercero de la siguiente manera: “salvo que se trate de un asunto criminal que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad”, etcétera.



Para que nos entendamos, el tercer grado de consanguinidad comprende a nietos y, en línea colateral, a sobrinos directos. De esos casos estamos hablando.



No considero justo que una persona esté impedida de asumir el patrocinio, ante un tribunal, de una hija cuando ha sido violada. Constituye un exceso absolutamente al margen de lo que pretende el proyecto.

El señor LARRAÍN.- Votemos, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, pondremos en votación la proposición formulada.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se trata de la parte del texto que fue aprobada por unanimidad en la Comisión, incluyéndose la supresión de la palabra “arbitrarias”, en el inciso cuarto, como lo planteó el Senador señor Gómez. Naturalmente, se exceptúa lo que pidió votar en forma separada el Honorable señor Gazmuri.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿y mi solicitud de incorporar la salvedad a que hice referencia, para que al menos se pueda actuar en las causas criminales, en beneficio del cónyuge y de los hijos?

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, creo que la propuesta del Honorable señor Espina es correcta. Ello permitiría acotar aún más el tema. 



¡La de abogado es la única profesión que el Senado está limitando! En verdad, la cantidad de inhabilidades sería tremenda. De hecho, los médicos podrían hacer campaña, no así nosotros.



Por eso, debiéramos respaldar la sugerencia del Honorable señor Espina.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar el artículo 5º B en la parte acordada unánimemente por la Comisión y la supresión de la palabra “arbitrarias”, excluyéndose lo que se pidió votar separadamente?



--Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que votaron favorablemente 28 señores Senadores.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, para clarificar: lo que se ha acogido…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Fue todo, señor Senador, salvo la frase que usted pidió votar por separado y el inciso final.

El señor GAZMURI.- O sea, se ha aprobado el principio general: que los parlamentarios no podrán ser patrocinantes ante los tribunales de justicia, y la excepción, referida a los delitos…

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Eso último aún no.



Ahora corresponde pronunciarse sobre la frase “salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.”, porque ello se pidió votar separadamente.



En el supuesto de que lo anterior se aprobara, la proposición del Honorable señor Espina no tendría sentido. Si, por el contrario, se rechazara, cabría votarla.

El señor ESPINA.- Sugiero algo más corto y directo, apelando a la voluntad de quienes han pedido división de la votación: agregar en la frase propuesta la palabra “criminal”. El texto diría que “salvo que se trate de un asunto criminal que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad”, etcétera, lo que autoriza a aquel que es abogado para actuar en defensa de su hijo, de sí mismo o de su cónyuge.



Con ello, podemos alcanzar un consenso.



Lo importante es excluir las causas civiles. Tienen razón quienes afirman que en ellas se plantea una desventaja. Sin embargo, en una de tipo criminal,...

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¿Y en las de policía local?

El señor ESPINA.- ... como la relativa al secuestro de un hijo, nadie pensaría en ventajas o desventajas. ¿Y uno no podría querellarse, entonces, en representación de éste?

El señor GAZMURI.- Me parece mejor el criterio general, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, un comentario.



Quiero ser superhonesto: aquí hay mayoría de abogados. Por tanto, quienes no lo somos vamos a perder. Eso está claro.

El señor GAZMURI.- No. Porque no hay quórum.

El señor LONGUEIRA.- Se requiere quórum especial para incorporar la norma. Si no se consiguen los votos necesarios, se mantiene lo vigente.

El señor GAZMURI.- Me refiero a la aprobación.

El señor LONGUEIRA.- Ello dependerá de cómo se vote.



Por mi parte, estoy de acuerdo en acotar la disposición a lo penal. Si finalmente quedaría que el patrocinio puede extenderse a todas las materias, prefiero que se contemple lo relativo a las causas de tipo criminal.

El señor CHADWICK.- Si no, regirá la norma general.

El señor LONGUEIRA.- Efectivamente.



Entonces, el orden de la votación no es menor.



Si existe mayoría para la eliminación, el que he expresado es mi punto de vista.

El señor CHADWICK.- El mal menor es que...

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, en mi opinión, la explicación del señor Secretario resuelve el problema: se vota primero lo que pedí considerar separadamente. Y si ello se rechaza o no alcanza el quórum exigido, cabe contemplar -porque quedaría esa parte del inciso- la inclusión propuesta por el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- El que quiera agregar las palabras “militar o criminal” debe votar en contra...

El señor GAZMURI.- Parece que estamos de acuerdo con el Honorable señor Longueira esta tarde: estoy por que no haya ninguna excepción en la esfera de lo personal. Porque incluso se preguntaba qué pasaría en el ámbito de la justicia de policía local y en otros. En realidad, es un lío. Pienso que la salvedad es lo colectivo.



¡Hemos visto que, en el Senado, la defensa corporativa del gremio de los abogados es fuerte…! Y eso puedo entenderlo.



Si al final vamos a quedar en las mismas,...

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por último, el proyecto puede volver nuevamente a la Comisión.

El señor GAZMURI.- ... podría transar, pero primero hagamos la prueba de los votos.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en esta materia no puedo aceptar que se diga que aquí hay una defensa corporativa.



Nuestra primera propuesta ha sido siempre que los parlamentarios abogados estén impedidos de ejercer en un tribunal de la República. ¡En cualquiera de ellos! Por lo tanto, afirmar que queremos mantener un privilegio me parece una ofensa. ¡Es inaceptable!



En consecuencia, anuncio que me abstendré de votar. 



Como soy abogado, van a decir después que lo lógico es una prohibición completa, en todos los tribunales. Eso es lo coherente: en el Tribunal Constitucional, en los tribunales superiores de justicia, en los de primera instancia, en los de policía local y en los militares.



Ante la imputación de que los abogados estamos haciendo una defensa corporativa, reitero, señor Presidente, que se trata de la única profesión, en el Senado, que tiene prohibiciones.



El Honorable señor Espina acaba de observar que los legisladores que son arquitectos pueden realizar en una municipalidad todos los trámites que sean necesarios para construir un edificio, en tanto que los médicos están habilitados para ejercer profesionalmente en hospitales.



¿Y nosotros hemos impuesto prohibiciones a los abogados y se afirma que estamos defendiéndonos corporativamente? Ello es inaceptable.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el inciso primero del artículo 5º B de Ley Orgánica Constitucional del Congreso dispone que “Los miembros de cada una de las cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales”. Pero el inciso segundo expresa que “No regirá este impedimento en asuntos de índole general que interesen al gremio”. O sea, podría perfectamente votar...

El señor LONGUEIRA.- ¡Eso lo redactó otro abogado, señor Secretario…!

El señor GAZMURI.- Pido excusas al señor Presidente de la Comisión de Constitución si se sintió agredido por mis palabras. No fue mi intención.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sus Señorías deben pronunciarse por la frase del inciso tercero que el Honorable señor Gazmuri pidió votar en forma separada: “salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario”, etcétera, hasta el final.



El pronunciamiento a favor significa aprobar lo recomendado por la Comisión de Constitución.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 13 votos por aprobar la norma propuesta, 12 en contra y 6 abstenciones.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Matthei, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Escalona, Gazmuri, Girardi, Longueira, Muñoz Barra, Ominami, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Flores, Frei, Gómez, Muñoz Aburto y Vásquez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las abstenciones influyen en el resultado, de manera que es preciso repetir la votación.

El señor LARRAÍN.- ¡Se requiere quórum de ley orgánica constitucional!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Tiene razón, Su Señoría. Se necesitaban 20 votos para la aprobación y se registraron sólo 13. Si se sumaran a estos últimos las abstenciones, únicamente se llegaría a 19 votos.

El señor ESPINA.- Perdón, señor Presidente, ¿cómo queda el inciso?

El señor CHADWICK.- Como aparece en el comparado.

El señor COLOMA.- ¡Obvio!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La disposición expresará lo siguiente:



“Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales Superiores de Justicia”.

El señor ESPINA.- Pido al señor Secretario una explicación. Porque la norma que se estaba votando…

El señor GAZMURI.- Fue rechazada por falta de quórum.

El señor ESPINA.- ¿Por qué el inciso queda hasta ahí? ¿Porque ello es coincidente con el texto del primer informe?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador,…

El señor ESPINA.- Hubo más votos para mantener lo propuesto por la Comisión.

El señor HOFFMAN (Secretario General).- La Ley Orgánica Constitucional del Congreso impone que los asuntos que requieren quórum especial se voten tanto en general cuanto en particular con ese requisito.



El inciso tercero se dividió en dos partes, para los efectos de la votación. La primera de ellas se acogió por unanimidad.



El Senador señor Gazmuri pidió votar separadamente la segunda, la cual no alcanzó el quórum de aprobación requerido.

El señor GAZMURI.- ¿Y qué pasa con la primera parte?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Repito que fue aprobada por unanimidad, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, deseo exponer un aspecto sólo de redacción.



Es claro que la segunda parte del inciso tercero no reunió el quórum necesario, por lo que no puede ser ley y se debe eliminar la excepción. Pero al inciso cuarto se le debería cambiar el encabezamiento: el adverbio “Asimismo” está vinculado con la excepción establecida en la norma anterior.

El señor COLOMA.- Así es.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Secretaría está autorizada para hacer esas adecuaciones.



--Se rechaza la frase final del inciso tercero del artículo 5° B, por no reunirse el quórum constitucional requerido.

El señor LARRAÍN.- Entonces, señor Presidente, se entiende acogido el inciso segundo con la modificación hecha a su redacción y eliminada la palabra "arbitrarias".

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es, Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Dejé constancia de ello, señor Senador.



En seguida, el inciso quinto fue aprobado por mayoría en la Comisión. Se halla redactado así:



"Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.".



Si no se reúnen 20 votos a favor, la disposición quedará rechazada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso quinto propuesto por la Comisión (17 votos contra 13), y queda despachado el proyecto.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Ominami, Sabag y Vásquez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:

Del señor CANTERO:



Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, solicitando información sobre RECONOCIMIENTO DE TÍTULO DE ABOGADO DE SEÑOR LUIS HERNÁN MATTEHEWS; a los señores Alcalde de Calama y Secretario Ministerial de Educación de la Segunda Región, respecto de SUPUESTO EJERCICIO IRREGULAR DE DOCENCIA EN ESCUELA D-45, POBLACIÓN VILLA AYQUINA, CALAMA; al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, para pedir informes de GESTIÓN DE PLANTA DE AGUAS SERVIDAS DE CALAMA; a los señores Secretario Ministerial de Salud de la Segunda Región y Director del Hospital Regional de Antofagasta, solicitando resolver acerca de OPERACIÓN PENDIENTE DE SEÑORA GLADYS RAMÍREZ ÁLVAREZ; a la señora Directora de CONAMA de la Segunda Región, para pedir antecedentes de CONTAMINACIÓN POR MAESTRANZA CONYMET, CALAMA, y al señor Presidente de la COMPIN de Antofagasta, pidiendo informar acerca de LICENCIAS MÉDICAS DE SEÑOR JUAN CARLOS UGALDE ESCOBAR.



Del señor CHADWICK:



A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, a fin de solicitar RECURSOS EXTRAORDINARIOS PARA MUNICIPIO DE PEUMO.



Del señor ESPINA:



Al señor Contralor General de la República, requiriendo AUDITORÍA A PROYECTOS DE FONDO SOCIAL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN EX ESCUELA F-43, ANGOL, E INVESTIGACIÓN DE RESPONSABILIDADES FUNCIONARIAS, y a los señores Ministros de Hacienda y de Planificación, para pedir AUMENTO DE SUBSIDIOS A CONSUMO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO EN COMUNA DE CURACAUTÍN.



De señor LARRAÍN:



Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, atinente a PÉRDIDA DE PENSIÓN DE ORFANDAD POR SEÑOR SERGIO HERNÁN AGUIRRE SAN MARTÍN.



Del señor NOVOA:



Al señor Jefe de la Unidad Local de Tierras y Aguas de la CONADI de la Décima Región, a fin de obtener antecedentes sobre ADQUISICIÓN DE PREDIO LA BARRA, SAN JUAN DE LA COSTA (Décima Región).



Del señor ROMERO:



A la señora Ministra de Salud, sobre HABILITACIÓN DE CENTRO DE SALUD FAMILIAR COMUNITARIA EN LONCURA; a las señoras Ministras de Salud y de Medio Ambiente, solicitando antecedentes de CONTAMINACIÓN EN COMUNAS DE QUINTERO Y PUCHUNCAVÍ, y al señor Director Nacional de Aduanas, para pedir información acerca de FUNCIONAMIENTO DE ADUANA DE LOS ANDES.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Los Comités Socialista, Demócrata Cristiano y Partido por la Democracia no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Mixto (Partido Radical Social Demócrata), tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

PROBLEMAS DE INFRAESTRUCTURA DE CENTRO DE 

CUMPLIMIENTO PENITENCIARIO DE TEMUCO. OFICIOS

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la cárcel de Temuco presenta graves problemas, que dicen relación a lo ocurrido también en otras Regiones. Primeramente me referiré al Programa de Concesiones de Infraestructura Penitenciaria.



Ese programa forma parte del ambicioso objetivo de modernización de la justicia chilena, que ha tenido entre sus logros la reforma procesal penal.



Una de las metas del plan modernizador del Ministerio de Justicia fue enfrentar y resolver la complicada situación de hacinamiento carcelario y los déficits en infraestructura penitenciaria existentes en el país. Desde 2001 el Gobierno impulsó al interior de esa Secretaría de Estado un proceso de análisis de diversas alternativas tendientes a corregir  tales deficiencias. Se trataba de encontrar una solución integral al problema de sobrepoblación, con la finalidad de dirimir la oferta de infraestructura, previendo los futuros crecimientos de población penal.



Sobre el particular, el Programa de Concesiones contenía cuatro grandes grupos, llamados a licitación para construir gradualmente recintos carcelarios más modernos, dignos y eficientes.



En el primer grupo se encontraban los penales de Iquique, La Serena y Rancagua; en el segundo, los de Concepción y Antofagasta; en el tercero, los de Valdivia, Puerto Montt y Santiago; y en el cuarto, los de Talca y la Región Metropolitana.



Recientemente tuve oportunidad de visitar el Centro de Cumplimiento Penitenciario de Temuco -ciudad que no está contemplada en el programa mencionado- y de enterarme en terreno de los problemas que lo aquejan.



A nuestro juicio, es urgente enfrentar la dramática situación de hacinamiento en que viven los reos de ese recinto, donde galerías con capacidad para 25 personas son ocupadas por más de 50.  



De la misma forma, la higiene en los baños es inexistente, por lo cual los internos deben convivir en forma cotidiana en un ambiente contaminado y peligroso para la salud.



Las condiciones de vida de los gendarmes tampoco resultan satisfactorias. Sus habilitaciones (literas, piezas, baños) son precarias y se hallan colapsadas.



Además, el Centro de Cumplimiento Penitenciario se encuentra ubicado en el centro de Temuco -cuyo auge comercial es indiscutible-, en plena avenida Balmaceda, al lado de dos colegios y rodeado de sectores habitacionales importantes, por lo cual cualquier fuga o motín puede colocar en riesgo la vida de muchas personas inocentes.



Por lo tanto, aun cuando la realidad que he intentado graficar no alcanza a ilustrar el dramatismo mediático de un Transantiago, ni aparezca como información principal de los noticiarios durante dos meses, creando conciencia nacional para solucionar el problema de manera inmediata, me parece que quienes vivimos en la Novena Región merecemos que las autoridades analicen lo que realmente está sucediendo en la cárcel de Temuco, debido al grado de hacinamiento y a las condiciones de vida de reos y gendarmes, y apliquen las medidas que correspondan a fin de resolver íntegramente esa situación.



En definitiva, ya sea por medio de la incorporación de Temuco al Programa de Concesiones de Infraestructura Penitenciaria, para que se habilite un nuevo recinto penal, o a través de medidas que resuelvan efectivamente los problemas a los cuales me he referido, solicito que esta intervención se envíe, mediante oficio, tanto al señor Ministro de Justicia como al de Obras Públicas, a fin de que estudien la factibilidad de implementar, en el más breve plazo, soluciones que vayan en directo beneficio de la comunidad de la Región de La Araucanía.



Cabe hacer presente que a menos de media hora de Temuco se ubica un centro de educación y trabajo, con una superficie de mil hectáreas, donde perfectamente bien podría instalarse un establecimiento penitenciario, con segregación para hombres y mujeres, y sacar, por supuesto, el que se encuentra en el centro de la ciudad, donde el metro cuadrado de terreno tiene una alta plusvalía.



Lo expuesto justifica la intervención de los Ministerios de Obras Públicas y de Justicia, a los efectos de reemplazar el actual recinto penal     -que, aparte constituir un peligro público, no ofrece condiciones adecuadas, ni a los internos ni a los gendarmes- por un hábitat acorde con los derechos humanos.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Comité Unión Demócrata Independiente no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

VARIABILIDAD TRIBUTARIA, CREACIÓN DE INSTITUCIONES

 Y CRECIMIENTO ECONÓMICO. OFICIOS

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, ayer, durante la discusión del proyecto que establece transitoriamente una cuota de depreciación acelerada, planteé lo relativo a los aumentos experimentados por los impuestos en  el país. Quiero agregar algunos antecedentes que, por falta de tiempo, no alcancé a dar a conocer entonces.



El año pasado, solicité a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe   -que tengo en mi poder- acerca de la variación registrada por los impuestos desde 1990 hasta el año pasado, la creación de instituciones públicas y la transferencia de fondos fiscales al sector privado. 



Respecto de los impuestos, pedí detalles sobre los de mayor recaudación: los de la renta de empresas y de personas naturales y los que gravan el consumo.



Según dicho documento, entre las principales modificaciones efectuadas en la estructura tributaria, el IVA ha ido adquiriendo paulatinamente mayor importancia, seguido por los impuestos a la renta y los específicos.



La recaudación por impuesto a la renta, que en 1995 significaba  22,7 por ciento del total, en 2003 llegó a 27,1 y en 2004, a 25,7.





La del impuesto al valor agregado subió de 48,4 a 51,5 por ciento entre 1995 y 2004. No se registra la cifra de 1990.



La de los impuestos a productos específicos aumentó de 10,8 por ciento en 1995 a 12,2 en 2004.



La de los impuestos a los actos jurídicos, en particular el de timbres y estampillas, se incrementó de 3,5 por ciento en 1995 a  4,4 en 2004.



La de los impuestos al comercio exterior -vale decir, los aranceles que establece el país, que son los únicos que han bajado en el sistema-, disminuyó de 12,2 en 1995 a menos de 3 por ciento en 2004. Y creo que ha seguido bajando.



Y la de otros impuestos menores ha evolucionado entre 2,4 y 3,4 por ciento desde 1995 a 2004.



La tributación directa considera impuestos a las utilidades de las empresas (primera categoría), impuestos a las personas naturales (segunda categoría y global complementario) e impuestos a los no residentes (adicional).



Los impuestos indirectos se aplican a las ventas y servicios. El IVA grava las bebidas alcohólicas y productos similares, importaciones, productos suntuarios.



Los impuestos específicos gravan los tabacos, cigarrillos y combustibles.



Y en el rubro “otros impuestos” se encuentran los que afectan al comercio exterior, timbres y estampillas, juegos de azar, herencias y donaciones.



En cuanto al impuesto a la renta de primera categoría, que afecta a las empresas, a mi juicio, el incremento que ha experimentado la tasa explica en parte las dificultades por las que atraviesan las pymes, pues subió de 10 a 17 por ciento entre 1991 y 2004. Y ha continuado aumentando.



El impuesto a la renta de las personas (segunda categoría y global complementario) tiene una renta exenta. En 2003 el tramo exento de impuestos se incrementó en 35 por ciento; pero desde 1989 hasta esa fecha la economía y el ingreso per cápita subieron mucho más. Así que, en términos reales, el impuesto ha aumentado.



La tasa marginal máxima, en cambio, que se había elevado y llegó a estar en 50 por ciento, bajó a 45 por ciento, y luego, en distintos tramos, quedó entre 45 y 40 por ciento.



En lo referente a los impuestos al consumo, en el Gobierno militar el IVA llegó a tener una tasa de 14 por ciento, la más baja registrada. En casi todos los países vecinos es de 12,5 por ciento, salvo en Argentina, que es de 21 por ciento. Pero nosotros la subimos de 14 a 16 por ciento en 1990. En esa época se planteó que tal incremento sería transitorio; sin embargo, ese mismo año aumentó de 16 a 18 por ciento. Se mantuvo así, y finalmente, el 2003 subió a 19 por ciento.



Creo que el impuesto al valor agregado ha afectado la actividad de las pequeñas y medianas empresas y también a los consumidores; a la gente de Regiones, de zonas apartadas, y en particular a los empresarios más chicos, a quienes no llegan las economías de escala ni las economías de alcance para lograr niveles de eficiencia y eficacia en su trabajo. Ello explica las dificultades que padecen las pymes en materia de deudas tributarias, porque los impuestos han subido en buena medida y, por ende,  han aumentado sus problemas comerciales y sus deudas previsionales y comerciales.



En lo concerniente al impuesto de timbres y estampillas, que grava los actos jurídicos y al que me referí ayer someramente, en 2002 subió de 0,1 a 0,134 por ciento mensual, y el tope máximo aumentó de 1,2 a 1,6 por ciento en 1998. Después disminuyó. Pero este tributo dificulta que una pequeña y mediana empresa pase de un crédito caro a uno barato para aprovechar así la disminución de las tasas de interés, que han ido bajando en nuestra economía y están, por lo demás, muy alineadas con las tasas de interés de Estados Unidos.



Con respecto al impuesto al comercio exterior, se indica que ha bajado. 



Los impuestos territoriales son menores.



Por otra parte, en el documento en análisis figuran una serie de organismos públicos que se han creado, algunos de los cuales son pertinentes y otros no tanto. A mi juicio, esas instituciones y la creación de Regiones están pesando de manera innecesaria en la economía nacional y en especial sobre las pequeñas y medianas empresas.



Hago esta exposición porque, cada vez más, en diversos países se estudia cómo los impuestos inciden en la pobreza. Y se han tomado ya algunas decisiones, particularmente en Europa, donde se están bajando los impuestos. Pienso que nosotros, que estamos situados en un rincón del mundo, debemos ser eficientes desde el punto de vista fiscal, como también desde la perspectiva de nuestra estructura, de nuestro mercado de capitales y de todo.



Tengo aquí el listado de las ocasiones en que se ha alterado el sistema impositivo en Chile: 31 veces. Esto representa una gran dificultad para que las pequeñas y medianas empresas puedan realizar sus declaraciones de impuestos y administrar su actividad, porque en sólo 16 ó 17 años los tributos han cambiado esa cantidad de veces. 



Los impuestos deben existir -son muy importantes para diferentes cosas-, pero, a mi entender, tienen que ser relativamente bajos y sobre todo estables, para que la economía se asiente.



Como dije, hemos experimentado 31 cambios tributarios, lo que dificulta la administración de las pequeñas y medianas empresas.



Señor Presidente, expuesto ya lo que quería hacer presente, solicito que se envíen estos antecedentes -que, repito, pedí a la Biblioteca del Congreso Nacional- a los Ministerios de Hacienda y de Economía, porque ahora se está planteando rebajar muchos de los impuestos que se alzaron.



Nuestro país no está aprovechando las oportunidades que ofrecen los tratados internacionales, los que, en mi opinión, abren grandes perspectivas para que ahora exportemos productos más elaborados. Pero la gente no es capaz de reaccionar por cuanto se encuentra atada en ciertos aspectos. Y uno de ellos es el desorden tributario, la variabilidad tributaria.



Tenemos que avanzar hacia impuestos más prudentes y menos variables.



Eso es todo, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:50.




Manuel Ocaña Vergara,






   Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 9ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE ABRIL DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Asisten, además, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y de Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sexta, ordinaria, de 3 de Abril de 2.007, séptima, especial y octava, ordinaria, ambas de 4 de Abril de 2.007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Trece de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira de tramitación el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje, que establece bases para un nuevo sistema electoral (Boletín Nº 4.245-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con los diez restantes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín Nº 3.507-13).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín Nº 3.962-07).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



4) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín Nº 4.248-06).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) (Boletín Nº 4.363-03).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín Nº 4.438-07).



7) Proyecto de ley que establece beneficios para el personal del Sector Salud (Boletín Nº 4.545-11).



8) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín Nº 4.627-19).



9) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad (Boletín 4.722-06).



10) Proyecto de ley que modifica las normas relativas al subsidio familiar y a la adopción (Boletín Nº 4.812-13).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos últimos, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07).



2) Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín Nº 4.361-11).



-- Se tiene presente las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros, comunica que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, a los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Coloma, Frei, Pérez Varela y Romero, sobre construcción de un monumento en memoria de don Hernán Briones Gorostiaga (Boletín Nº 4.461-04).



2) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Longueira, señora Matthei y señores Gómez, Kuschel y Zaldívar, sobre monumento en memoria de don Miguel Kast Rist (Boletín Nº 4.654-04).



3) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Frei, Gómez, Ominami y Prokurica, sobre construcción de un monumento en memoria de don Andrónico Luksic Abaroa (Boletín Nº 4.460-04).



--Se toma conocimiento y se manda remitir los proyectos a Su Excelencia  la Presidenta de la República.



Con el cuarto, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica los plazos de liberación de fondos en el depósito de cheques y traspaso de fondos en forma electrónica (Boletín Nº 4.425-03).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Con el último, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica las normas relativas al subsidio familiar y a la adopción (Con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.812-13).



--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, envía copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad (Boletín Nº 3.504-11).



Con el segundo, remite copia autorizada de la sentencia recaída en un requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulado respecto del artículo 434 del Código Penal.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, al cual adhirieron los Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Longueira y Prokurica, referido a inversión de recursos públicos en el Fondo de Innovación Tecnológica.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, sobre antecedentes de becaria que indica.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre alza en el costo del peaje en el sector Santa Juana, en la Ruta de la Madera, VIII Región.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre pavimentación de los caminos U-605 y U-600, ambos ubicados en la comuna de Río Negro.



Con el último, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la factibilidad de construir un terminal de pasajeros en Puerto Chacabuco.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, mediante los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath: el primero, referido a las medidas adoptadas para resolver el problema de contaminación del Río Allipén y, el segundo, sobre contaminación en la Caleta Huentelauquén, en la IV Región.



Del señor Subsecretario del Trabajo, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en el que solicitó dar urgencia a la tramitación del proyecto de ley sobre acoso moral en el trabajo (Boletín Nº 4.815-13).



Del señor Tesorero General de la República, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, sobre pago de contribuciones en el período que indica.



Del señor Director de Presupuestos, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referido a la recaudación fiscal por concepto del impuesto a las bebidas alcohólicas y productos similares, correspondiente a los años 2005 y 2006.



Del señor Director Ejecutivo del Centro de Estudios Espaciales de la Universidad de Chile, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la adhesión a la Carta sobre Cooperación para el Logro del Uso Coordinado de Instalaciones Espaciales en Catástrofes Naturales o Tecnológicas.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Civil (Boletín Nº 3.934-07).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Alcance Parcial entre Chile e India y sus anexos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006 (Boletín Nº 4.171-10).



2) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo sobre los privilegios e inmunidades del Tribunal Internacional del Derecho del Mar”, adoptado el 23 de mayo de 1997 por los Estados Partes en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (Boletín Nº 4.284-10).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.922-05).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en homenaje y memoria de monseñor Francisco Valdés Subercaseaux (Boletín Nº 4.694-24).



2) Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable Senador señor Navarro, sobre monumento en honor a don Luis Emilio Recabarren (Boletín Nº 4.789-04).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica el inciso décimo del Nº 24° del artículo 19, para establecer que los requisitos y condiciones de los contratos especiales de operación sean fijados mediante un procedimiento previsto en la ley (Boletín Nº 4.965-07).



--Pasa a las Comisiones de Minería y Energía y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional sobre iniciativa legislativa en materia de negociación colectiva. (Boletín Nº 4.966-07).



--Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Pérez Varela, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, estableciendo inhabilidad para ser designado abogado integrante (Boletín Nº 4.967-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de Salud, del año 2006, en materia de alzas en los precios de los planes de salud de las Instituciones de Salud Previsional (Boletín N° 4.969-11).



--Pasa a la Comisión de Salud. 



Del Honorable Senador señor Naranjo, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 492 del Código Penal, con el fin de sancionar a quienes infringen normas laborales o disposiciones sobre protección de los trabajadores (Boletín Nº 4.971-13).



-- Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, mediante el cual solicitan que en el presupuesto del sector público del año 2008 se destinen recursos para efectuar el Primer Censo Pesquero Nacional (Boletín N° S 952-12).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria. 

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que los proyectos refundidos, en primer trámite constitucional, que se encuentran en el quinto lugar de la Tabla de hoy, esto es, la Moción de que es autor junto al Honorable Senador señor Frei, mediante la cual se modifica la sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, y aquélla de que es autora la Honorable Senadora señora Alvear, sobre cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas, correspondientes a los Boletines números 4.838-09 y 4.840-09, refundidos, sean trasladados para su discusión y votación al segundo lugar de ella.



No habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 95 del Reglamento del Senado, recabar el acuerdo unánime de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, correspondiente al Boletín Nº 4.922-05, con informe de la Comisión de Hacienda, del cual se ha dado cuenta en el día de de hoy, sea incorporado a la Tabla de esta sesión y se discuta en el tercer lugar de ella.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag y Longueira.



Consultada la opinión de la Sala, al no existir objeción, así se acuerda.

- - -



Finalmente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el asunto que se encuentra en el sexto lugar de la Tabla de hoy, esto es, el proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo sobre el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Florianópolis, correspondiente al Boletín Nº 4.173-10, sea discutido como si fuera de Fácil Despacho.



- Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.

______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados aprobatorio del “Acuerdo sobre el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Florianópolis, con informe de la Comisión de Relaciones 

Exteriores.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, conforme lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Florianópolis, correspondiente al Boletín Nº 4.173-10.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió en general y en particular a la vez este proyecto de acuerdo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, procedimiento que recomienda seguir a la Sala y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El Secretario General añade que la Comisión de Relaciones Exteriores deja constancia en su informe de las siguientes materias:



- Que interpreta el artículo 15 del Acuerdo a la luz de lo establecido en el artículo 3º del mismo instrumento, en orden a que diversas cuestiones procesales se regirán por el derecho del Estado que tiene jurisdicción para conceder el beneficio, lo que haría aplicable la norma del artículo 594 del Código Orgánico de Tribunales, esto es, que si el litigante pobre obtuviere en el juicio, será obligado a destinar una décima parte del valor líquido que resultare a su favor para el pago de los honorarios y derechos causados, y 



- Que esta iniciativa debe ser aprobada con quórum de ley orgánica constitucional.



El señor Secretario General agrega que, sin perjuicio de lo resuelto por la Comisión en cuanto al rango de aprobación de esta iniciativa, la Cámara de Diputados la aprobó en carácter de norma ordinaria o común y la Mesa estima que no posee el aludido carácter orgánico constitucional, toda vez que la prevención que hace la Comisión se refiere a que los jueces chilenos pueden solicitar a las autoridades de los otros países informaciones que les sean necesarias para fallar, lo que, según la opinión de la Mesa, está ya otorgada en las medidas para mejor resolver de nuestro ordenamiento jurídico.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO



"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo sobre el Beneficio de Litigar sin Gastos y la Asistencia Jurídica Gratuita entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile". suscrito en Florianópolis, República Federativa del Brasil, el 15 de diciembre de 2000.".”.

_________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que faculta designación de administrador provisional en establecimientos educacionales subvencionados en casos que indica, con segundo informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta designación de administrador provisional en establecimientos educacionales subvencionados en casos que indica, correspondiente al Boletín Nº 4.503-04.


Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente:



1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 6 y 7.



4.- Indicaciones rechazadas: Nºs 1, 2, 3, 4 y 5.



5.- Indicaciones retiradas: ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.



El señor Secretario General señala, finalmente, que todas las modificaciones fueron aprobadas en forma unánime, de manera que, en virtud de lo dispuesto por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide e, inmediatamente después, somete a votación las modificaciones efectuadas por la Comisión al texto aprobado en general, las que resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este proyecto. 



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 52 bis en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales:



“Artículo 52 bis.- No obstante lo indicado en los artículos precedentes, el Subsecretario de Educación podrá ordenar, mediante resolución fundada, la sustitución del sostenedor o mandatario por un administrador provisional, para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo sólo hasta el término del año laboral docente en curso.



La designación del administrador provisional procederá cuando exista riesgo de afectar la continuidad del año escolar y podrá fundarse en alguna de las siguientes causales:



a) Atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales y/o de salud del personal del establecimiento. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un periodo de seis.



b) Suspensión de los servicios básicos para el buen funcionamiento del local escolar.



c) Cuando, a consecuencia de medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros que afecten al establecimiento educacional o a su mobiliario, se haga imposible la mantención del servicio educativo.



El nombramiento deberá recaer en un funcionario del Ministerio de Educación, regirá de inmediato y permanecerá vigente durante el año laboral docente en curso.



Esta medida procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía señalada en el artículo 56.



El administrador provisional tendrá las facultades consignadas en el artículo 2132 del Código Civil, especialmente, la de percibir la subvención.



El administrador provisional deberá dar cuenta documentada de su gestión al Subsecretario de Educación dentro de los 30 días siguientes al término de sus funciones, la cual deberá ser incorporada a un registro de carácter público.”.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Mociones refundidas de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, y de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas, en primer trámite constitucional, con informe de la Comisión de Obras 

Públicas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, conforme a lo acordado por la Sala en la sesión de hoy.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, y de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas, correspondiente a los Boletines números 4.838-09 y 4.840-09, refundidos.


Agrega que la Comisión de Obras Públicas deja constancia que en virtud del acuerdo adoptado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pérez Varela y Ruiz-Esquide, refundió estas dos iniciativas, originadas en Mociones de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo y de la Honorable Senadora señora Alvear.



El señor Secretario General puntualiza que la Comisión de Obras Públicas discutió este proyecto solamente en general, conforme lo dispone el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pérez Varela, Romero y Ruiz-Esquide, concordando en un texto sustitutivo y refundido de las dos mociones originales, que se consigna más adelante.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Sabag, Horvath, Pérez Varela, Vásquez y Letelier.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Horvath solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para que la Moción que presentara en relación con esta materia, que establece el término del procedimiento de cobro seguido ante los juzgados de policía local, mediante el pago de lo efectivamente adeudado, más intereses y costas, en caso que señala, correspondiente al Boletín Nº 4.826-07, que actualmente se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sea derivada a la Comisión de Obras Públicas para que sea considerada durante la discusión en particular del proyecto en trámite.



Consultada la opinión de la Sala, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 7 de mayo próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.-  Reemplázase el artículo 42 del Decreto  Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:



“Artículo 42.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa o peaje, el concesionario podrá cobrarla judicialmente. Será competente para conocer de ella, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley 18.287, el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho.



El concesionario podrá iniciar el cobro judicial de la tarifa o peaje no pagado, más los intereses, reajustes y costas, diez días después de la fecha de envío por carta certificada de la notificación del inicio del cobro judicial. A partir de esta notificación, transcurrido igual plazo, y siempre que se haya señalado expresamente en la comunicación, el dispositivo electrónico de cobro podrá ser deshabilitado por el concesionario. Esta notificación no podrá realizarse antes de vencida la segunda boleta de cobro y deberá ser efectuada al domicilio del usuario registrado en el contrato de uso del dispositivo electrónico de cobro.



Si el usuario de un camino público concesionado en que opera un sistema electrónico de cobro de peajes, circula por éste sin el dispositivo electrónico habilitado para el cobro, tendrá un plazo de sesenta días para pagar el pase diario, el cual se contará desde el día en que hizo uso de la vía concesionada. Transcurrido dicho plazo, la concesionaria podrá iniciar el cobro judicial del peaje o tarifa no pagada, más los intereses, reajustes y costas. 



En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba fotografías, videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.



Artículo 2º.- Agrégase, en el artículo 118 bis de la ley Nº 18.290,  de Tránsito, el siguiente  inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser tercero:



"No será aplicable a la infracción indicada en el inciso anterior, lo dispuesto en el artículo 208, letra b), ni lo señalado en el artículo 215.".”.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, 

con informe de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo resuelto por la Sala al inicio de esta sesión.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, correspondiente al Boletín Nº 4.922-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y en particular a la vez, conforme lo establece el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de una iniciativa de artículo único, proponiendo a la Sala seguir igual procedimiento, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, en los mismos términos en que procedió la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, Ominami y Prokurica.

- - -



Durante la intervención del Honorable Senador señor Ominami, y en razón de haber concluido su tiempo, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para extenderlo por cinco minutos más, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Sabag, Vásquez, García, Orpis y Kuschel.


Luego, el señor Presidente anuncia que ha llegado la hora de término de la Orden del Día de esta sesión, quedando tres señores Senadores inscritos para hacer uso de la palabra, por lo que queda pendiente la discusión de esta iniciativa para la sesión del día de mañana, ubicándose el proyecto en el primer lugar de la Tabla de esa sesión.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala, de acuerdo a lo establecido por el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que introduce una nueva disposición transitoria en la Constitución Política de la República, a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, correspondiente al Boletín Nº 4.946-07, no sea enviado a la Comisión de Hacienda para su discusión, como se dispuso en la Cuenta de la sesión 6ª, ordinaria, de 3 de abril pasado, y sólo sea discutido por las Comisiones de Minería y Energía y por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez.



-Queda pendiente la resolución de esta solicitud.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien efectúa igual petición a la formulada anteriormente, en el sentido de autorizar a las Comisiones de Agricultura y Medio Ambiente, unidas, a sesionar mientras lo está haciendo la Sala.



No habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de glaciares, correspondiente al Boletín Nº 4.205-12, que se encuentra en segundo trámite reglamentario en las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, sea enviado, con posterioridad, a la Comisión de Minería y Energía para su discusión.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Núñez.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Chadwick:



1) A los señores Intendente de la VI Región, Director Nacional de Vialidad y, por su intermedio, al Director Regional de mismo servicio en esa Región, solicitando información en relación con la pavimentación de las calles Santa Eugenia, Arturo Prat y La Carlina, en la comuna de Chimbarongo, las razones por las cuales aun no se ha ejecutado esa obra y las posibilidades que se concrete durante este año.



2) Al señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, solicitando el retiro de cuatro vagones que se encuentran abandonados en las líneas férreas de la ciudad de San Fernando.



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Gerente General de la Empresa Aguas Araucanía S.A., requiriendo información acerca del proyecto de instalación de una Planta de Tratamiento de Aguas Servidas en la comuna de Lonquimay.



- Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Ministro de Hacienda, requiriendo que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que elimine el impuesto de timbres y estampillas respecto de los créditos hipotecarios otorgados para la compra de inmuebles nuevos, destinados a casa habitación y cuyo valor no exceda de las 1.600 Unidades de Fomento.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que informe el estado de ejecución en el cual se encuentra la construcción de las defensas ribereñas frente a la Población Florencia, en la comuna de Temuco y requiriendo el envío de la copia del Contrato de Construcción de la Segunda Pista y Rehabilitación de la actual pista del Aeropuerto “Arturo Merino Benítez”.



- Del Honorable Senador señor Larraín:



1) Al señor Ministro de Hacienda, requiriendo información acerca de los costos del Transantiago y, en especial, de los montos involucrados en su instalación, en la postergación de su puesta en marcha y en las medidas correctivas adoptadas desde el 10 de febrero hasta la fecha que se emitió el informe de esa Cartera de Estado, y la estimación de los ingresos de operación y costos que representa para el Fisco, indicando las partidas presupuestarias utilizadas para financiar estos gastos y su autorización presupuestaria.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que informe el estado en cual se encuentra la ejecución de las siguientes obras en construcción en la comuna de Retiro, VII Región:



i) Mejoramiento del camino de la Red Secundaria Rol L-665 Ajial-Santa Delfina, y 



ii) Condiciones bajo las cuales se modificó el proyecto original de pavimentación de accesos norte y sur a esa Comuna, que consultaba la pavimentación asfáltica de calzada y berma.



3) Al señor Ministro de Agricultura, solicitando información acerca de las bonificaciones destinada al fomento forestal en el período 2007.



4) A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, requiriendo información acerca los costos que ha significado para los vecinos del sector de Melozal, comuna de San Javier, la instalación de la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas, Alcantarillado y Agua Potable, indicando el organismo encargado de realizar el cobro.



Del Honorable Senador señor Romero:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca de diversos aspectos relacionados con el proyecto de conservación de la red básica “Eje Vial Avenida Santa Teresa y Calle Larga”, en la provincia de Los Andes.



2) Al señor Intendente de la V Región, solicitando información acerca de diferentes materias relativas a la mantención de los caminos rurales en la Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere a la prórroga de los beneficios para el incentivo de la inversión, en especial, los que se contemplan en el decreto ley Nº 889 y en el decreto con fuerza de ley Nº 15 y, especialmente, una norma vinculada con el crédito tributario contemplada en la denominada “Ley Arica” y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda con el objeto de que se prorroguen estos beneficios.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable Senador señor Orpis, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los atentados sufridos recientemente por los helicópteros de la Forestal Mininco en el sector de Lleu Lleu, Octava Región, manifestando su repudio ante estos hechos y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor General Director de Carabineros de Chile y a la señora Intendenta de la VIII Región, para que proporcionen a esta Corporación la información de que dispongan sobre lo ocurrido el pasado fin de semana.



A continuación, el señor Senador se refiere al homenaje efectuado en la ciudad de Calama al héroe boliviano de la Guerra del Pacífico, Eduardo Abaroa Hidalgo, ceremonia encabezada por más altas autoridades civiles y militares de Chile y Bolivia, como parte de un esfuerzo bilateral por construir gestos que faciliten el restablecimiento de las relaciones diplomáticas entre ambos países y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia el señor Presidente del Congreso Nacional de Bolivia adjuntando copia de su intervención.



Luego, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a diversas materias relacionadas con el transporte público y solicita dirigir oficio, en su nombre, a las siguientes autoridades en relación con las materias que en cada caso se detallan: 



1) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y, por su intermedio, al señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Seguridad del Tránsito, para que informe del número de accidentes ocurridos desde la puesta en marcha del Transantiago - el 10 de febrero recién pasado - a la fecha.



2) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que respalde la iniciativa legal que tiene por objeto prohibir el estacionamiento de vehículos en calles con alta congestión, que prontamente presentará a tramitación legislativa.



3) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que considere la participación ciudadana en las modificaciones que se van a efectuar al Transantiago.



4) Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, para que informe si las entidades que se encuentran bajo su supervigilancia están autorizados legalmente para participar en los procesos de licitación y operación del transporte público.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable Senador señor Navarro , de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, el Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, Partido Por la Democracia e Independiente, el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente  y el Comité Partido Demócrata Cristiano.

- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 10ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 11 DE ABRIL DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona, de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y la señora Ministra de Planificación, doña Clarisa Hardy Raskovan.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones sexta, ordinaria, de 3 de Abril de 2.007, séptima, especial y octava, ordinaria, ambas de 4 de Abril de 2.007, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Del señor Comandante en Jefe del Ejército, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las obras que garantizan la continuidad terrestre entre Río Negro-Hornopirén y Chaitén.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, por el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Ávila, relativo a gastos de alcaldes y concejales por concepto de viajes y viáticos.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Moción



De los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, que introduce diversas adecuaciones al Código de Procedimiento Civil (Boletín N° 4.979-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 

Declaración de Inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que incrementa los días de pago del subsidio por incapacidad laboral.



--Se declara inadmisible por tratarse de una iniciativa legislativa cuya iniciativa corresponde a Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, toda vez que irroga un mayor gasto fiscal, lo que incide en la administración presupuestaria del Estado. 

Proyecto de Acuerdo



De diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual solicitan al Gobierno manifestar, ante la Organización de Estados Americanos (O.E.A), su preocupación por la situación que afecta a “Radio Caracas Televisión”, de Venezuela (Boletín N° S 953-12).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria. 

Solicitud



Del señor Carlos Humeres Paredes, mediante la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (Boletín N° S 954-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Comunicación 



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, por la cual informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.



-- Se toma conocimiento.

Permiso Constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Pizarro, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país, a contar del día 11 de abril del presente año.



-- Si le parece a la Sala, se otorgaría el permiso solicitado.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien  solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidencia de la República a fin de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa el proyecto de ley que incrementa los días de pago del subsidio por incapacidad laboral, que fue declarado inadmisible por tratarse de una iniciativa legislativa cuya iniciativa corresponde a Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, toda vez que irroga un mayor gasto fiscal, lo que incide en la administración presupuestaria del Estado.



No habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Romero, quien, en primer término, solicita recabar el acuerdo de la Sala para extender el plazo de la Comisión Especial relativa a Misiones de Paz para evacuar su informe, hasta el día 15 de mayo próximo.



Consultada la opinión de la Sala, al no existir objeción, así se acuerda.



Inmediatamente después, el Honorable Senador señor Romero solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de acuerdo que se ha dado cuenta en la sesión de hoy, mediante el cual diversos señores Senadores solicitan al Gobierno manifestar, ante la Organización de Estados Americanos (O.E.A), su preocupación por la situación que afecta a “Radio Caracas Televisión”, de Venezuela, correspondiente al Boletín N° S 953-12, sea incluido en el Tiempo de Votaciones de esta sesión.



No habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para que se coloquen en discusión, en el tiempo asignado a la Hora de Incidentes de la próxima sesión o de las siguientes, los informes evacuados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología acerca de la violencia intraescolar, el alza de los aranceles universitarios y la influencia de la televisión en la Educación, de los cuales se dio cuenta en la sesión 3ª, ordinaria, de 14 de marzo de 2007.



- El señor Presidente señala que ese asunto se tratará en la reunión de Comités del próximo martes 17 de abril.

- - -



Finalmente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien reitera la petición efectuada en la sesión de ayer, en el sentido de que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que introduce una nueva disposición transitoria en la Constitución Política de la República, a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, correspondiente al Boletín Nº 4.946-07, no sea enviado a la Comisión de Hacienda para su discusión, como se dispuso en la Cuenta de la sesión 6ª, ordinaria, de 3 de abril pasado, y sólo sea discutido por las Comisiones de Minería y Energía y por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



- El señor Presidente anuncia que esta solicitud será votada al final del Orden del Día de esta sesión.
______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, 

con informe de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, cuya discusión en general quedó pendiente en la sesión 9ª, ordinaria, celebrada el día de ayer.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, correspondiente al Boletín Nº 4.922-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”. Los antecedentes de esta iniciativa se consignan en el acta de la sesión 9ª, ordinaria, de 10 de abril de 2007.

- - -



Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Navarro, Longueira, Gazmuri, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Ávila y Sabag.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Sabag, de conformidad a lo establecido en el número 7º del artículo 131 del Reglamento del Senado, formula indicación para que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para un nuevo informe.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ominami, Larraín, Bianchi, Zaldívar, Coloma, Núñez, Navarro y Muñoz Aburto, al señor Ministro de Hacienda y al Honorable Senador señor Gómez.



A continuación, el señor Presidente somete a votación la indicación formulada por el Honorable Senador señor Sabag para que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para un nuevo primer informe, produciéndose el siguiente resultado: por su aprobación 13 votos, por su rechazo 13 votos y dos abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi y Zaldívar.



El señor Secretario General anuncia que las abstenciones influyen en el resultado de la votación por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, corresponde que ella sea repetida.



Repetida la votación, la indicación es rechazada por 16 votos contra 13 y una abstención.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión para esta iniciativa.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Gazmuri, Sabag, Prokurica y Longueira, señora Matthei y señor Romero.



Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señores Prokurica y Longueira solicitan al señor Presidente que consulte al señor Secretario General, en su calidad de ministro de fe, y para los efectos de determinar si procede reglamentariamente la petición de segunda discusión que se ha formulado, si se ha cerrado el debate y puesto en votación el proyecto.



Sobre el particular, el señor Secretario General señala que la Sala votó, hace un instante, la indicación formulada por el Honorable Senador señor Sabag para que el proyecto volviera a la Comisión de Hacienda para un nuevo primer informe y que el señor Presidente no ha cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, la petición efectuada por el Comité Partido Socialista es pertinente. 



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Romero hace presente que este proyecto tiene urgencia calificada de “suma”, por lo que la solicitud de segunda discusión que se ha formulado contravendría lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129 del citado Reglamento.



En relación con este punto, el señor Secretario General informa a la Sala que en estos momentos ha llegado a la Mesa el Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cuan retira la suma urgencia de esta iniciativa.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, el proyecto queda para segunda discusión.

____________

Proyecto de acuerdo, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que modifica el Reglamento del Personal del Senado, en lo relativo al sistema de calificaciones y retiro de funcionarios, con informe de la Comisión de 

Régimen Interior.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, que modifica el Reglamento del Personal del Senado, en lo relativo al sistema de calificaciones y retiro de funcionarios, correspondiente al Boletín Nº S 933-09.



Añade que la Comisión de Régimen Interior aprobó en general y en particular este proyecto de acuerdo, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Arancibia, Frei, Naranjo, Romero y Sabag, y propone a la Sala aprobar el texto que mas adelante se indica.



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, ningún señor Senador  hace uso de la palabra. 



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes. 


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO:



Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Reglamento del Personal del Senado:


1.- En el artículo 39, inciso segundo, letra b), sustitúyese el punto final (.) por una coma (,), y agrégase a continuación lo que sigue: "así como la colaboración eficaz del funcionario cuando se requiere su participación en conjunto con otras; personas. En el caso de quienes desempeñan funciones de jefatura, este rubro mide también la capacidad para planificar, dirigir y controlar el trabajo de su unidad.".


2.- En el artículo 40, inciso segundo, suprímese la letra c).



3.- Modifícase el artículo 44 del siguiente modo:


a) Reemplázase, en su letra a), la frase "37 o más puntos" por "44 o más puntos".


b) Sustitúyese, en la letra b), la frase "menos de 37 puntos y más de 29", por la siguiente: "menos de 44 puntos y más de 32".


c) Reemplázase, en su letra c), la frase "hasta 29 puntos y más de 21" por "hasta 32 puntos y más de 24".


d) Sustitúyese, en su letra d), la frase "21 puntos o menos", por la que sigue: "24 puntos o menos".


4.- En el artículo 82, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


"La renuncia de los funcionarios que hayan cumplido treinta años de servicios computables, de los cuales veinte sean de servicios efectivos en el Senado, cualquiera sea la categoría en que se encuentren, será considerada como no voluntaria para todo efecto legal.".
______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero y Horvath, en primer trámite constitucional, que regula honores públicos a los grandes servidores, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula honores públicos a los grandes servidores, correspondiente al Boletín Nº 2.244-04.


Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió esta iniciativa en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión 52ª, ordinaria, del 12 de Septiembre de 2.006 y le dio aprobación a la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, teniendo en consideración la indicación sustitutiva presentada por el Honorable Senador señor Cantero. Añade que, con idéntica votación, aprobó este proyecto en particular.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que los artículos 7º y 8º del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo disponen los artículos 113 y 118 de la Constitución Política de la República, ya que modifican el artículo 16 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y el artículo 63 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, respectivamente, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66  de la Carta Fundamental.



A continuación, el señor Presidente hace presente a la Sala que la Mesa es de opinión que los artículos 6º, 7º y 8º de este proyecto, que corresponden, junto a los demás artículos, a la indicación sustitutiva formulada por el Honorable Senador señor Cantero, son inadmisibles, ya que al establecerse nuevas atribuciones de servicios públicos, regula una materia que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, por lo que sugiere a la Sala enviar un oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República a fin de que estudie la posibilidad de presentar un Mensaje que considere esas materias.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien deja constancia que la anterior declaración de inadmisibilidad formulada por la Mesa es en relación con la indicación presentada a  esta iniciativa y no respecto del proyecto en si mismo, ya que la facultad que ella posee para declarar la inadmisibilidad de una iniciativa precluye al momento de dar cuenta de él, lo que no ocurrió en la especie.



Consultada la opinión de la Sala en cuanto a enviar el oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.



Queda pendiente la discusión de este proyecto.

________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Civil, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Civil, correspondiente al Boletín Nº 3.934-07.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió en general y en particular a la vez esta iniciativa, por tratarse de aquéllas de artículo único, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Gómez y Larraín.



El señor Secretario General agrega que en cuanto a la discusión en particular, la unanimidad de la Comisión efectuó las siguientes modificaciones al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único 

Letra b) 



- Agregar, entre las expresiones “de entre los peritos” y “que figuren en las listas”, las palabras “de la especialidad requerida”.

Letra c) 



- Reemplazar el inciso tercero, por el siguiente: 



“Para formar las listas, cada Corte de Apelaciones convocará a concurso público, al que podrán postular quienes posean y acrediten conocimientos especiales de alguna ciencia, arte o especialidad, para lo cual tendrán especialmente en cuenta la vinculación de los candidatos con la docencia y la investigación universitarias. El procedimiento para los concursos, su publicidad y la formación de las nóminas de peritos serán regulados mediante un Auto Acordado de la Corte Suprema, que se publicará en el Diario Oficial.”.



- Suprimir el inciso cuarto. 

Letra d) 



- Insertar en el ordinal 10° contenido en esta letra, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “cuasidelito”, la siguiente frase: “de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 del Código Procesal Penal y”.

Artículo transitorio 



- Sustituirlo por el que sigue: 



“Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 416 del Código de Procedimiento Civil entrará en vigencia una vez que se publiquen en el Diario Oficial los listados definitivos de peritos a que se refiere el artículo 416 bis del mismo Código. Para tales efectos, el Auto Acordado a que se refiere este último precepto deberá publicarse dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Las Cortes de Apelaciones enviarán las nóminas correspondientes a la Corte Suprema, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de dicho Auto Acordado.”. 



El señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda, conociendo de las disposiciones de su competencia, les dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Finalmente, hace presente que la letra c) del artículo único y el artículo transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, al reponer una atribución para que las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema confeccionen listados de peritos judiciales, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes, dejándose constancia que se encontraban presentes 24 señores Senadores, de 37 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

"PROYECTO DE LEY: 



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil: 



a) Modifícase el artículo 320 en el siguiente sentido: 



1.- Sustitúyese en el inciso primero la frase “Dentro de los cinco días siguientes a la última modificación de la resolución a que se refiere el artículo 318”, por la siguiente: “Desde la primera notificación de la resolución a que se refiere el artículo 318, y hasta el quinto día de la última,”. 



2.- Agrégase el siguiente inciso tercero: 



“Si habiéndose pedido reposición ya se hubiere presentado lista de testigos y minuta de puntos por alguna de las partes, no será necesario presentar nuevas lista ni minuta, salvo que, como consecuencia de haberse acogido el recurso, la parte que las presenta estime pertinente modificarlas.”.



b) Sustitúyese el artículo 416 por el siguiente: 



“Artículo 416.- Cuando el nombramiento se haga por el tribunal, lo hará de entre los peritos de la especialidad requerida que figuren en las listas a que se refiere el artículo siguiente y la designación se pondrá en conocimiento de las partes para que dentro de tercero día deduzcan oposición, si tienen alguna incapacidad legal que reclamar contra el nombrado. Vencido este plazo sin que se formule oposición, se entenderá aceptado el nombramiento.”. 



c) Agrégase el siguiente artículo 416 bis: 



“Artículo 416 bis.- Las listas de peritos indicadas en el artículo precedente serán propuestas cada dos años por la Corte de Apelaciones respectiva, previa determinación del número de peritos que en su concepto deban figurar en cada especialidad. 



En el mes de octubre del final del bienio correspondiente, se elevarán estas nóminas a la Corte Suprema, la cual formará las definitivas, pudiendo suprimir o agregar nombres sin expresar causa. 



Para formar las listas, cada Corte de Apelaciones convocará a concurso público, al que podrán postular quienes posean y acrediten conocimientos especiales de alguna ciencia, arte o especialidad, para lo cual tendrán especialmente en cuenta la vinculación de los candidatos con la docencia y la investigación universitarias. El procedimiento para los concursos, su publicidad y la formación de las nóminas de peritos serán regulados mediante un Auto Acordado de la Corte Suprema, que se publicará en el Diario Oficial.”.  



d) Agrégase en el inciso segundo del artículo 680, el siguiente número: 



“10º. A los juicios en que se deduzcan las acciones civiles derivadas de un delito o cuasidelito, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 del Código Procesal Penal y siempre que exista sentencia penal condenatoria ejecutoriada.”. 



Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 416 del Código de Procedimiento Civil entrará en vigencia una vez que se publiquen en el Diario Oficial los listados definitivos de peritos a que se refiere el artículo 416 bis del mismo Código. Para tales efectos, el Auto Acordado a que se refiere este último precepto deberá publicarse dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Las Cortes de Apelaciones enviarán las nóminas correspondientes a la Corte Suprema, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de dicho Auto Acordado.”.
_______________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo de Alcance Parcial entre Chile e India y sus anexos, sucrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006, con informes de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de Alcance Parcial entre Chile e India y sus anexos, sucrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006, correspondiente al Boletín Nº 4.171-10.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió en general y en particular a la vez este proyecto de acuerdo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, procedimiento que recomienda seguir a la Sala y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General añade que igual determinación adoptó la Comisión de Hacienda, con el voto conforme de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, ratificando el texto aprobado por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Chile y la República de India", suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006.".

_____________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades del Tribunal Internacional del Derecho del Mar”, adoptado en Nueva York por los Estados Partes en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, con informes de la Comisión de 

Relaciones Exteriores y de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, adoptado en Nueva York por los Estados Partes en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, correspondiente al Boletín Nº 4.284-10.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió en general y en particular a la vez este proyecto de acuerdo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, procedimiento que recomienda seguir a la Sala y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores Coloma, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. 



El señor Secretario General añade que la Comisión de Hacienda aprobó esta iniciativa, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo sobre los privilegios e inmunidades del Tribunal Internacional del Derecho del Mar",  adoptado el 23 de mayo de 1997 por los Estados Partes en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.".

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que autoriza erigir un monumento en homenaje y memoria de Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux, con informe de la Comisión 

de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en homenaje y memoria de Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux, correspondiente al Boletín Nº 4.694-04.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación y le dio aprobación a la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



A continuación, el señor Presidente, antes de ofrecer la palabra respecto de esta iniciativa, señala que correspondería discutirla y votarla en general y, en caso de ser aprobada, fijar un plazo para formular indicaciones.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Cantero.

- - -



El señor Presidente, en atención a las opiniones manifestadas en la Sala, pone este proyecto en discusión en general y en particular a la vez, y ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra.



Sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Autorízanse erigir un monumento en el camino internacional Ruta S-199 Freire-Villarrica-Mamuil Malal, "Camino Internacional Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux", y otro en la ciudad de Osorno, en memoria de Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux.



Artículo 2º.- Las obras se financiarán por erogaciones populares, obtenidas mediante la realización de colectas públicas, las que se efectuarán en las fechas y lugares que determine la comisión especial que se crea para los efectos de esta ley, como también por medio de donaciones y otros aportes privados.



Artículo 3º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.



Artículo 4º.- Créase una comisión especial de trece miembros ad honórem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:



a) Dos senadores y dos Diputados nominados por sus respectivas Cámaras;



b) El Alcalde de la Municipalidad de Freire;



c)El Alcalde de la Municipalidad de Villarrica;



d) El Alcalde de la Municipalidad de Pucón;



e) El Alcalde de la Municipalidad de Curarrehue;



f) El Alcalde de la Municipalidad de Osorno;



g) Un representante del Ministerio de Obras Públicas;



h) El Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales;



i) Un representante de la Congregación Capuchina, y



j) Un representante de la Fundación Francisco Valdés Subercaseaux.



El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.



Artículo 5º.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:



a) Determinar la fecha, la forma y los lugares en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.



b) Administrar el fondo creado en el artículo 3º.



c) Llamar a concursos públicos de proyectos y para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos.



d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo.



Artículo 6º.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a lo que la comisión especial determine.”.

_______________

Proyecto de ley iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, sobre monumento en honor a don Luis Emilio Recabarren, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre monumento en honor a don Luis Emilio Recabarren, correspondiente al Boletín Nº 4.789-04.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación y le dio aprobación a la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Núñez, quienes proponen que se recabe el acuerdo de la Sala para seguir el mismo procedimiento utilizado con el anterior proyecto de ley, es decir, que esta iniciativa sea discutida y sometida a votación en general y en particular a la vez.



Consultada la opinión de la Sala, se accede a lo solicitado, quedando aprobado el proyecto en general y en particular con el voto en contra del Honorable Senador señor Kuschel.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY



“Artículo 1.- Autorízase erigir un monumento en la ciudad de Santiago, en honor a don Luis Emilio Recabarren.



Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados.



Las colectas públicas a que alude el inciso anterior se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se creará para el efecto, en coordinación con las Intendencias Regionales.



Artículo 3°.- Créase, en la Región Metropolitana, un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en artículo precedente.



Artículo 4°.- Créase, en la Región Metropolitana, una comisión especial, integrada por miembros ad honórem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:



- Los Senadores de la Región Metropolitana.



- Un representante del Capítulo Metropolitano de la Asociación Chilena de Municipalidades. 



- Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales. 



- Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile. 



- Un representante del Partido Comunista de Chile. 



- Un representante de la CUT.



La Comisión elegirá un presidente de entre sus miembros; funcionará en la ciudad de Santiago, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.



Artículo 5°.- La comisión tendrá las siguientes funciones:



a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2°, así como realizar las gestiones pertinentes para su concreción;



b) Determinar las ubicaciones del monumento, en coordinación con el Capítulo Metropolitano de la Asociación Chilena de Municipalidades y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar sus construcciones, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales;



c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo; 



d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y 



e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.



Artículo 6°.- Si una vez construido el monumento y santuario quedaran excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión determine.”.

____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Helmut Frenz, con informe de la Comisión de 

Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Frei y Naranjo, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Helmut Frenz, correspondiente al Boletín Nº 4.493-07.



Añade que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, discutió este proyecto  en general y en particular a la vez, por tratarse de aquellos de artículo único, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Avila, Naranjo y Sabag, sugiriendo a la Sala seguir igual procedimiento. 

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien, autorizado por el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.



Queda para segunda discusión este proyecto.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las normas relativas al subsidio familiar y a la adopción, correspondiente al Boletín Nº 4.812-13, una vez que sea despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sea discutido por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, unidas, en vez de que estas dos Comisiones conozcan de esta iniciativa separadamente.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.



El proyecto será conocido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, posteriormente, por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, unidas.
- - -



En seguida, el señor Presidente informa a la Sala que corresponde pronunciarse respecto de la solicitud formulada por el Honorable Senador señor Núñez, en cuanto a que el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que introduce una nueva disposición transitoria en la Constitución Política de la República, a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional, correspondiente al Boletín Nº 4.946-07, no sea enviado a la Comisión de Hacienda para su discusión, como se dispuso en la Cuenta de la sesión 6ª, ordinaria, de 3 de abril pasado, y sólo sea discutido por las Comisiones de Minería y Energía y por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores  Núñez, Orpis y Longueira.



Luego, el señor Presidente somete a votación esta solicitud, la que resulta aprobada por 18 votos a favor, 4 en contra y una abstención.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand, García, Kuschel y Romero.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Frei.



El proyecto será discutido, en un primer informe, por las Comisiones de Minería y Energía y por  la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, mediante el cual solicitan al señor Ministro de Economía que en el presupuesto del sector público del año 2008 se destine recursos 

para efectuar el Primer Censo Pesquero Nacional.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, correspondiente al Boletín Nº S 952-12, es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que hacer de Chile una potencia alimentaria mundial constituye el nuevo paradigma de desarrollo del sector agropecuario y pesquero chileno. Dicha transformación es posible gracias a la intensificación de la estrategia de suscripción de acuerdos comerciales; el impulso de una política agraria y pesquera renovada y dinamizadora; los efectos de una alianza público-privada constructiva, y la capacidad del sector productor y exportador de interpretar tempranamente este nuevo contexto de globalización;
2. Que la estrategia de desarrollo que implica materializar este nuevo paradigma, de acceder a un lugar de vanguardia entre las más importantes naciones exportadoras de productos agropecuarios y pesqueros del mundo, implica desplazar el eje central del desarrollo agro-pesquero exportador a un estado de desarrollo de ventajas competitivas basadas en productos de alto valor, diferenciados por calidad, que incorporen las exigencias impuestas por los países desarrollados, contribuyendo a incorporar el concepto de calidad e inocuidad alimentaria en los mercados;
3. Que, en ese contexto, se conformó el Consejo Asesor "Chile Potencia Alimentaria", que cuenta entre sus integrantes del sector público a representantes del Ministerio de Agricultura, incluyendo a ODEPA, INDAP y el SAG; la Subsecretaría General de la Presidencia; la Subsecretaría de Salud; la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería; Pro-Chile; Consejo de Rectores; CORFO; Sence; Aduanas; Fundación Chile; el Consejo de Innovación para la Competitividad, y, recientemente, la Subsecretaría de Pesca;
4. Que, a su vez, por el sector privado, integran este Consejo los representantes de Fedefruta; Asociación de Productores Avícolas de Chile; Asociación de Productores de Cerdo de Chile; Asociación de Exportadores de Chile; Asociación de Plantas Faenadoras Frigoríficas de Carne; Asociación de Empresas de Alimentos de Chile; Asociación de Exportadores de Productos Lácteos; Asociación de Productores de Aceite de Oliva; Asociación de la Industria del Salmón de Chile; Asociación de Productores de Vinos Finos de Exportación; Asociación de Viñas de Chile; Sociedad Nacional de Pesca; Sociedad Nacional de Agricultura; Consorcio Agrícola del Sur; Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile; Confederación Nacional La Voz del Campo, y Corporación "5 al Día";
5. Que, en relación con el sector agropecuario, el Ministerio de Agricultura y el INE han anunciado la realización del VII Censo Nacional Agropecuario y Forestal, cuyo objetivo general es entregar información detallada y confiable para la elaboración de las cuentas del sector agrícola, para el análisis, toma de decisiones y preparación de programas y proyectos de las distintas instituciones, organismos públicos y privados y agentes económicos vinculados a la actividad agrícola;
6. Que, igualmente, este Censo busca permitir a organizaciones internacionales integrar información sobre la situación de la agricultura y de la alimentación de Chile, de acuerdo con las indicaciones de la FAO, por medio de la Ronda Censo Agropecuario Mundial 2010, que comprende los años 2006 a 2015;
7. Que dentro de los objetivos específicos del Censo se cuentan: actualizar la información sobre el universo de explotaciones que sustentan la producción nacional agropecuaria y forestal, separadas según Región, provincia y comuna, especificando número y superficie; constituir el punto de partida de un nuevo ciclo de producción de estadísticas agropecuarias, en la medida que sus resultados permitan actualizar el marco muestral que será utilizado en la producción de las estadísticas agrícolas continuas, hasta el levantamiento del próximo censo, y recoger información que caracterice a las explotaciones agropecuarias y forestales en el año agrícola 2006-2007, en lo que respecta a resultados operacionales, capacidad productiva, superficie sembrada, producción y rendimiento de cultivos anuales;
8. Que, entre los beneficios que se derivarán del Censo Agropecuario y Forestal, está el de disponer de datos completos y confiables para analizar y mejorar las políticas, programas y proyectos para el desarrollo de la agricultura. Esto reforzará la competitividad del agro chileno, tanto en el mercado interno, cuanto en el externo. La información estadística es pública, por lo tanto, los resultados del Censo estarán a disposición de todos los que la soliciten. Los agricultores, individualmente o por medio de sus organizaciones, dispondrán de una herramienta para analizar la situación del sector, mejorar aquellos aspectos en que adviertan debilidades y orientar sus inversiones productivas;
9. Que, por otra parte, el Instituto Forestal ha informado que se desarrolla con éxito el Censo Forestal 2007, precisando, además, que ya se ha encuestado a un importante porcentaje de la industria forestal del país, recalcando la importancia que esta iniciativa tiene para el sector forestal chileno. Mediante este trabajo INFOR busca determinar los cambios estructurales en producción, fuerza laboral, servicios, consumo y tecnología, entre otros rubros, que se han producido en la industria forestal chilena desde el último censo realizado el año 1990, y
10. Que en otros países de la región, como Argentina, Perú, Ecuador, Venezuela y México, sea en el marco de censos nacionales económicos o censos específicos, se desarrollan censos pesqueros, llevados a cabo por los ministerios de economía y los institutos de investigación pesquera, en conjunto con los organismos encargados de la elaboración y actualización de la estadística nacional.


El Senado acuerda:



Solicitar a Usía, dado que tanto la Subsecretaría de Pesca, cuanto el Instituto Nacional de Estadísticas, dependen del Ministerio a su cargo, considerar la posibilidad de destinar recursos, a partir del Presupuesto del Sector Público de 2008, para el diseño, implementación y aplicación del Primer Censo Pesquero Nacional, que permita tener información pública actualizada sobre la realidad de ese importante sector de la economía, atendido el rol que le cabe en la política que busca convertir a Chile en potencia alimentaria, en las exportaciones, en el consumo humano y en la definición de políticas sectoriales nacionales.”.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien efectúa una consulta reglamentaria.



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor, 10 en contra y una abstención. 



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Frei, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami y Ruiz-Esquide.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Coloma, García, Kuschel, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Romero.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores mediante el cual solicitan al Gobierno manifestar, ante la Organización de Estados Americanos (O.E.A), su preocupación por la situación que afecta a “Radio Caracas 

Televisión”, de Venezuela.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia, de acuerdo lo resuelto por la Sala al inicio de esta sesión.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Coloma, Frei, García, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Pizarro y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 953-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que desde hace varios meses el Presidente de la República de Venezuela, señor Hugo Chávez, ha venido anunciando a través de diversos medios que no renovará la actual concesión de la estación televisiva “Radio Caracas Televisión”, conocida también como RCTV, la cual expiró el 27 de marzo del presente año, por mantener una línea editorial distinta a su pensamiento;

2. Que el Presidente señor Hugo Chávez justifica la medida en el supuesto rol golpista que habría jugado RCTV, en circunstancias que no existe ninguna denuncia ni menos sentencia judicial que avale esa tesis, como tampoco existe ninguna sanción a RCTV que impida la renovación de su concesión, según lo previsto en la legislación venezolana;

3. Que la negativa para renovar la concesión de una estación de televisión o radioemisora, que cumple con las regulaciones legales en materia de telecomunicaciones, constituye una trasgresión a la libertad de pensamiento y expresión, lo cual está prohibido por el artículo 13 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, suscrita y ratificada por nuestro país;

4. Que, en efecto, dicha disposición establece que “no se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones”;

5. Que, por su parte, la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión, suscrita por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, señala en su artículo 13 que “la utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atentan contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos por ley. Los medios de comunicación tienen derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la libertad de expresión.”;

6. Que, al tenor de estas claras disposiciones, que también fueron suscritas y ratificadas por el Gobierno de la República de Venezuela, en los años 1969 y 1977, respectivamente, resulta obvio que la decisión de no renovar la concesión de la estación televisiva RCTV es atentatoria de la libertad de pensamiento y expresión, y no puede ser aceptada por los Estados democráticos, en especial por los de nuestro continente que son signatarios de la citada Convención;

7. Que lo más paradojal en la decisión del actual Presidente de Venezuela es que ella atenta contra dos de los principios del ideario del Libertador Simón Bolívar, que según dicho Mandatario lo inspiran, y que señalan textualmente, el primero, que “La opinión pública es el objeto más sagrado, ella ha menester la protección de un gobierno ilustrado, que conoce que la opinión es la fuente de los más importantes acontecimientos.”, y, el segundo, que “El derecho de expresar sus pensamientos y opiniones, de palabra, por escrito o de cualquier otro modo, es el primero y más estimable bien del hombre en sociedad. La misma ley jamás podrá prohibirlo.”, y

8. Que, en tal virtud, procede que nuestro Gobierno manifieste su protesta a la Organización de Estados Americanos, por esta vulneración a la libertad de pensamiento y expresión en Venezuela.





El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia que, en nombre de nuestro país, manifieste su protesta a la Organización de Estados Americanos por la trasgresión a la libertad de pensamiento y de expresión que se pretende consumar en la República de Venezuela, al negarse a renovar la concesión de la estación de televisión “Radio Caracas Televisión” (RCTV), de dicho país, cuyo plazo expiró el 27 de marzo del presente año, por el solo hecho de mantener una línea editorial e informativa distinta al pensamiento del actual Gobierno.”.
- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor y 6 en contra. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela, Romero y Ruiz-Esquide.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Ávila, Gazmuri, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez y Ominami.


Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



Del Honorable Senador señor Cantero: 



1) Al señor Ministro de Justicia, requiriendo una respuesta a la presentación efectuada por el señor Nicasio Tapia Miranda.



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la II Región, en relación con los problemas derivados de la inexistencia de una Unidad de Cuidados Intensivos en el Hospital Regional de Calama, solicitando un informe acerca de la relación que ello tuvo con el fallecimiento de persona que indica.



3) Al señor Superintendente de Seguridad Social, en relación con los trámites que deben realizarse ante la Comisión Médica Regional para percibir una pensión de invalidez por enfermedades de origen profesional, solicitando antecedentes acerca de la situación que afecta a persona que indica.



4) Al señor Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica, requiriendo que informe los parámetros y criterios que se aplican para seleccionar un proyecto y acerca de las razones que se esgrimieron para rechazar la iniciativa que indica.



- Del Honorable Senador señor Coloma a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que informe acerca del resultado de la investigación en relación con la denuncia sobre corrupción en los laboratorios de control de calidad en la ciudad de Talca.



- Del Honorable Senador señor Horvath al señor General Director de Carabineros de Chile y a la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Pesca, solicitando que se disponga una investigación acerca de los daños provocados en los ríos destinados a la pesca deportiva por la pesca con red.



- Del Honorable Senador señor Vásquez:



1) Al señor Ministro del Interior, solicitando que informe acerca de los criterios, tanto a nivel nacional como regional, con que la Oficina Nacional de Emergencia distribuye la ayuda en las zonas afectadas por los desastres naturales, indicando, asimismo, las medidas que esa Cartera de Estado ha implementado para establecer la obligación de que en los actos y ceremonias públicas que demanden la asistencia religiosa, se contemple la presencia y bendición de pastores evangélicos junto a obispos o sacerdotes católicos.



2) A la señora Ministra de Planificación, solicitando que informe cuál es la política nacional para el establecimiento de hogares para jóvenes de las minorías étnicas, en particular, en lo que dice relación con la IX Región, a fin de otorgarles condiciones educacionales de igualdad.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la participación ciudadana y solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, para que informe acerca del monto de los recursos que, en el actual ejercicio presupuestario y en los seis anteriores, han sido destinados, ya sea en infraestructura como en financiamiento, para los programas que promuevan la integración y participación de la ciudadanía. 



A continuación, el señor Senador se refiere a los problemas de delincuencia existentes en el sistema penitenciario chileno y efectúa diversos planteamientos en relación con el actual estado de administración del mismo y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia y, por su intermedio, al señor Director de Gendarmería de Chile, requiriendo información acerca de cuál es el costo diario por recluso y, en términos generales, para que informe acerca de la situación en que se encuentran las cárceles chilenas.



Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a la asignación de  contratos a empresas que tienen litigios judiciales pendientes y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Contralor General de la República, para que informe si las distintas Secretarías de Estado pueden asignar contratos a aquellas entidades con las cuales mantienen este tipo de demandas que involucran y comprometen su patrimonio, como es el caso del Ministerio de Obras Públicas con la empresa BESALCO en la VIII Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, el Comité Partido Demócrata Cristiano y el Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, Partido Por la Democracia e Independiente.
- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
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1INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL Y LEYES COMPLEMENTARIAS EN MATERIA DE SOCIEDAD CONYUGAL O COMUNIDAD DE GANANCIALES  PARA OTORGAR A LA MUJER Y AL MARIDO IGUALES DERECHOS Y OBLIGACIONES

(1707-18)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María Antonieta Saa Díaz y señor Aníbal Pérez Lobos y de los ex Diputados señoras Fanny Pollarolo Villa, Marina Prochelle Aguilar y Romy Rebolledo Leyton y señores Ignacio Balbontín Arteaga, Tomás Jocelyn-Holt Letelier y Andrés Palma Irarrázabal.


A las sesiones en que se trató esta iniciativa, concurrieron, además de los miembros titulares de la Comisión, los Honorables Senadores señores Prokurica, Kuschel y Chadwick.


Asistieron, asimismo, la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz; su Jefe de Gabinete, señor Patricio Reinoso; el Jefe del Departamento de Reformas Legales de dicha Secretaría de Estado, señor Marco Rendón; la abogada del mismo Departamento, señorita Carolina Espinosa, y el abogado asesor del mencionado Ministerio, profesor señor Gonzalo Figueroa. Concurrió, asimismo, la abogada asesora del Ministerio de Justicia, señorita Paula Recabarren.


Participaron, especialmente invitados, los profesores señora Solange Doyharcabal y señores René Abeliuk, Hernán Corral, José Antonio Galván y Enrique Pérez.


Cabe dejar constancia que, por tratar materias comprendidas en los artículos 77 y 108 de la Constitución Política, los preceptos que a continuación se consignan tienen carácter orgánico constitucional:

· El artículo 151-6, contenido en el número 13 del artículo 1°;

· Los artículos 153-1, 153-3, 153-6 y 155-4, contemplados en el número 14 del artículo 1°;

· Los artículos 159-5 y 159-6, contenidos en el número 15 del artículo 1°;

· Los artículos 163-3, 163-4 y 163-10, contemplados en el número 16 del artículo 1°;

· El número 5 del artículo 4°, y

· El artículo 7°.


En consecuencia, la aprobación de estas disposiciones requiere del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.


Debe tenerse presente que al inicio de la tramitación del proyecto de ley en estudio, en conformidad a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, la Cámara de Diputados recabó el parecer de la Excma. Corte Suprema, en razón de que diversas disposiciones del mismo incidían en la organización y atribuciones de los tribunales.


En atención a que el proyecto despachado por la Cámara de Diputados tuvo modificaciones sustanciales en relación al texto conocido por dicha Corte y a que algunas de estas enmiendas dicen relación con las referidas atribuciones, con fecha 17 de abril de 2007 vuestra Comisión ofició nuevamente al Máximo Tribunal, recabando su parecer acerca de este nuevo texto.


Es dable señalar que con fecha 3 de abril de 2007, el Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con el carácter de “simple”.

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

I. DISPOSICIONES LEGALES RELACIONADAS CON EL TEMA EN ESTUDIO:

1.- Constitución Política de la República


Su artículo 1° establece que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Agrega que el Estado está al servicio de la persona humana y que su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que la Constitución establece.


A su vez, el numeral 2 del artículo 19 asegura a todas las personas la igualdad ante la ley, agregando que hombres y mujeres son iguales ante ella.

2.- Código Civil

El Libro Primero, De las personas, dedica sus Títulos IV y VI al matrimonio y a las obligaciones y derechos entre los cónyuges, respectivamente.


En el Libro Tercero, De la sucesión por causa de muerte y de las donaciones entre vivos, el Título XIII trata de las donaciones entre vivos.


En el Libro Cuarto, De las obligaciones en general y de los contratos, el Título XII aborda las convenciones matrimoniales y la sociedad conyugal en tanto que el Título XXII-A se refiere al régimen de participación en los gananciales.

3.- Instrumentos internacionales





Diversos tratados internacionales ratificados por Chile, tales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, obligan a los Estados partes a tomar las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos de ambos cónyuges en cuanto al matrimonio, durante la vigencia de éste y en caso de disolución, especificando el último de los instrumentos mencionados los casos en que resulta imprescindible suprimir toda discriminación.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

a) Moción de los Diputados señora María Antonieta Saa Díaz y de los ex Diputados señoras Fanny Pollarolo Villa, Marina Prochelle Aguilar y Romy Rebolledo Leyton y señores Ignacio Balbontín Arteaga, Tomás Jocelyn-Holt Letelier, Andrés Palma Irarrázabal y Aníbal Pérez Lobos


El proyecto en estudio tuvo origen en la Cámara de Diputados, en una Moción de autoría de los Parlamentarios antes mencionados. A ella adhirieron posteriormente los Diputados señora Adriana Muñoz y señores Eugenio Tuma, Rosauro Martínez y Osvaldo Palma y los ex Diputados señoras Mariana Aylwyn, Eliana Caraball, Evelyn Matthei, Lily Pérez y Marta Wörner y señores Armando Arancibia, Carlos Cantero, José Antonio Galilea, Felipe Letelier, Arturo Longton, Carlos Kuschel, Sergio Morales, Leopoldo Sánchez, Exequiel Silva y Salvador Urrutia.





Los autores de la iniciativa expresaron que el hecho de ser el marido administrador de los bienes sociales, así como de sus bienes propios y de los de su mujer cuando están casados en un régimen de sociedad conyugal, se originó en la división de roles existentes al interior de la familia en épocas pasadas, que era el resultado de un sistema cultural caracterizado desde un punto de vista económico por un predominio del sector rural.





Señalaron que las transformaciones socioeconómicas han significado una incorporación progresiva de la mujer al mundo laboral, así como su ascenso hacia posiciones ejecutivas, lo que ha tenido como consecuencia un cambio conductual dentro de la familia, en orden a que ambos cónyuges compartan los roles profesionales y domésticos.





Expresaron que lo anterior motivó el establecimiento del régimen de participación en los gananciales con modalidad crediticia, como un tercer régimen patrimonial dentro del matrimonio, con carácter opcional o alternativo. Explicaron que la aplicación práctica del mismo dio lugar a diversas dificultades, lo que hizo que, en definitiva, no despertara mayor aceptación en la comunidad.





Hicieron presente que el régimen de sociedad conyugal ha merecido una serie de cuestionamientos. En primer lugar, se ha estimado que da lugar a desigualdad jurídica en los derechos y deberes entre los cónyuges, así como en la administración de los bienes y la autoridad sobre los hijos, y que, en general, afecta negativamente la relación familiar.





Por otra parte, se ha sostenido que no hay argumentos biológicos, psicológicos o antropológicos que justifiquen la subordinación jurídica de la mujer ni la exigencia de que haya un solo administrador de bienes en el matrimonio. Además, se ha considerado que no se aviene con la normativa de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación en contra de la Mujer.





Sobre la base de estos razonamientos, la Moción propuso sustituir el régimen de sociedad conyugal por uno nuevo, denominado de comunidad de gananciales. En lo central, dicho régimen consiste en que durante la vigencia del matrimonio cada cónyuge administra en forma independiente su patrimonio, tanto los bienes propios como aquellos que conforman la futura comunidad. Se proponía, además, mantener y ampliar los resguardos pertinentes, exigiéndose el consentimiento de ambos para enajenar, gravar o prometer enajenar o gravar los bienes inmuebles, agregándose además los muebles estimados importantes, o sea, vehículos motorizados y acciones de sociedades anónimas, todos ellos adquiridos a título oneroso durante la vigencia del matrimonio, por ser producto del esfuerzo común de los cónyuges. Se planteaba, asimismo, que igual exigencia rigiera cuando uno de los cónyuges se constituyera en aval, fiador o codeudor solidario de un tercero.





Al disolverse la comunidad de gananciales, se proponía dividir los bienes comunes por mitades, lo que se encomendaría a un juez partidor, entendiendo que dicho mecanismo constituiría una garantía para el cónyuge económicamente más débil.





Quedaba subsistente en forma opcional el régimen de separación de bienes, no obstante que se consideraba un sistema de carácter desprotector respecto del cónyuge que carece o tiene pocos bienes. Por otra parte, se derogaba la administración de la mujer de sus bienes reservados o de aquellos recibidos a título de herencia, legado o donación con la condición de que no los administrara el marido, debido a que dicha administración dejaría de ser excepcional y pasaría a ser de pleno derecho.





Finalmente, en relación a la exigencia de que el marido responda por la totalidad de las deudas de la sociedad conyugal, en tanto la mujer lo hace sólo hasta la concurrencia de la mitad de gananciales, se la consideró una norma discriminatoria para el varón, de modo que se propuso sustituirla por una regla más equitativa, en virtud de la cual la mujer y el marido responderían, cada uno respectivamente, de las deudas que irrogara su administración.

b) Indicación sustitutiva del Ejecutivo





Durante el primer trámite constitucional, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva del proyecto.





En la fundamentación de la misma, compartió las inquietudes que motivaron a los señalados Parlamentarios a presentar la iniciativa, destacando la prioridad que los últimos Gobiernos han dado al reconocimiento y ampliación de los derechos de las personas y, en este contexto, la equidad entre los sexos. Puso de manifiesto, además, las desigualdades jurídicas que persisten con el régimen de sociedad conyugal, destacando como la más importante la pérdida casi total que experimenta la mujer de la administración de sus bienes al ser el marido el único administrador. Sobre la base de su análisis, el Mensaje puso de relieve el deber jurídico del Estado de suprimir la sociedad conyugal por adolecer de un carácter que consideró abiertamente discriminatorio.





Los planteamientos centrales de dicha indicación sustitutiva fueron los siguientes:





1.- Con el fin de efectuar en forma adecuada una modificación de tanta envergadura al Código Civil, se propuso corregir la inadecuada ubicación que actualmente presenta la normativa sobre relaciones patrimoniales entre los cónyuges. Para tal efecto, pasa a ubicarse dentro del Libro Primero la regulación de la totalidad de los regímenes de bienes en el matrimonio.





2.- Se implementa a través de diversas normas el principio básico de igualdad ante la ley y de que la mujer y el marido gozan de iguales derechos y tienen los mismos deberes. Para este efecto, no sólo se sustituye el régimen de la sociedad conyugal por el de comunidad de gananciales, con lo cual termina la subordinación económica de la mujer. Además, se establece la fijación de domicilio de común acuerdo. En lo que se refiere a la obligación de los cónyuges de proveer a la familia común, se consagra la obligación de considerar, para los efectos de regular el aporte, el trabajo doméstico realizado en beneficio de la familia común por cualquiera de los cónyuges. Finalmente, se procura establecer una igualdad en los términos o lenguaje empleados atendidos los efectos políticos o psicológicos que ello conlleva.





3.- La comunidad de gananciales, como nuevo régimen legal o supletorio que reemplaza la sociedad conyugal, consiste en que durante la vigencia del matrimonio, los patrimonios de marido y mujer permanecen separados y cada uno de ellos administra, goza y dispone libremente de lo suyo, formándose al término del régimen una comunidad entre los ex cónyuges o entre uno de ellos y los herederos del otro, que se rige por las normas que se establecen y por las de la comunidad.





Agrega la exposición de motivos de la indicación que las razones que se han tenido en vista para establecer este nuevo sistema obedecen al hecho de que al término de la sociedad conyugal también se forma una comunidad, por lo que aparece como apropiado mantener tal desenlace, produciéndose sólo una diferencia durante la vigencia del régimen. Asimismo, la formación de una comunidad al término del régimen se insertaría dentro de la cultura jurídica chilena.





4.- Se estima que el funcionamiento del nuevo régimen soluciona el problema de la administración, que en la sociedad conyugal se resuelve entregándola al marido. El nuevo régimen mantiene, durante la vigencia del vínculo matrimonial, la separación de los patrimonios, pudiendo cada cónyuge administrar el suyo libremente. No obstante, este principio general reconoce una limitante expresada en el aumento de los resguardos que ya existen en la sociedad conyugal para evitar que los bienes que pertenecerán a futuro a la comunidad que en definitiva se forme, sean dilapidados o enajenados por alguno de los cónyuges.





La limitante consiste en la autorización del otro cónyuge, la que puede ser suplida judicialmente, para enajenar o gravar bienes raíces, arrendarlos o cederlos o constituir cauciones personales, a lo que se suman la enajenación o promesa de enajenación de vehículos motorizados y de acciones, participaciones o derechos en todo tipo de sociedades, adquiridos a título oneroso durante la vigencia del régimen.





Además, se establece la obligación de los cónyuges de informarse periódicamente acerca del estado de sus negocios.





5.- El nuevo sistema suprime el patrimonio reservado de la mujer, el cual perdería su razón de ser.





6.- En cuanto a la comunidad que se forma al concluir el matrimonio, no se trata de una de tipo absoluto o total, sino parcial, por cuanto la categoría más importante de bienes que ingresan a la comunidad son los adquiridos a título oneroso por cualquiera de los cónyuges durante la vigencia del vínculo, los frutos que estos bienes produzcan y los ingresos o remuneraciones provenientes del trabajo conjunto o separado, todo ello como consecuencia de que estos bienes provienen del esfuerzo diario de marido y mujer durante el matrimonio.





Conserva, sin embargo, el nuevo sistema determinados mecanismos ya existentes en la sociedad conyugal, dirigidos a la determinación del dominio de los bienes, como es el caso de la subrogación tanto de inmueble a inmueble como de inmuebles a valores y la determinación del momento de la adquisición atendiendo a la fecha de la causa o título de la misma.





En lo que se refiere a las deudas, la regla general es que ellas son de cargo del cónyuge que las contrajo y que solamente podrá perseguirse su pago en el patrimonio de éste.





7.- En lo concerniente a la terminación y liquidación del régimen, éste se vuelve más simple como consecuencia de la supresión de los haberes relativos y las recompensas, del patrimonio reservado y de la renuncia a los gananciales. Las deudas, como se señaló, son objeto de una serie de normas especiales, no obstante que la administración separada permite que las que tengan carácter común se deduzcan del activo. Por otra parte, quedan fuera de la liquidación los bienes adquiridos por alguno de los cónyuges a título de herencia o legado.





8.- En cuanto a la institución de los bienes familiares, la indicación introduce algunas modificaciones para resguardar mejor los intereses del núcleo familiar, evitando, sin embargo, constituir una traba excesiva para la libre disposición de los bienes. Para estos efectos, se amplían los bienes que pueden constituirse como familiares, agregando el derecho de usufructo que los cónyuges tengan sobre el inmueble que sirva de residencia principal a la familia y los muebles que la guarnecen; los derechos y acciones de sociedades propietarias de dichos bienes y los muebles que guarnecen el bien familiar pero de que los cónyuges son dueños sólo de una cuota o parte. Para resguardar los derechos de los terceros en caso de constitución de bien familiar sobre derechos o acciones de sociedades, se exige la anotación al margen de la inscripción social o la inscripción en el registro de accionistas.





En lo que se refiere a la constitución del carácter familiar de un bien, actualmente basta para constituirlo en forma provisoria la sola presentación de la demanda, lo que ha dado lugar a abusos por la escasa publicidad de este acto. Por ello, se establece que el carácter provisorio de bien familiar se obtendrá a partir de la subinscripción de la primera resolución que dicte el juez al respecto, la que deberá efectuarse dentro de los treinta días de ejecutoriada la resolución. Igualmente, se establece una inscripción definitiva del carácter de bien familiar, la que deberá efectuarse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de los treinta días de ejecutoriada la sentencia definitiva que así lo declare.




Atendiendo a que es posible desafectar un bien familiar de tal carácter por la vía de una escritura pública otorgada por ambos cónyuges, se permite también establecer tal afectación, en forma voluntaria,  por esa misma vía.





Se precisa también que para la realización de cualquier acto como socio o accionista que implique la enajenación, gravamen o cesión del inmueble familiar, será necesaria la autorización del cónyuge no propietario.





Finalmente, en materia de protección, seguridad y estabilidad de los bienes familiares, que hoy se expresa en la posibilidad de alegar la excusión de tales bienes, exigiéndose proceder primero contra otros bienes del cónyuge deudor, se establecen normas para su fortalecimiento, disponiendo su inembargabilidad por deudas posteriores a su inscripción como tal, salvo el caso de gravámenes constituidos con el acuerdo del cónyuge no propietario o que se trate de deudas que afecten el inmueble provenientes de impuestos. Del mismo modo, se permite la embargabilidad de los frutos provenientes de los bienes familiares, sólo en la medida que no sean indispensables para el sustento familiar y en ningún caso por más del 50% de tales frutos.

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, puso el proyecto de ley en estudio en discusión en general.


En primer lugar, hizo uso de la palabra la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz.


La mencionada Secretaria de Estado explicó que esta discusión ha sido largamente esperada y que interesa a la sociedad, a la democracia, al Estado y al Gobierno, pues la iniciativa en estudio viene a corregir una de las más explícitas discriminaciones contra la mujer en nuestro derecho de familia, cual es su condición jurídica en la sociedad conyugal.


Recordó que esta condición, coetánea a la formulación del Código Civil, expresaba en el ámbito económico el poder que el derecho privado otorgaba al hombre para sujetar y subordinar a su cónyuge a sus decisiones. Sostuvo que la potestad marital, la obligación de seguir al marido y la eximente de responsabilidad penal en delitos patrimoniales constituyen manifestaciones del mismo concepto de preeminencia de lo masculino y de subordinación de la mujer.


Agregó que la capacidad contractual -“atributo esencial de la personalidad” para el derecho privado- hasta mediados del siglo XX era negada a las mujeres por el sólo hecho del matrimonio y, luego, por no optar a un régimen de bienes distinto.





Indicó que ninguna otra materia en el Código Civil ha sido objeto de tantas modificaciones. Explicó que el proceso de industrialización experimentado en Chile a mitad del siglo pasado, los cambios sociales que los acompañaron y sucedieron y la irrupción de mujeres en los espacios públicos y productivos favorecieron adecuaciones en la regulación de las relaciones económicas entre cónyuges a partir de 1934, que pretendieron paliar la desigualdad entre marido y mujer en la administración de la sociedad conyugal.





Connotó que como consecuencia de las sucesivas reformas de que fue objeto, el régimen de bienes perdió su simplicidad original, pasando a ser de difícil comprensión incluso para los especialistas. Añadió que la incorporación del régimen de separación, el reconocimiento de capacidad jurídica a la mujer principalmente respecto del producto de su trabajo, las mayores limitaciones a la administración ordinaria y la derogación de las normas que proclamaban la incapacidad de la mujer en la sociedad conyugal son manifestaciones de la falta de adecuación a una nueva realidad económica y social del modelo de relaciones económicas hombre-mujer que inspirara a don Andrés Bello.





Informó que la sociedad conyugal, como régimen legal matrimonial vigente, limita la autonomía de las mujeres en tanto las sujeta a la voluntad y decisiones de su marido, quien en calidad de “jefe” detenta la administración del patrimonio de su cónyuge y de los bienes comunes.





Actualmente, dijo, un 44,8% de las mujeres chilenas están casadas y un 64% de ellas lo está bajo sociedad conyugal. En consecuencia, más de dos millones de mujeres chilenas están sometidas a un régimen que, sin proclamarlo, las trata jurídicamente como incapaces, negándoles un atributo esencial de la persona, como es su capacidad para administrar y disponer de sus bienes.





Por esta razón, este proyecto, originado en una Moción de la Diputada Saa, fue luego apoyado por el Ejecutivo, el que con la asesoría de la Fundación Fueyo Laneri presentó una indicación sustitutiva, recogiendo las ideas fundamentales y los principales contenidos de los autores.





Hizo presente que en la Cámara Baja se manifestó un gran interés por este proyecto, lo que se tradujo en las discusiones realizadas en las Comisiones de Familia y de Constitución, que luego sesionaron unidas para debatir y dirimir el contenido de esta iniciativa.





Explicó que el objetivo esencial de la Moción parlamentaria y de la indicación sustitutiva del Ejecutivo fue el reemplazo del actual régimen legal de sociedad conyugal por el de comunidad de gananciales en el carácter de nuevo régimen legal.





La idea central era suprimir un régimen discriminatorio, que infringe los artículos 1º y 19, número 2°, de la Constitución Política de la República y transgrede instrumentos internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana de Derechos Humanos, ya que el que el marido, por el solo hecho de serlo, es el jefe de la sociedad conyugal y detenta la administración de tres patrimonios: su patrimonio propio, el patrimonio de la sociedad conyugal e incluso el patrimonio propio de la mujer. Contrariamente, este régimen permite a la mujer administrar sólo su patrimonio reservado y, en el caso de haber pactado separación parcial de bienes, además un patrimonio separado. Sin embargo, el patrimonio reservado de la mujer casada es, por regla general, muy inferior en fuerza económica al de la sociedad conyugal, por la diferencia de ingresos que aún subsiste en Chile entre hombre y mujer.





Señaló que la responsabilidad del Estado se encuentra comprometida en tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha declarado la admisibilidad de una denuncia interpuesta por infracción a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, precisamente en esta materia.





Indicó que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados establece como régimen legal el de comunidad de gananciales, fundado en una adecuada combinación de los principios de autonomía y de protección al patrimonio familiar. En todo caso, precisó, deja subsistente la sociedad conyugal como régimen alternativo, introduciéndole algunas adecuaciones. A este respecto, aclaró que el Ejecutivo insistirá en su eliminación.





Continuó manifestando que el nuevo régimen legal contenido en el proyecto, la comunidad de gananciales, respeta el principio de la igualdad entre hombres y mujeres en la distribución de responsabilidades familiares, debido a que ninguno de ellos se encuentra subordinado económicamente a la voluntad del otro. En efecto, agregó, los patrimonios del marido y de la mujer se mantienen separados mientras el régimen subsiste y son administrados separadamente por cada cónyuge. Al término del régimen, estos patrimonios se transforman en una comunidad entre los cónyuges o ex–cónyuges o entre uno de ellos y los herederos del otro, comunidad que debe liquidarse conforme a las reglas generales.





Explicó que sin perjuicio de que bajo el régimen de comunidad de gananciales se permite que cada cónyuge administre su patrimonio separadamente del otro, se establecen limitaciones para precaver abusos o perjuicios para el grupo familiar.  Estos resguardos, ya existentes en la sociedad conyugal, consisten en la autorización del otro cónyuge para enajenar o gravar o prometer enajenar o gravar bienes raíces, darlos en arrendamiento o cederlos, o constituir cauciones personales, sin perjuicio de la intervención judicial supletoria.





En definitiva, aseguró que el régimen de comunidad de gananciales participa de las características del régimen de separación de bienes en lo que respecta a la administración de bienes, y de la sociedad conyugal en lo relativo a los resguardos de la misma.





Adicionalmente, dijo, se han perfeccionado diversas disposiciones sobre bienes familiares, con el objeto de proteger de mejor forma a la familia sin descuidar la seguridad jurídica de los terceros; se amplían aquellos que pueden ser declarados como tales y se precisa la oportunidad en que su constitución comienza a producir efectos jurídicos.





No obstante, hizo presente que el Ejecutivo insistirá en dos asuntos relevantes:





El primero, la derogación definitiva del régimen de sociedad conyugal, para dejar subsistente únicamente el de comunidad de gananciales como régimen legal matrimonial y el de separación de bienes en el carácter optativo, y el segundo, en el carácter discriminatorio y lesivo de la capacidad jurídica de la mujer que importa el régimen de sociedad conyugal, el cual no desaparece ni se atenúa al otorgársele carácter optativo, ni aún si los contrayentes pueden resolver cuál de los dos tendrá la administración del patrimonio social.





Enseguida, atendiendo a una solicitud de la Comisión, la señora Ministra puso a disposición de ésta los siguientes antecedentes:

ESTADÍSTICA DE MATRIMONIOS

Fuente:  Servicio de Registro Civil e Identificación.

*Información ingresada al 30 de junio 2005

	MATRIMONIOS
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000

	Sociedad Conyugal
	65.936
	62.097
	56.411
	52.147
	48.505
	45.454

	Separación de Bienes
	20.286
	21.158
	21.173
	20.663
	20.124
	19.960

	Participación de los Gananciales
	2.081
	1.827
	1.732
	1.935
	2.188
	1.983

	TOTAL ANUAL
	88.303
	85.082
	79.316
	74.745
	70.817
	67.397


	MATRIMONIOS
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	Sociedad Conyugal
	43.428
	40.568
	36.967
	34.434
	17.838

	Separación de Bienes
	19.886
	19.944
	19.683
	18.449
	9.906

	Participación de los Gananciales
	1.780
	1.654
	1.440
	1.239
	768

	TOTAL ANUAL
	65.094
	62.166
	58.090
	54.122
	28.512


ESTADÍSTICA DE CONVERTIBILIDAD ANUAL DE REGÍMENES

Fuente: Servicio Registro Civil e Identificación.

* Información ingresada al 31 de mayo de 2006
	Cambio Régimen 
	2000 
	2001 
	2002 
	2003 
	2004 
	2005 
	2006 

	Sociedad Conyugal a Separación de Bienes 
	5.609 
	5.631 
	5.448 
	5.606 
	5.213 
	5.702 
	2.632 

	Separación de Bienes a Participación Gananciales 
	8 
	7 
	5 
	7 
	7 
	8 
	2 

	Sociedad Conyugal a Participación Gananciales 
	15 
	7 
	11 
	4 
	6 
	7 
	3 

	Participación Gananciales a Separación de Bienes 
	0 
	0 
	0 
	0 
	0 
	0 
	0 

	Totales 
	5.632 
	5.645 
	5.464 
	5.617 
	5.226 
	5.717 
	2.637 


	ESTADO CIVIL O CONYUGAL DE LAS MUJERES (Porcentajes)

	AÑOS
	Casada
	Conviviente o pareja
	Soltera
	Anulada Separada
	Viuda

	1982
	49,2
	3,5
	35,3
	3,6
	8,4

	1992
	50,4
	5,8
	31,1
	4,6
	8,1

	2002
	44,8
	8,8
	32,2
	6,1
	8,1


Fuente:  INE.  Censos de Población y Vivienda. 2002
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Fuente:  Servicio de Registro Civil e Identificación.
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559155 1.957,88 178097 176,91 363367
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Fuente: INE, Encuesta Nacional de Empleo
(1) PEA:Poblacién Econémicamente Activa

(2) La poblacion inactiva incluye losfas jubiladosfas, estudiantes y aquellas personas dedicadas a
los quehaceres del hogar.








A continuación, la Comisión escuchó al Profesor señor Gonzalo Figueroa Yánez.





En primer lugar, hizo presente que la tramitación de este proyecto –que ha tomado más de 12 años- se inició mediante la presentación de una Moción de un grupo de Diputados encabezados por la Honorable Diputada señora María Antonieta Saa.





Informó que durante el primer trámite constitucional, el Ejecutivo decidió presentar una indicación sustitutiva, cuya preparación fue encargada a la Fundación Fernando Fueyo.





Explicó que esta Fundación cuenta con un Comité que coordina la elaboración de los diferentes trabajos que se le encargan y que está formado por un grupo de profesores de Derecho Civil y de Derecho Comercial que representan posiciones e ideologías políticas muy variadas.  Forman parte de él los profesores señores Jorge López Santa María, Enrique Barros, Manuel Domínguez, Carlos Peña y otros académicos. Puntualizó que la redacción precisa de la indicación sustitutiva se encargó específicamente a la profesora señora Andrea Muñoz y a él.





El texto así elaborado aborda diferentes materias. La más importante de ellas es la supresión del régimen de sociedad conyugal, la que se elimina en términos absolutos y no sólo como régimen supletorio o legal.





La segunda cuestión que destacó es la sustitución del régimen de participación en los gananciales en los términos en que lo regula actualmente el Código Civil por un régimen muy parecido, de participación en los gananciales, pero en la modalidad comunitaria y no crediticia, como es hoy.





En tercer lugar, la indicación propone establecer sólo dos regímenes en nuestro ordenamiento: el ya mencionado de participación según la fórmula comunitaria y, además, el de separación total de bienes.





Por último, el texto de la indicación del Ejecutivo propone efectuar una reubicación en el Código Civil de las distintas materias involucradas en este proyecto. En efecto, explicó, hoy esas materias aparecen diseminadas, sin que exista razón para mantener esa situación.





Por ejemplo, indicó que la separación de bienes está en el Libro I junto con el régimen de bienes reservados de la mujer casada; en cambio, el régimen de sociedad  conyugal, en el cual se insertan esos bienes reservados, se encuentra en el Libro IV. Para dar una mejor ubicación orgánica a todos estos temas, se plantea incluir todos ellos en el Libro I, referido a las personas y a la familia.





Enseguida, informó que en el marco del análisis de esta indicación se alcanzó en la Cámara de Diputados, durante el desarrollo del primer trámite constitucional, un acuerdo político, según el cual el régimen de participación en los gananciales en la modalidad comunitaria pasaría a ser el régimen legal o supletorio de la voluntad de las partes, manteniéndose como régimen electivo el de sociedad conyugal, lo que exige una declaración de voluntad de los contrayentes al momento de casarse. No obstante lo anterior, en este segundo trámite constitucional el Gobierno ha planteado derechamente la supresión definitiva del régimen de sociedad conyugal.





Finalmente, resaltó como otro de los elementos fundamentales del proyecto cuyo estudio se inicia, la valoración del trabajo de aquel cónyuge que tuviere a su cargo a los hijos comunes, para los efectos de fijar los alimentos.





Enseguida, se refirió a las deficiencias que, a su juicio, presenta el régimen de sociedad conyugal que justificarían su abrogación. Señaló, desde luego, que es muy difícil sostener su constitucionalidad.  En primer lugar, porque de los cuatro haberes que normalmente conforman ese régimen, tres son administrados por el marido, lo que resulta claramente discriminatorio respecto de los derechos la mujer.





Sostuvo que no resulta posible resolver esta discriminación confiando a cada cónyuge la administración de su haber propio y entregando la administración del haber común a ambos cónyuges, de común acuerdo, u ofreciendo a estos que decidan indistintamente, cuál de ellos administrará. Fundó esta visión negativa en la circunstancia de que si se ofrece alternativamente a cada cónyuge administrar los bienes comunes, por razones sociológicas y culturales, en la práctica, siempre terminará siendo el marido quien administre.  Si, por otro lado, se optara por la administración común, se formaría una auténtica comunidad y, como es sabido, en nuestro país los problemas que se suscitan al interior de las comunidades, en la práctica, no los resuelven los tribunales sino que simplemente el comunero más diligente.





Y tratándose de un matrimonio, no parece razonable, planteó, que permanentemente uno ande tratando de sorprender o adelantarse al otro. Por lo anterior, en su opinión, la mejor solución es derogar el régimen de sociedad conyugal.





Descartó la posibilidad de mantenerlo como régimen electivo tanto porque la administración de un haber social por uno solo de los cónyuges será igualmente inconstitucional cualquiera sea el cónyuge administrador cuanto si se consagra como un régimen legal o electivo.  Es la estructura del sistema, reafirmó, lo que amerita el reproche de discriminatorio y, por lo tanto, de inconstitucional.





Por otra parte, manifestó que la modificación propuesta al sistema de participación en los gananciales, que pasaría de ser un sistema crediticio a tener una modalidad comunitaria, vendría a resolver la dificultad que ha impedido a los contrayentes optar hasta ahora por este sistema. En efecto, explicó, con el sistema crediticio actual la mujer viuda se ve en la obligación de demandar judicialmente a sus hijos el pago del crédito que le corresponde en la sucesión del marido.





En cambio, dijo, en la modalidad comunitaria de participación en los gananciales la mujer será dueña y titular del dominio del 50% de cada bien de que era propietario el marido fallecido.





Esto último, aseguró, corresponde a la idea o concepción que está en la mentalidad común del chileno, según la cual a la muerte de un cónyuge, al sobreviviente le corresponde la mitad de lo que el difunto ha dejado, sin tener que demandar a nadie, pues el cónyuge sobreviviente, por la muerte del otro, ha pasado de ser copropietario a ser dueño.





A continuación, se refirió a la valoración que el proyecto hace del trabajo del cónyuge que ha tenido a su cargo la formación de los hijos.





Lo que se propone en este punto, informó, es que fijadas por el Juez de Familia las proporciones en que el marido y la mujer deben contribuir a la alimentación de los niños, es decir, resuelto cuánto debe pagar cada uno por este concepto, la iniciativa plantea que el cuidado de los niños corresponda a una forma de pago –parcial o total- de lo que se debe. Es decir, tener la tuición de los niños será una forma de pagar los alimentos que se deben a esos mismos hijos par parte del padre o la madre que se ha quedado con ellos.





Finalizó su intervención recalcando que la discusión fundamental de este proyecto consiste en la supresión del régimen de sociedad conyugal en razón de su inconstitucionalidad.  Al respecto, recordó que una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos se pronunció –en relación con el Estado de Guatemala, que tiene un sistema análogo al chileno- en contra de su sistema de sociedad conyugal en razón de considerarlo discriminatorio.





Enseguida, expuso ante la Comisión la Directora del Departamento de Derecho Civil de la Universidad Gabriela Mistral, Profesora señora Solange Doyharcabal.





La mencionada académica señaló que en materia de regímenes de bienes del matrimonio, se debe tener presente que el régimen legal vigente es el de sociedad conyugal, instituido en el año 1857. Éste, dijo, fue muy bien estructurado para un mundo muy distinto al actual.





Señaló que el principio que inspiró este régimen fue el de unidad o cohesión de la familia, sometida a una voluntad rectora, que es la del marido y el padre, es decir, el gran proveedor.





El segundo criterio que informó dicho régimen es que a la mujer hay que protegerla, en gran medida por su inexperiencia en los negocios, entendiendo, además, que ella se dedicaría básicamente a la vida familiar.





Expresó que ha pasado mucho tiempo desde entonces y que hoy vivimos circunstancias muy distintas. En consecuencia, ahora este régimen es percibido como injusto, discriminatorio, contradictorio en sus propias disposiciones y anacrónico.





Recordó que en la sociedad conyugal primitiva, la mujer era relativamente incapaz y, por ello, era representada por su marido. Posteriormente, en el año 1989, la ley Nº 18.802 dio plena capacidad a la mujer casada en régimen de sociedad conyugal. Sin embargo, agregó, esta nueva situación no sirvió de mucho porque el marido conservó la administración de los bienes propios de su mujer.





En consecuencia, aclaró que en el ejercicio de esta nueva capacidad plena la mujer administra los denominados bienes reservados –que son el producto de su trabajo remunerado con independencia del marido-, y aquellos que haya recibo como legado o en donación y con la condición que no los administre el marido.





Continuó diciendo que en nuestra sociedad, es sabido que las mujeres ganan menos que los varones que realizan el mismo trabajo.  Por lo tanto, si alguna mujer pretende acceder a un crédito, tiene pocos bienes que ofrecer en garantía.  Si una mujer concurre al banco a solicitar un crédito ofreciendo como garantía sus bienes reservados, probablemente no obtendrá uno por una suma muy significativa, si es que lo obtiene.





Pero esa mujer puede tener bienes importantes, de alto valor, adquiridos antes del matrimonio o después por herencia o donación.  Sin embargo, en estos casos, le está vedada la administración de los mismos, la que corresponde al marido.





En resumen, reiteró que esta capacidad plena, en la práctica, le sirve de poco.





Desde otro punto de vista, siempre se ha insistido mucho en la protección de la mujer y en que el régimen de sociedad conyugal persigue este objetivo. Sobre este particular, admitió que en años anteriores existía un cierto fundamento para pensar así. En efecto, una mujer separada totalmente de bienes que enviudaba y no tenía bienes propios, quedaba en muy mala situación porque no era heredera del marido.





Existía, explicó, la institución de la porción conyugal, que protegía a un hipotético cónyuge pobre, pero resultaba muy difícil de aplicar y, en definitiva, terminó por derogarse, lo que consideró positivo porque nunca la doctrina ni los abogados concordaron una forma de calcularla.





Hizo notar, asimismo, que si el matrimonio terminaba por declaración de nulidad, no había una sociedad conyugal que liquidar. La mujer, entonces, quedaba en pésima situación.





En síntesis, por lo señalado anteriormente, a las mujeres que carecían de bienes les convenía, evidentemente, casarse en régimen de sociedad conyugal.





Sin embargo, puso de relieve que en los últimos años la legislación ha cambiado y la protección de la mujer se obtiene mediante otras instituciones.





Actualmente, connoto que el marido y la mujer sobrevivientes son legitimarios del cónyuge difunto. Por lo tanto, son herederos forzosos por una cuota nunca inferior al cuarto de la herencia, independientemente del régimen de bienes que hayan pactado para el matrimonio.





Si, en cambio, el matrimonio termina por divorcio y la mujer ha dedicado su vida al cuidado de los hijos sin haber podido por ello ejercer su profesión o una actividad similar a la que desarrolló el marido, tiene derecho a una compensación económica.





En el caso que haya una separación judicial –que no disuelve el matrimonio pero sí el régimen patrimonial del mismo- los mismos cónyuges deberán proponer al juez, para su aprobación, un acuerdo respecto de todos los aspectos monetarios vinculados a familia, si la separación es por mutuo acuerdo. De no haber acuerdo, el tema deberá resolverse en el juicio correspondiente.





Como puede observarse, concluyó, la situación de la mujer es distinta que en épocas anteriores.





A continuación, se refirió a los bienes reservados de la mujer casada.  Señaló que éstos muchas veces se han considerado como una verdadera panacea frente a los distintos problemas que presenta la sociedad conyugal.





En primer lugar, explicó que el patrimonio formado por estos bienes se caracteriza porque si durante el matrimonio la mujer realiza una actividad remunerada separada de su marido, ella puede –mientras esté vigente la sociedad conyugal- administrar libremente los bienes que adquiera como producto de ese trabajo separado, lo que significa incluso que puede disponer de ellos y enajenarlos sin autorización de su marido.





Sin embargo, resaltó que esos bienes son sociales, vale decir, cuando termina el matrimonio y la mujer quisiera optar por los gananciales, la mujer tiene que aportar esos bienes a la masa común que habrá de repartirse entre ambos. Si ella, en cambio, quisiera conservarlos para sí, deberá renunciar a los gananciales, lo que a muy pocas mujeres les conviene.





Por otra parte, afirmó que la sociedad conyugal es un régimen difícil de entender y de aplicar. Primeramente, recordó que en él existen cuatro haberes distintos, que son el haber propio del marido, el haber propio de la mujer, un haber real o absoluto y un haber relativo.  Cada uno de estos, agregó, se rige por normas especiales, salvo en un elemento común, cual es que los cuatro son administrados por el marido.





Por otra parte, todo lo que se gane a título oneroso va al haber real, es decir, de eso será dueña absoluta la sociedad.





A su vez, los bienes muebles que los cónyuges hayan adquirido a título gratuito forman el haber relativo.  Esto significa que si la mujer, por ejemplo, hereda dinero, éste no estará a su disposición, pues el haber relativo lo administra el marido. Más tarde, cuando el régimen patrimonial termine, incluso por su propio fallecimiento, ella o sus herederos tendrán derecho a reclamar recompensa.





En cuanto a los haberes propios, explicó que ellos se forman con lo que cada uno de los cónyuges conserva a su nombre.  En cuanto a estos haberes el marido no tiene restricciones porque, como se ha señalado, él los administra.  Pero la mujer, en cambio, sí tiene dificultades porque los inmuebles que ella adquirió antes de casarse, pasan a ser administrados por el marido. Como ejemplo, dijo que si la mujer tenía una casa a su nombre y la arrendaba, a partir del matrimonio la renta de arrendamiento pasa al marido y la mujer podrá recuperar esas rentas recién cuando el régimen termine.





Otra dificultad mayor surge cuando el marido está ausente o está separado de hecho o no mantiene relaciones de cordialidad con la mujer.  En estos casos, enfatizó, igualmente él continúa administrando los bienes propios de la mujer o ésta se verá en la necesidad de solicitar que la nombren curadora general de su marido para poder administrar sus bienes propios y los del marido, arriesgando, incluso, que nombren en tal función a un tercero.





Sostuvo que las dificultades recién reseñadas y otras adicionales han llevado a concluir que el régimen de sociedad conyugal no es adecuado para nuestros tiempos.  Los jóvenes de hoy, aseguró, varones y mujeres, ven con estupor estas normas y rechazan las discriminaciones que ellas provocan.





Frente a la afirmación de que bastaría con disponer que la mujer administre sus bienes propios para resolver todos los problemas que presenta la sociedad conyugal, la profesora señora Doyharcabal sostuvo que esa solución era sólo aparente y no real. Afirmó que como este régimen está tan bien estructurado, una modificación parcial afectaría otros aspectos y surgirían nuevos y diversos problemas.





En cambio, dijo que lo que propone la iniciativa en análisis es un régimen que combina las ventajas de la separación de bienes con las ventajas de la comunidad.





Fundó su anterior afirmación en la circunstancia de que, en lugar de existir cuatro haberes habría sólo dos: el de la mujer y el del marido.  Cada uno administra durante el matrimonio sus bienes muebles e inmuebles, adquiridos antes o después del matrimonio, a título gratuito u oneroso.  Las limitaciones que deben respetar en esta administración dicen relación con el principio de que el matrimonio es una comunidad de intereses y, por lo tanto, debe tomarse la precaución de evitar que un cónyuge enajene los bienes inmuebles en perjuicio del matrimonio.





Para estos efectos, se dispone que toda enajenación o constitución de garantías de inmuebles debe contar con la voluntad de ambos.





Informó que cuando termina el nuevo régimen propuesto por el proyecto en estudio se forma una comunidad, cuya principal característica es ser efímera.  A esta comunidad, explicó ingresarán los bienes que se adquirieron a título oneroso.  En el fondo, son los bienes que actualmente componen el haber real o absoluto de la sociedad conyugal, es decir, todo aquello que ambos adquirieron con el producto de su trabajo.  Estos bienes constituyen los gananciales, los que se repartirán por mitades entre los dos cónyuges.





En consecuencia, agregó, deja de existir la institución de los bienes reservados pues, por lo explicado en el párrafo anterior, ella deja de tener sentido por cuanto la mujer administrará todos sus bienes y el marido, por su parte, hará lo propio con los suyos.





Agregó que el nuevo sistema que se propone también desaparece el mecanismo de las recompensas.  Consideró que esto era positivo, toda vez que dicho mecanismo siempre tuvo, en los hechos, un carácter ilusorio e inútil, desde que antes de 1989 la ley disponía que los bienes muebles aportados al haber relativo se devolvían, al finalizar el régimen patrimonial, en su valor nominal.  Luego, a partir del año indicado, el Código Civil dispone que el valor del bien mueble aportado se devolvería reajustado, pero “en lo posible”, según la importancia del patrimonio, por lo que normalmente dichos reajustes nunca se otorgan.





En relación con los terceros, señaló que en este nuevo régimen ellos quedan adecuadamente resguardados con los mecanismos que se contemplan.





En resumen, consideró que el proyecto de ley en estudio propone un sistema más fácil de entender; que no contradice la idiosincrasia nacional; que se aplica sobre bienes concretos y no respecto de créditos que, por ser tales, son teóricos y difíciles de precisar y, sobre todo, que conserva lo útil y favorable de la sociedad conyugal.  En cuanto a esto último, resaltó que tratándose de bienes inmuebles adquiridos a título oneroso, según el nuevo sistema propuesto –al igual que hoy- ambos cónyuges siempre contarán con la propiedad de la mitad de ellos.





Concluyó expresando que por lo expuesto, recomendaba acoger las proposiciones de la iniciativa, sustituyéndose la sociedad conyugal, que en la actualidad ha perdido en gran medida su razón de ser.





Luego, la Comisión escuchó los planteamientos del Profesor señor René Abeliuk Manasevich.





El mencionado especialista señaló, en primer lugar, que la exposición de la Profesora señora Doyharcabal hacía innecesario presentar gran parte de lo que tenía preparado exponer. Por ello, indicó que solamente agregaría algunas ideas o antecedentes adicionales.





Afirmó que la iniciativa en estudio viene a corregir un error que se cometió durante la tramitación de la ley Nº 18.802.  En esa oportunidad, dijo, a instancias del ex Senador señor Arturo Alessandri Besa, se decidió mantener como régimen legal el de sociedad conyugal, en circunstancias que a su juicio la mejor solución era, derechamente, derogarlo.





Recordó que para mantener la sociedad conyugal como régimen legal o supletorio se argumentó que de esa forma se favorecía especialmente a la mujer de bajo nivel socioeconómico. Al respecto, señaló que no compartía esta explicación porque la experiencia indica que, especialmente en los sectores populares, la mujer ha demostrado ser más responsable y prudente que el hombre en la administración de los bienes.





Luego, refirió su experiencia como miembro de la Corte Suprema durante los últimos cinco años.  Esa labor jurisdiccional, dijo, le puso de manifiesto, una vez más, que la sociedad conyugal, además de estar superada por las actuales circunstancias que vive el matrimonio y la familia, es una institución extraordinariamente compleja.





Sostuvo que la derogación de este régimen no deja en la indefensión a los cónyuges pues ya en la última Ley de Filiación este aspecto se resolvió de manera más que satisfactoria.  En efecto, explicó, de acuerdo a las últimas normas sobre partición contenidas en la referida ley, si no hay testamento, al cónyuge sobreviviente le corresponde aproximadamente el 67% de la herencia, lo que significa que está suficientemente protegido.





Aclaró que hoy, la separación de bienes no da protección al cónyuge que no trabaja en la misma medida que el otro. Y esto, resaltó, es lo que comúnmente ocurre en los matrimonios donde uno de ellos, normalmente el varón, se dedica a una actividad remunerada, que le permite hacer crecer su patrimonio personal, mientras la mujer se dedica a los quehaceres domésticos.





Una solución a este problema, planteó, podría alcanzarse mediante la adquisición de bienes por los cónyuges en comunidad, camino que, en todo caso, presenta diversas dificultades.





En relación con el sistema que propone la iniciativa en análisis, afirmó que éste está imperando en diversos países del mundo porque ha demostrado que resuelve adecuadamente las relaciones económicas entre los cónyuges, incluso cuando entre ellos surgen dificultades y debe ponerse término a dicho régimen.





Advirtió, sin embargo, que en la discusión en particular habrá que introducirle algunos perfeccionamientos.  Uno de estos se relaciona con las normas relativas a los terceros acreedores de los cónyuges, fundamentalmente los bancos.  A éstos les interesa saber claramente quién responde por sus créditos y con qué bienes.  Por lo tanto, para facilitar las operaciones comerciales de los cónyuges, estas normas sobre terceros deben redactarse cuidadosamente.





También, agregó, debe ponerse especial atención en la regulación de quienes contraen matrimonio en el extranjero.   Declaró que la actual fórmula contemplada en nuestra legislación, según la cual esos cónyuges –por el solo hecho de inscribir sus matrimonios en Chile- se consideran separados de bienes, es una muy útil y sencilla solución.  Pidió, entonces, no innovar en este aspecto.





Propuso, en tercer lugar, revisar la norma del proyecto que permite a los contrayentes elegir, al momento de celebrarse el matrimonio, cuál de ellos administrará los bienes comunes. Sostuvo que esta fórmula no se condice con la cultura chilena y podría generar dificultades.





Sin perjuicio de las observaciones precedentes, continuó señalando que el proyecto mejora sustancialmente la normativa actual y le parece especialmente conveniente que el sistema propuesto sea de comunidad de gananciales.





Reiteró que estimaba necesario eliminar el régimen de sociedad conyugal porque la eventual coexistencia del mismo con el nuevo sistema daría lugar a importantes y frecuentes problemas. Argumentó que en el ámbito comercial dicha coexistencia obligaría a precisar y acreditar en cada operación a qué régimen están sujetos los cónyuges y, por lo tanto, qué normas se aplican en cada caso.  Ello generaría, conjeturó, múltiples trámites superfluos y dilaciones burocráticas.





Planteó, asimismo, que esta iniciativa debía proyectarse como un sistema, sino definitivo, con vocación de permanencia en el tiempo toda vez que viene a reemplazar otra modificación relativamente reciente, lo que no debería ocurrir en un ámbito de tanta trascendencia para el matrimonio y la familia y con normas que son de uso frecuente en múltiples gestiones.





Puso de relieve la supresión de la figura del “buen padre de familia”, no obstante que ella ha estado en la base del sistema normativo chileno sobre la familia.  Admitió en este punto que al pater familia le correspondía el manejo económico porque según el texto original del Código Civil –que era eminentemente agrario- la familia era considerada la unidad productiva básica.





Como esta situación se encuentra superada, concluyó que correspondía dejar atrás el régimen de sociedad conyugal y apoyó decididamente su sustitución por el sistema que propone la iniciativa en discusión.





A continuación, la Comisión escuchó al Profesor señor José Antonio Galván.





En primer lugar, el mencionado especialista agradeció la invitación a participar en esta discusión. En seguida, declaró que el tema tratado por la iniciativa lo compromete personalmente, toda vez que su memoria para optar al grado Licenciado en Ciencias Jurídicas versó sobre el régimen de participación en los gananciales. En ella, agregó, analizaba el proyecto que fuera presentado a trámite legislativo durante el gobierno de don Eduardo Frei Montalva, que se refería a la modalidad comunitaria de este sistema y no a la crediticia, como en definitiva se consagró en nuestro ordenamiento hace algunos años.





Sostuvo que tal modalidad, como es sabido, no ha despertado adhesión ciudadana y por ello hoy se propone una fórmula distinta.





Informó que tuvo oportunidad de participar en la génesis del proyecto que ahora se estudia, por lo cual adelantó su plena adhesión al sistema propuesto por la iniciativa en análisis.





A continuación, anunció que efectuaría un análisis comparativo destacando las principales ventajas y desventajas del modelo propuesto en relación con los regímenes vigentes, es decir, el de participación en los gananciales y el de sociedad conyugal. Dijo que si bien no olvidaba que se propone la derogación del sistema de participación en los gananciales, igualmente era útil efectuar la comparación pues ello ayudaba a entender con mayor claridad las virtudes del sistema propuesto por el proyecto.





Inició el desarrollo de este ejercicio comparativo destacando que el proyecto presenta un régimen doctrinariamente novedoso pues combina adecuadamente las ventajas de los regímenes comunitarios en general con los regímenes separatistas y, al mismo tiempo, desecha lo que constituyen las desventajas de estos dos sistemas extremos.





En cuanto a las ventajas, enfatizó que el modelo propuesto funciona como uno de separación de bienes, al igual como opera el de participación en los gananciales. Por lo tanto, en este punto no hay modificación o alteración a la capacidad de los cónyuges. En este aspecto, es como si éstos fueran no casados y, en consecuencia, luego del matrimonio conservan la misma capacidad que tenían antes de contraerlo.





Respecto de los poderes de cada uno en relación con los bienes, tampoco hay ninguna alteración sobre los bienes que ya tenían ni en relación con los bienes que adquieran durante la vigencia del matrimonio a cualquier título, sea éste gratuito u oneroso.





Sostuvo que lo anterior tiene una particular importancia porque significa dar contenido económico a la capacidad jurídica que la ley Nº 18.802 atribuyó a la mujer, excluyéndola del listado de los incapaces del artículo 1447 del Código Civil. Recién ahora, agregó, con la aprobación de este proyecto esa nueva capacidad de la mujer vendría a ser real y efectiva.





Otra de las ventajas que presenta el sistema desarrollado por la iniciativa en estudio es el relativo al reparto o participación. Este elemento surge al nacer una comunidad efímera, que nace para el solo efecto de su liquidación. Por lo tanto, se puede sostener que esta circunstancia es una ventaja, pues, por el contrario, el surgimiento de la comunidad en el comienzo, al momento de celebrarse el matrimonio, representa una desventaja.





Luego, resaltó que la participación en este régimen de comunidad de gananciales importa, al igual que en el régimen de sociedad conyugal, la transformación, al menos respecto de ciertos bienes, de la propiedad individual en propiedad común, lo cual en definitiva se materializa al término del régimen, mediante la conformación de una comunidad. Con la creación de esta comunidad, subrayó, se superan los inconvenientes que presentó el régimen de participación en los gananciales bajo la fórmula crediticia. Sostuvo que el propio legislador dudó de la eficacia de ese régimen pues lo sometió a un sistema especial en cuanto al cobro de dichos créditos, pensando que probablemente el sistema general de derecho de las obligaciones no daba una eficaz respuesta para hacerlos valer.





La segunda característica fundamental del régimen que se propone, dijo, es la simplicidad. Consideró que el funcionamiento de este sistema es simple porque en él sólo existen dos patrimonios: el del marido y el de la mujer. En consecuencia, desaparece lo que los autores denominan los “patrimonios satélites” de la sociedad conyugal, el patrimonio reservado del artículo 150, el del artículo 166 y el del artículo 167 que, en la práctica, son mecanismos sustitutivos de separación parcial. Con el nuevo sistema, éstos ya no tendrán razón de ser pues la separación patrimonial entre cónyuges es plena.





La simplicidad, agregó, también se materializa en la eliminación de los haberes relativos y, consecuentemente, del instituto de las recompensas.





En cuanto a la derogación del patrimonio reservado de la mujer casada regulado en el artículo 150 del Código Civil, la consideró una consecuencia necesaria de la existencia de los patrimonios separados de cada uno de los cónyuges desde el comienzo del matrimonio. Además, porque a través de este mecanismo de la comunidad de gananciales, se produce en el fondo una generalización del sistema de los bienes reservados de la mujer a todos los bienes. En efecto, lo que antes estaba reducido solamente a los bienes que tuvieran su causa de adquisición en el trabajo de la mujer, se amplía a todos los bienes, a los aportados y a los adquiridos a cualquier título.





Sin perjuicio de lo anterior, que es una cuestión de naturaleza técnica jurídica, resaltó un aspecto que calificó como de principio: la existencia del patrimonio reservado resulta discriminatoria frente al marido, discriminación que se agrava si se considera el derecho de la mujer de renunciar a los gananciales. Esta situación, añadió, parece inaceptable desde el punto de vista de la igualdad de los cónyuges o de la equiparación jurídica que debe informar y presidir las relaciones personales entre éstos, así como las de contenido patrimonial.





Por otra parte, reconoció que la supresión del patrimonio reservado no es un asunto pacífico. Sobre este particular, afirmó que resulta obligado agregar que su consagración se basó fundamentalmente en la imposibilidad de la mujer de administrar los bienes provenientes de su actividad laboral, tema que se resuelve en este régimen de comunidad de gananciales mediante el expediente de establecer una comunidad de término y no de carácter inicial.





En tercer lugar, destacó la semejanza del nuevo régimen propuesto con el de la sociedad conyugal, en cuanto ambos son constitutivos de regímenes de comunidad restringida, referidos a los frutos del trabajo y a las adquisiciones onerosas efectuadas durante el matrimonio, cuya liquidación, al igual que en la sociedad conyugal, se rige por las normas relativas a la participación en los bienes hereditarios, que contemplan, incluso, la división de común acuerdo, lo que, además, la hace menos onerosa. Señaló que esto último da lugar a otra de las críticas que se formulan al régimen de participación en los gananciales.





En cuarto lugar, expresó que el proyecto en estudio se funda en las mismas razones que se esgrimieron respecto del régimen de participación en los gananciales, cuya versión crediticia no concitó la aceptación ciudadana y, al parecer, tampoco la del legislador, por cuanto lo consagró como un régimen supletorio. Ahora, en cambio, el nuevo sistema de comunidad de gananciales se propone como régimen legal o normal.





Destacó que el proyecto plantea una completa igualdad entre el hombre y la mujer en la gestión de sus patrimonios, dándose, de este modo, cumplimiento a las disposiciones constitucionales e internacionales pertinentes, especialmente aquellas relativas a la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer.





Resaltó que el régimen propuesto es más acorde con las tendencias que se advierten en el moderno Derecho de la Familia, de sustitución de los sistemas puros de comunidad o de separación por fórmulas mixtas de participación, categoría esta última a la cual pertenece tanto el régimen de participación en los gananciales como el de comunidad. Esta evolución está inspirada, precisó, en el principio de igualdad o equiparación jurídica que lleva aparejada la supresión de los beneficios y prerrogativas de la mujer, que se basaban, precisamente, en la posición predominante que se reconocía al marido y que con este proyecto desaparece.





En conclusión, opinó que este nuevo régimen constituye una excelente síntesis de los principios de igualdad, autonomía personal de los cónyuges y reparto equitativo de los bienes y de los poderes del marido y de la mujer.





Luego, expuso ante la Comisión el Profesor señor Hernán Corral Talciani.





El mencionado especialista sostuvo que para diseñar o reformular el régimen patrimonial del matrimonio es conveniente atender a ciertas ideas fundamentales, que resumió como las siguientes:





En primer término, la regulación debe reflejar la naturaleza del matrimonio.





En seguida, es necesario compatibilizar la autonomía de las personas con el orden público de la familia.





Luego, debe coordinarse adecuadamente la libertad de gestión y emprendimiento de los cónyuges con la comunidad de intereses y la solidaridad que implica el matrimonio.





Otro factor a considerar es que el régimen debe ser eficiente respecto de los terceros, de modo de otorgarles seguridad jurídica en las adquisiciones y contrataciones.





Además, dicho régimen debe responder a las necesidades sociales e históricas de la comunidad que va a regir más que a los principios y a las recetas jurídicas perfectas.





Finalmente, debe estar basado en la mentalidad, cultura, tradición y modos de comportarse de la sociedad que corresponde regir. Sobre este particular, advirtió que deben evitarse los peligros del ideologismo y de los voluntarismos legales como es querer modelar la sociedad por medio de leyes basadas en ideas preconcebidas de cómo deberían ser las relaciones económicas entre los cónyuges y de éstos con terceros.





A continuación, refiriéndose a la sociedad conyugal, hizo presente que es el sistema que ha imperado en Chile por más de cuatrocientos años. Recordó que al aprobarse el Código Civil, don Andrés Bello decidió mantener en sus líneas matrices el sistema de comunidad que existía en el derecho castellano. Una vez estructurada la sociedad conyugal, ésta ha sido inteligentemente adaptada para que funcione de acuerdo a la evolución de la estructura económica, educacional y social del país. Ello se percibe a través de la dictación de las leyes Nºs 5.521, 10.251, 18.802 y 19.335.





Es cierto, dijo, que este sistema “tiene mala prensa” y en general es denostado en los medios intelectuales altos. Aún así, consideró que es por lejos el más recurrido por la población chilena, en la cual alrededor del 70% de las parejas que se casan lo prefieren.





Opinó que, en su conjunto y con las sucesivas adaptaciones que ha ido teniendo, ha sido un régimen beneficioso para la estabilidad de las relaciones económicas de los cónyuges, ha brindado seguridad a los terceros y ha sido vanguardista en la promoción de la emancipación femenina y del ingreso de la mujer al mercado laboral, profesional y empresarial. Después de la ley Nº 19.947, que incorporó el divorcio unilateral, es una defensa contra el divorcio por mero abandono junto con la institución de la compensación económica.





Reiteró que los medios de comunicación social lo miran con antipatía. Sin embargo, esta mala prensa proviene de la proliferación poco meditada de muchos mitos que circulan sobre su diseño legal, sin atender al funcionamiento concreto del estatuto. Sobre este particular, recomendó examinar un estudio realizado por la profesora señora Carmen Domínguez, titulado “Situación de la mujer casada en el régimen patrimonial chileno: mito o realidad”.





Hizo presente que, en concreto, se sostiene que:





- Sería un sistema engorroso y difícil de comprender y aplicar. A este respecto, sostuvo que esto no es característica propia del régimen de sociedad conyugal, sino que depende de la cuantía y complejidad del patrimonio de los cónyuges. Todo régimen, también el de participación, se torna complejo y dificultoso cuando hay muchos bienes, deudas, cargas, frutos, etc.





- Se alega que es un sistema que discrimina a la mujer y que es un régimen machista. Se suele traer a colación aquí la denominación que da la ley al cargo de administrador ordinario de los bienes sociales: “jefe de la sociedad conyugal”. Esto, afirmó, no deja de ser una expresión meramente retórica, prácticamente sin contenido real, ya que el marido no puede administrar los bienes sociales sin el concurso de la mujer en la mayor parte de los actos de envergadura. En los hechos, por lo tanto, se trata de una cogestión que no discrimina a la mujer. Por cierto, se podría perfeccionar la terminología de la ley para evitar que estas denominaciones hieran la sensibilidad actual sobre igualdad de los sexos.





- Enseguida, se reclama que el sistema mantiene en la incapacidad a la mujer casada ya que ésta se ve privada de la administración de sus bienes propios. Señaló que esto es exacto, pero hay que reducirlo a sus exactas dimensiones: los llamados bienes propios de la mujer son los bienes raíces aportados al matrimonio o los heredados o recibidos en donación. En la realidad social actual chilena son escasísimos los casos en los que se dan estos supuestos de ricas herederas en fincas y haciendas. No vio razón por la cual no pueda eliminarse esta administración y otorgársela a la mujer en caso de que lleguen a existir estos bienes.





- También se critica a la sociedad conyugal el que no funciona bien en caso de separación de hecho de los cónyuges, ya que la mujer quedaría sin posibilidad de gestionar los bienes sociales. Expresó que esto no puede reprocharse al sistema legal, sino a la falta de acceso a la justicia de familia de los sectores desposeídos, ya que la ley da solución clara a este problema posibilitando a la mujer requerir la autorización de la justicia o demandando la separación de bienes o la separación judicial conforme a la nueva Ley de Matrimonio Civil.





El profesor Corral indicó que, contrariamente a lo recién expuesto, el régimen de sociedad conyugal proporciona a la mujer beneficios de gran envergadura, de los cuales destacó los siguientes:





- Sólo a ella se le permite pedir la separación de bienes.





- Ella goza del beneficio de emolumento, por lo cual sólo responde con los gananciales por las deudas sociales.





- Tiene derecho, sin necesidad de declaración judicial o autorización marital, al patrimonio reservado, lo que le concede dos grandes beneficios que son una amplia libertad para gestionar los bienes adquiridos como producto de su trabajo, sin intervención del marido ni de la justicia, y la opción de renunciar a los gananciales del marido y liberarse de la responsabilidad por deudas contraídas por éste. Connotó que esto tiene gran relevancia ya que en una sociedad conyugal no sólo hay bienes, sino también obligaciones a las que hay que hacer frente.





- Curiosamente, los mismos que tachan al régimen de machista cuando observan la administración ordinaria del marido, ahora lo critican de feminista y dicen que consagra una discriminación en contra del marido. Le pareció que no toda diferencia de trato es discriminatoria si está justificada en la realidad social, cultural y económica, como justamente sucede con la mujer que claramente tiene una posición desventajosa en el desempeño de labores fuera del hogar. Se trata, dijo, ni más ni menos que de una discriminación positiva absolutamente legítima y conveniente.





Luego, el Profesor Corral se refirió al régimen de comunidad de gananciales que se ha propuesto.





Indicó que aunque el proyecto lo denomine “comunidad de gananciales”, en realidad este régimen se denomina en doctrina comparada “participación en los gananciales con comunidad diferida”. Opinando a su respecto, sostuvo que éste no reúne las condiciones técnicas ni de principios para que la ley lo proponga como el régimen prioritario, modélico o recomendable para la mayoría de las parejas, como sucede en el proyecto en comento.





Fundamentó su parecer, en primer lugar, en que el régimen propuesto no es un régimen de comunidad sino un régimen separatista, que pone más énfasis en la independencia y autonomía de los cónyuges que en el interés colectivo y la solidaridad familiar. Durante todo el matrimonio los cónyuges se consideran y se les trata como separados de bienes, cada uno gestiona su patrimonio de acuerdo a sus propios intereses y sólo cuando fenece el régimen surge la comunidad restringida a las adquisiciones a título oneroso.





Agregó que si bien se contempla la autorización conjunta para realizar ciertos actos de gestión, estos aparecen como restricciones a la administración separada y no como una expresión de un derecho común sobre esos bienes. El proyecto, connotó, evita hablar de bienes sociales o conyugales durante la vigencia del régimen.





Por lo mismo, prosiguió, no parece ser éste el régimen más concordante con el concepto de matrimonio y la comunidad de vida que éste implica, tal como aparece diseñado en el Código Civil y en la Ley de Matrimonio Civil.





Por otra parte, señaló que en el contexto comparado, se trata de un régimen exótico y minoritario, ya que sólo los países nórdicos y Alemania lo han instaurado como régimen legal. Francia, Italia, España, Portugal y, en general, Latinoamérica (salvo Colombia), no lo contemplan y  algunos países lo regulan como régimen opcional. Añadió que la mayoría de los países en las últimas décadas han introducido regímenes de comunidad actual con cogestión conyugal.





Finalmente, sostuvo que se trata de un régimen extraño a la tradición chilena que, como ya lo expresara, tiene más de cuatrocientos años de adhesión a un régimen comunitario y no separatista.





Manifestó que la experiencia de la ley Nº 19.335, de 1994, que también quiso introducir como régimen legal el sistema de participación en los gananciales (en su modalidad crediticia) y finalmente se decantó para ofrecerlo como alternativo a la sociedad conyugal, debería hacer meditar sobre los peligros de querer imponer modelos teóricos que no se condicen con la idiosincrasia y la cultura del pueblo. Los resultados, dijo, están a la vista pues el gran éxito que se auguraba al nuevo régimen se convirtió en un fiasco, tanto que ahora en este nuevo proyecto se propone su derogación pura y simple.





A todo lo anterior, añadió que el diseño que presenta el régimen de participación propuesto introduce evidentes perjuicios para la mujer; a saber:





- Causa un serio retroceso en cuanto a la libertad para administrar sus gananciales. La mujer casada queda en peor condición en el régimen propuesto que en el de sociedad conyugal con patrimonio reservado.





- Luego, se suprime beneficio de emolumento.





- Se suprime también la posibilidad de renuncia a gananciales del marido con irresponsabilidad absoluta de las deudas contraídas por aquel.





Por otra parte, observó serios problemas de técnica legislativa. Por ejemplo, estaría mal regulado el pasivo y su distribución, tanto durante el régimen como con posterioridad a él. Además, no existe la institución de las recompensas y no se sabe por qué, cuando estas son indispensables para restaurar equilibrios patrimoniales rotos durante la vigencia del régimen. Por poner un ejemplo, planteó que si un cónyuge acepta una herencia con bienes y deudas, resulta que los bienes hereditarios no entrarán en la comunidad, pero las deudas las pagará con gananciales, y el otro cónyuge no tendrá manera de evitar ese perjuicio.





Enseguida, el profesor Corral se explayó sobre la coexistencia de varios regímenes.





Dijo que es cierto que la coexistencia de varios regímenes puede complicar el tráfico jurídico. Sin embargo, ello sucederá sólo si las reglas no son claras y si no hay mecanismos de certeza jurídica para que los terceros certifiquen el tipo de régimen que se aplica a sus cocontratantes.





Informó que la tendencia mundial es establecer una pluralidad de estatutos matrimoniales e incluso dejar que sean los mismos cónyuges los que diseñen su régimen en capitulaciones antenupciales. Puede verse, por ejemplo, el Código de Brasil de 2002, que parte dejando libertad a los cónyuges para dictar sus reglas y luego establece como régimen legal el de comunidad parcial, pero se proponen como opcionales el de comunidad total, el de separación y el de participación con comunidad diferida.





A su juicio, no parece haber inconvenientes en que convivan en la legislación chilena los regímenes de participación, sociedad conyugal y separación de bienes. De hecho, es lo que hoy existe, sólo que la participación es de crédito y no de comunidad.





Advirtió, sin embargo, que habría que meditar bien cuál debe ser propuesto por la ley como el régimen legal. Sobre este punto, le pareció que lo más prudente es mantener como régimen legal el de sociedad conyugal, convenientemente modificado de modo de dar equiparidad en la administración, concediendo a la mujer la gestión de sus bienes propios y manteniendo el patrimonio reservado de la mujer casada. Se dejarían los regímenes de participación y de separación como opcionales. Incluso, no vio problema en mantener el régimen de participación con modalidad de crédito.





Agregó que si se insistiera en eliminar como régimen legal el de sociedad conyugal, quizás más coherente sería establecer como legal el régimen de separación legal, es decir, que se permita a los cónyuges regular sus relaciones por el derecho común (sobre comunidades, sociedades, etc.), y mantener como alternativas equivalentes el de participación y el de sociedad conyugal. Los cónyuges elegirían según sus preferencias y su libre decisión y se podría establecer una obligación del Oficial del Registro Civil de requerir una voluntad expresa de los cónyuges en forma previa al matrimonio, bajo sanción de no celebrar el matrimonio.





Finalizando su alocución, el profesor Corral aludió a la conveniencia de estudiar en forma muy acuciosa esta relevante materia, que reclama de una técnica jurídica muy perfeccionada en la cual debe evitarse toda precipitación.





Sobre el particular, sugirió incorporar al debate a las distintas Facultades de Derecho así como a diversos especialistas. Incluso, propuso contar con la colaboración de un comité técnico de profesores y expertos para afinar la redacción de los textos, manteniendo, por cierto, la decisión final y la definición de las políticas de fondo al legislador.





Enseguida, la Comisión escuchó al Profesor señor Enrique Pérez Levetzow.




El mencionado académico expresó, en primer término, que el proyecto en análisis se refiere a un cierto tipo de familia, la mayoritariamente existente en Chile, cual es la familia matrimonial, la que, sin embargo, coexiste con diversas otras formas de familias no matrimoniales. En nuestra realidad social, connotó, hay parejas que se casan y otras que simplemente conviven sin contraer matrimonio y, además, hay grupos sociales que llegan a constituir tipos de familia que ni siquiera tienen como base a una pareja.





Expresó que la ley que intenta regular el régimen patrimonial generalmente va detrás de la dinámica social, la cual normalmente nos aventaja. En este sentido, los tribunales de familia están creando jurisprudencia, por ejemplo, en materia de relaciones entre personas del mismo sexo, cuestión que la ley desconoce absolutamente. Sin embargo, cuando una pareja de este tipo concurre al tribunal, éste, de acuerdo a la ley de violencia intrafamiliar, ha sancionado a uno de ellos como agresor del otro, que es víctima. Se trata de creaciones jurisprudenciales que van más allá de la letra de la ley y que resultan necesarias atendida la realidad social.





Reiteró que, por esto, es preciso tener en vista que el proyecto de ley en estudio se refiere solamente a un sector social: aquel que contrae matrimonio, debiendo connotarse que crecientes segmentos de nuestra comunidad hoy optan por la convivencia sin vínculo matrimonial.





En cuanto a los planteamientos sobre la necesidad de mejorar la condición jurídica de la mujer, advirtió que a ello se está llegando luego de una larga evolución cultural e institucional. En efecto, dijo, en sus orígenes, en 1855, en una sociedad eminentemente agraria, donde la mujer era mayoritariamente analfabeta, pareció adecuado el régimen propuesto por don Andrés Bello que consistió en que la mujer pasara de la potestad paterna a la marital. Analizado en el contexto en que fue dictado el Código Civil, puede sostenerse que estableció en esta materia normas justas o razonables, por cuanto considerar a la mujer relativamente incapaz era una medida de protección pues ella necesitaba, efectivamente, ser representada por el marido para evitar ser víctima de cualquier tipo de atropello.





Pero, advirtió, se ha evolucionado significativamente desde esa situación hasta el proyecto en discusión. Observó que las mujeres en nuestro país alcanzaron su capacidad jurídica hace no más de veinte años. Resaltó, además, que esta evolución se ha alcanzado, en parte, por conductas concretas asumidas por las propias personas y, en ocasiones, por decisiones de los tribunales.





Indicó que, actualmente, el régimen patrimonial del matrimonio, es decir, el estatuto jurídico que regla las relaciones patrimoniales de los cónyuges entre sí y de éstos con terceros, es un ámbito que se ubica entre los dos grandes campos del Derecho Civil: el derecho patrimonial y el de familia. Entremedio se ubica este híbrido que es el derecho patrimonial del matrimonio, el cual, señaló, debe ser corregido.





Sin embargo, dijo, éste debe arreglarse en coherencia con las normas del resto de la legislación. Sobre este aserto, explicó que al momento de su dictación, nuestro Código Civil fue un todo coherente y armónico. Hoy, en cambio, a raíz de sucesivas enmiendas parciales, ha perdido sus características originales de sistematicidad. Lo mismo ha ocurrido con sus leyes complementarias. Este es un problema grave, aseguró, pues las normas utilizan unos mismos términos en sentidos distintos y van perdiendo claridad, todo lo cual afecta el principio de la seguridad jurídica.





En este sentido, concordó con una afirmación anterior en cuanto a que el régimen patrimonial debe responder a los cónyuges y también a los terceros, pero, al mismo tiempo, debe ser acorde con los tiempos que se viven y con las prácticas sociales actuales. Indicó, por ejemplo, que la expresión “el marido es el jefe de la sociedad conyugal” es parte de un todo y es una idea que se integra a un determinado contexto. Sin embargo, alude a una realidad que hoy está obsoleta pues ninguna mujer aspira a casarse para tener un “jefe”; al revés, hoy las relaciones de familia son de afecto e igualdad.





Continuó señalando que el proyecto en estudio está más de acuerdo con la actualidad social y representa, por lo tanto, una puesta al día del Código Civil en esta materia, Código que se ve tan atrasado en otras de sus disposiciones, como las referidas a las abejas, a las palomas o a los tesoros.





Discrepó de la sugerencia hecha anteriormente en cuanto a mantener diversos regímenes patrimoniales para el matrimonio. Subrayó, en este sentido, que si bien estadísticamente el de sociedad conyugal es muy utilizado, lo es por inercia, por el silencio de los contrayentes, que, normalmente, desconocen el régimen patrimonial que adoptan al casarse pues no eligen expresamente alguno determinado. No tiene sentido, añadió, modernizarse y al mismo tiempo mantener sistemas antiguos.





En síntesis, planteó que el régimen de participación propuesto debe ser el régimen legal o supletorio de la voluntad de las partes, pero agregó que ello debe informarse en forma expresa a los contrayentes.





Afirmó que este régimen es más justo que el de sociedad conyugal y, además, permite la realización personal de los cónyuges en el ámbito patrimonial.





Señaló, sin embargo, que una de las debilidades del proyecto es que el nuevo régimen mantiene el acento en los bienes inmuebles, en circunstancias en que hoy en día los valores más significativos no son necesariamente de esa naturaleza.





Si evolutivamente la participación de la mujer ha variado de una incapacidad relativa por el hecho de casarse hasta una plena capacidad, es necesario avanzar en esta dirección, no por caprichos doctrinarios, sino para ajustarse a la realidad social. Las mujeres actualmente desempeñan una actividad normal, se educan en igual medida que los hombres, participan en la vida social, tienen sus propias ideas, se expresan, se manifiestan y pueden administrar sus bienes. En síntesis, esta nueva realidad debe plasmarse en una legislación matrimonial para aquellas parejas que deciden formar una familia de ese mismo carácter.





Concluyó señalando que, sin prejuicio de diversas enmiendas menores que deben introducirse en la redacción de algunas de sus normas, la iniciativa en estudio resulta altamente beneficiosa y positiva.





Finalizadas las intervenciones reseñadas precedentemente y analizados los demás antecedentes recibidos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, formuló distintas observaciones respecto de los alcances del nuevo régimen propuesto y de las diferencias que éste ofrece en relación a la sociedad conyugal y a la separación total de bienes.





Planteó la necesidad de profundizar el estudio del nuevo sistema, específicamente acerca de aspectos como la administración de los bienes que los cónyuges adquieren durante la vigencia el régimen de comunidad de gananciales. Este punto, agregó, reviste particular importancia en familias de bajos ingresos que, por ejemplo, adquieren un bien raíz para que la familia lo habite, con la ayuda de un subsidio estatal. Es necesario, acotó, precaver los derechos del cónyuge que aportó todos sus recursos y no figura como titular del dominio ni la administración, cuando ocurre una separación.





Por otra parte, también consideró importante evaluar la posibilidad de dar el carácter de régimen legal a la separación total de bienes.





El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, compartió las aprensiones consignadas en el párrafo precedente y destacó la importancia de analizar estos temas cuidadosamente, durante la discusión en particular.





El Honorable Senador señor Prokurica señaló que efectivamente algunos aspectos del régimen de sociedad conyugal pueden aparecer como discriminatorios. Sin embargo, opinó que solucionar esta vulneración del principio constitucional de igualdad a través de la creación del régimen patrimonial propuesto podría dar lugar al surgimiento de otros problemas de tipo práctico en nuestra sociedad. Conjeturó si no sería preferible optar por la separación total de bienes como régimen supletorio de la voluntad de los contrayentes. Éste, al menos, agregó, evitaría toda suerte de dudas y confusiones.





El Honorable Senador señor Larraín destacó la importancia de esta discusión, en la que concurren relevantes factores de índole práctica y teórica. Reiteró que la sociedad conyugal surge como forma de proporcionar protección a la mujer, la que normalmente se dedicaba sólo al cuidado del hogar, sin percibir remuneraciones de ninguna especie.





Con el paso del tiempo, parece entendible, dijo, que se aspire a buscar una mayor igualdad. Sin embargo, hizo notar la lentitud con que la mujer se ha incorporado al mundo laboral en nuestro medio. En efecto, recalcó que en el año 2005 solamente alrededor del 35% de las mujeres figuraba como población económicamente activa, lo que es un porcentaje bajo. Debe tenerse presente, además, que dentro de este porcentaje muchas mujeres que trabajan perciben ingresos menores que los varones.





Sostuvo que lo previsible es que el 65% restante de mujeres chilenas se mantendrá marginada del trabajo remunerado al menos por una generación más. Por ello, concluyó, parece insoslayable que el sistema patrimonial del matrimonio siga teniendo un afán protector respecto de la mujer. En este sentido, opinó que al mantenerse la realidad que justificó el surgimiento de la sociedad conyugal, ésta también debe preservarse.





De esta manera, aun cuando consideró justificado buscar un régimen más moderno, dijo que ello debía hacerse en el entendido que no se elimine la sociedad conyugal.





Por lo mismo, argumentó que le preocupaba lo anunciado por la Ministra señora Albornoz en cuanto a que el Ejecutivo insistiría en su supresión.





La mencionada señora Ministra insistió en que el sistema de sociedad conyugal seguirá motivando reparos, independientemente de las enmiendas que le fueron introducidas durante el primer trámite. Adujo que el permitir la existencia de un patrimonio reservado para el cónyuge no administrador -según los términos aprobados por la Cámara de Diputados- importa riesgos y cierta desprotección para el patrimonio familiar.





Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó que, en este momento, lo esencial para el Gobierno era la aprobación del nuevo régimen.





Finalizada la discusión general de la iniciativa, la Comisión resolvió darle su aprobación, dejando constancia que durante la fase de discusión particular se le introducirán los perfeccionamientos y ajustes que sean procedentes.


En virtud de las consideraciones expuestas, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, dio su aprobación en general al proyecto de ley en estudio.


Fundamentando su voto favorable, el Honorable Senador señor Larraín señaló que éste no implicaba dejar de lado las inquietudes y reservas antes expresadas frente a un proyecto que introduce reformas verdaderamente sustantivas a nuestro ordenamiento civil. Hizo presente una vez más la importancia de la protección que ha proporcionado el régimen se sociedad conyugal a la mujer, lo que justifica mantener dicho sistema, sin perjuicio de mejorarlo. Instó a asumir este propósito durante la fase de discusión en particular, comprometiéndose desde ya a ello.

- - -


En consecuencia, habida consideración del acuerdo precedentemente adoptado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponeros la aprobación en general del proyecto en los términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.


A título ilustrativo, se consigna su texto, que es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil:


1. Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:


"Artículo 26. Llámase infante, niño o niña toda persona que no ha cumplido siete años; impúber, la mujer que no ha cumplido doce años y el varón que no ha cumplido catorce; adulto o adulta, la persona que ha dejado de ser impúber; mayor de edad, o simplemente mayor, la que ha cumplido dieciocho años; y menor de edad, o simplemente menor, la que no ha llegado a cumplirlos.".


2. Introdúcense en el artículo 44 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "los hombres" por "las personas".


b) Derógase el inciso cuarto. 


c) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase "un hombre juicioso" por "una persona juiciosa".


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 84 por el siguiente:


"Artículo 84. En virtud del decreto de posesión provisoria, quedará disuelto el régimen de bienes del matrimonio que hubiera habido con el desaparecido; se procederá a la apertura y publicación del testamento, si el desaparecido hubiera dejado alguno, y se dará posesión provisoria a los herederos presuntivos.".


4. Sustitúyese el epígrafe del Título VI del Libro I, por el siguiente: "DE LOS DERECHOS Y DEBERES ENTRE LOS CÓNYUGES".


5. Elimínase el epígrafe del párrafo 1 del Título VI, denominado “§ 1. Reglas generales”.


6. Agréganse en el artículo 131, que pasa a ser 132, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El adulterio constituye una grave infracción al deber de fidelidad que impone el matrimonio y da origen a las sanciones que la ley prevé.


Cometen adulterio el hombre o mujer casados que mantengan relaciones sexuales con persona que no sea su cónyuge.”.


7. Sustitúyese el artículo 132, que pasa a ser 131, por el siguiente:


"Artículo 131. La mujer y el marido gozan de iguales derechos y tienen los mismos deberes.”.


8. Sustitúyese el artículo 134 por el siguiente:


"Artículo 134. Cualquiera sea el régimen de bienes que exista entre los cónyuges, éstos deben proveer a las necesidades de la familia común, atendiendo a sus facultades económicas.


El juez, si fuere necesario, reglará la contribución.”.


9. Derógase el artículo 135.


10. Sustitúyese el artículo 136 por el siguiente:


"Artículo 136. Los cónyuges serán obligados a suministrarse los auxilios que necesiten para sus acciones o defensas judiciales. El marido y la mujer deberán proveerse recíprocamente de las expensas para la litis que siga uno en contra del otro, si alguno de ellos careciere de los recursos necesarios para tal fin o éstos fueren insuficientes.


En el caso de existir sociedad conyugal, el cónyuge administrador deberá proveer al otro de las expensas para la litis que éste siga en su contra, si no tiene los bienes a que se refieren los artículos 159-1, 159-2 y 159-3 o ellos fueren insuficientes.”.


11. Deróganse los artículos 137, 138, 138 bis y 139.


12. Sustitúyense los artículos 140 a 150 del Título VI del Libro I, por el siguiente Título VI-A, nuevo:

"TÍTULO VI-A

DE LOS BIENES FAMILIARES


Artículo 140. Podrán ser declarados bienes familiares y se regirán por este título, cualquiera que sea el régimen del matrimonio:


a) el inmueble de propiedad de cualquiera de los cónyuges o de ambos que sirva de residencia principal de la familia; 


b) el derecho de usufructo que cualquiera de los cónyuges o ambos tengan sobre el inmueble que sirva de residencia principal de la familia;


c) los derechos o acciones que cualquiera de los cónyuges o ambos tengan en sociedades propietarias del inmueble que sirva de residencia principal de la familia, o de los muebles que la guarnecen;


d) los bienes muebles de propiedad de cualquiera de los cónyuges o de ambos que guarnezcan el inmueble que sirva de residencia principal de la familia.


Se presumirá que es residencia principal de la familia el inmueble en el que los cónyuges  han establecido el hogar común, aunque medie separación de hecho.


Artículo 141. La declaración de bien familiar podrá hacerse de común acuerdo entre los cónyuges, mediante escritura pública, o por el juez en procedimiento sumario a petición de cualquiera de ellos. 


El demandante especificará en su presentación el o los bienes cuya declaración como bien familiar solicita. En su primera resolución, el juez declarará provisoriamente como familiar el o los bienes de que se trate, cualquiera que sea su naturaleza, y ordenará su subinscripción al margen de la respectiva inscripción conservatoria de dominio en los casos de las letras a) y b) del artículo anterior. En el caso de la letra c), y tratándose de sociedades de personas, dicha resolución deberá anotarse al margen de la inscripción social respectiva, si la hubiere, y si fuere una sociedad anónima, la anotación se hará en el registro de accionistas. Estas subinscripciones podrán practicarse como medida prejudicial, antes de la notificación de la demanda. En este juicio los cónyuges gozarán de privilegio de pobreza.


Tratándose de una declaración de común acuerdo, la escritura pública referida en el inciso primero también deberá subinscribirse en los términos señalados en el inciso anterior. Para este efecto, los notarios públicos de turno y conservadores correspondientes, deberán proporcionar a los solicitantes, gratuitamente y libre de toda clase de impuesto la referida escritura pública, y practicar las subinscripciones que se les soliciten.


Artículo 142. El bien de que se trate se entenderá constituido provisoriamente en bien familiar al momento de la subinscripción indicada en el artículo anterior, la que deberá efectuarse en todo caso, dentro de los 30 días siguientes de ejecutoriada la resolución que la ordena. En el caso de bienes muebles, la constitución provisoria de bien familiar se entenderá efectuada a partir de la fecha de la escritura pública o de la notificación de la primera resolución judicial.


Otorgada la escritura pública a que se refiere el artículo 141 o ejecutoriada la sentencia definitiva que concede la declaración de bien familiar, deberá efectuarse, dentro del plazo de 30 días, la inscripción correspondiente en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Si la sentencia definitiva rechaza la demanda de bien familiar, el juez deberá ordenar la cancelación de la subinscripción a que se refiere el inciso primero.


Artículo 143. La constitución de un bien como familiar no perjudicará a los acreedores que el cónyuge propietario tenía a la fecha de su constitución.


Si uno o ambos cónyuges actuaren fraudulentamente para constituir un bien como familiar, deberán indemnizar los daños causados, sin perjuicio de la sanción penal que pudiere corresponder.


Artículo 144. No se podrán enajenar o gravar voluntariamente, ni prometer gravar o enajenar, los bienes familiares, sino con la autorización del cónyuge no propietario. La misma limitación regirá para la celebración de contratos de arrendamiento, comodato o cualesquiera otros que concedan derechos personales de uso o de goce sobre algún bien familiar, y para realizar cualquier acto como socio o accionista de la sociedad respectiva, que signifique la enajenación, gravamen o cesión de la tenencia del inmueble que sirva de residencia principal de la familia o de los muebles que la guarnecen. La autorización a que se refiere este artículo deberá ser específica y otorgada por escrito, o por escritura pública si el acto exigiere esta solemnidad, o interviniendo expresa y directamente de cualquier modo en el mismo. Podrá prestarse en todo caso por medio de mandato especial que conste por escrito o por escritura pública según el caso.


Artículo 145. El cónyuge no propietario, cuya voluntad no se haya expresado en conformidad con lo previsto en el artículo anterior, podrá pedir la rescisión del acto y ejercer la acción reivindicatoria que procediere, para lo cual se le entenderá subrogado en los derechos del cónyuge propietario.


Los terceros vencidos se entenderán de mala fe para los efectos de las obligaciones restitutorias que la declaración de nulidad o la reivindicación originen, salvo en los casos de la letra c) del artículo 140, cuando la inscripción no sea requisito de constitución de la persona jurídica, y de la letra d) del mismo artículo.


Artículo 146. En los casos del artículo 144, la voluntad del cónyuge no propietario podrá ser suplida por el juez en caso de imposibilidad o negativa que no se funde en el interés de la familia. El juez procederá con conocimiento de causa y con citación del cónyuge cuya voluntad se requiere.


Artículo 147. Los cónyuges, de común acuerdo, podrán desafectar un bien familiar, mediante escritura pública anotada al margen de la inscripción respectiva, para lo cual regirá lo dispuesto en el inciso final del artículo 141. En los casos señalados en la letra c) del artículo 140, cuando la inscripción no sea requisito de constitución de la persona jurídica, y en el de la letra d) del mismo artículo, los bienes se entenderán desafectados por la sola concurrencia de ambos cónyuges a alguno de los actos referidos en el artículo 144.


En caso de desacuerdo, el cónyuge propietario podrá pedir al juez la desafectación de un bien familiar, fundado en que no está actualmente destinado a los fines que indica el artículo 140, lo que deberá probar. El juez procederá en conformidad con el procedimiento sumario y en la sentencia en que acoja la demanda ordenará la cancelación de las inscripciones que se hayan practicado.


Igual regla se aplicará en el caso de disolución del matrimonio; el propietario del bien familiar o cualquiera de sus causahabientes podrán solicitar al juez su desafectación, debiendo probar que existe el mencionado fundamento.


Artículo 148. Durante el matrimonio o después de su disolución, el juez podrá constituir, prudencialmente, a favor del cónyuge no propietario, derechos de usufructo, uso o habitación sobre los bienes familiares, ordenando su subinscripción al margen de la respectiva inscripción conservatoria de dominio.


En la constitución de esos derechos y en la fijación del plazo que les pone término, el juez tomará especialmente en cuenta el interés de los hijos, cuando los haya, y las fuerzas patrimoniales de los cónyuges.


El tribunal podrá, en estos casos, fijar otras obligaciones o modalidades si así pareciere equitativo.


La declaración judicial a que se refiere el inciso primero servirá como título para todos los efectos legales.


La constitución de los mencionados derechos sobre bienes familiares no perjudicará a los acreedores que el cónyuge propietario tenía a la fecha de su constitución, ni aprovechará a los acreedores que el cónyuge no propietario tuviere en cualquier momento.

Articulo 149. Los bienes familiares no podrán embargarse por deudas posteriores a su inscripción como tales, salvo que se trate de gravámenes constituidos con arreglo a lo dispuesto en el artículo 144 o de obligaciones provenientes de impuestos que graven directamente el inmueble de que se trate.


Serán embargables los frutos que produzca el bien familiar en cuanto no sean indispensables para satisfacer las necesidades de la familia. En ningún caso podrá afectar el embargo más del cincuenta por ciento de dichos frutos. 


Artículo 150. Es nula cualquiera estipulación que contravenga las disposiciones de este Título.”.


13. Agrégase el siguiente Título VI-B, nuevo:

“TÍTULO VI-B

DE LAS CONVENCIONES MATRIMONIALES.


Artículo 151-1. Se conocen con el nombre de capitulaciones matrimoniales las convenciones de carácter patrimonial que celebren los esposos antes de contraer matrimonio o en el acto de su celebración.


Artículo 151-2. En las capitulaciones matrimoniales que se celebren en el acto del matrimonio, sólo podrá pactarse separación de bienes o sociedad conyugal.


Artículo 151-3. Las capitulaciones matrimoniales se otorgarán por escritura pública, y sólo valdrán entre las partes y respecto de terceros desde el día de la celebración del matrimonio, y siempre que se subinscriban al margen de la respectiva inscripción matrimonial al tiempo de efectuarse aquél o dentro de los treinta días siguientes. Pero en el caso a que se refiere el artículo anterior, bastará que ese pacto conste en dicha inscripción. Sin este requisito no tendrán valor alguno.


Las escrituras otorgadas antes del matrimonio, y que alteren o adicionen las capitulaciones matrimoniales, no valdrán si no cumplen con las solemnidades prescritas en este artículo para las capitulaciones mismas.


Celebrado el matrimonio, las capitulaciones podrán alterarse, con el consentimiento de ambos cónyuges, en la forma establecida en el artículo 151-9.


Artículo 151-4. Las capitulaciones matrimoniales no contendrán estipulaciones contrarias a las buenas costumbres ni a las leyes. No irán, pues, en detrimento de los derechos y deberes que las leyes señalan a cada cónyuge respecto del otro o de los descendientes comunes.


Artículo 151-5. Por el mero hecho del matrimonio, a falta de pacto en contrario, se entenderá contraído el régimen de comunidad de gananciales entre los cónyuges.


Los que se hayan casado en país extranjero y pasaren a domiciliarse en Chile se mirarán como separados de bienes, a menos que probaren lo contrario o que, al inscribir su matrimonio en el Registro de la Primera Sección de la comuna de Santiago, pacten en ese acto régimen de comunidad de gananciales o sociedad conyugal, dejándose constancia de ello en la inscripción. Para efectuar dicha inscripción se exhibirá al Oficial del Registro Civil que corresponda el certificado de matrimonio debidamente legalizado.


El plazo a que se refiere el artículo 151-3 para inscribir cualquier otra capitulación matrimonial otorgada entre cónyuges casados en país extranjero, se contará desde la fecha de la inscripción del matrimonio en Chile.


Artículo 151-6. En las capitulaciones matrimoniales podrá estipularse separación de bienes o sociedad conyugal, casos en los cuales se seguirán las reglas dadas en los títulos respectivos.


Si se estipulare que uno de los cónyuges provea al otro de una determinada pensión periódica, este pacto podrá modificarse por voluntad de ambas partes o por resolución judicial. En el primer caso, el acuerdo deberá celebrarse en conformidad a lo dispuesto por el artículo 151-9. La resolución judicial requerirá de subinscripción al margen de la inscripción matrimonial, momento a partir del cual producirá efectos entre las partes y respecto de terceros.


Artículo 151-7. El menor hábil para contraer matrimonio podrá hacer en las capitulaciones matrimoniales, con aprobación de la persona o personas cuyo consentimiento le haya sido necesario para el matrimonio, todas las estipulaciones de que sería capaz si fuese mayor; menos las que tengan por objeto renunciar los gananciales, o enajenar bienes raíces, o gravarlos con hipotecas, censos o servidumbres. Para las estipulaciones de estas clases será siempre necesario que la justicia autorice al menor.


El que se halla bajo curaduría por otra causa que la menor edad, necesitará de la autorización de su curador para las capitulaciones matrimoniales, y en lo demás estará sujeto a las mismas reglas que el menor.


Artículo 151-8. En las capitulaciones matrimoniales no se podrá pactar régimen patrimonial alguno que tenga principio antes o después de contraerse el matrimonio; toda estipulación en contrario es nula.


Artículo 151-9. Durante el matrimonio, los cónyuges mayores de edad podrán, por una sola vez, sustituir el régimen patrimonial vigente por otro.


El pacto que los cónyuges celebren en conformidad a este artículo deberá otorgarse por escritura pública y no surtirá efectos entre las partes ni respecto de terceros, sino desde que esa escritura se subinscriba al margen de la respectiva inscripción matrimonial. Esta subinscripción sólo podrá practicarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la escritura. El pacto que en ella conste no perjudicará, en caso alguno, los derechos válidamente adquiridos por terceros respecto del marido o de la mujer y, una vez celebrado, no podrá dejarse sin efecto por el mutuo consentimiento de los cónyuges.


En la escritura pública referida en el inciso anterior podrán los cónyuges liquidar la comunidad de gananciales o la sociedad conyugal, o celebrar otros pactos lícitos, o una y otra cosa; pero todo ello no producirá efecto alguno entre las partes ni respecto de terceros, sino desde la subinscripción antes aludida.


Las mismas normas se aplicarán a los matrimonios celebrados en país extranjero que pretendan sustituir el régimen pactado al inscribir su matrimonio en Chile, por otro.


Los pactos a que se refieren este artículo y el artículo 151-2, no son susceptibles de condición, plazo o modo alguno.


Artículo 151-10. En las capitulaciones matrimoniales o en los pactos que los cónyuges celebren en conformidad al artículo anterior, se podrán designar los bienes que cada uno de los comparecientes tenga a esa fecha, con expresión de su valor, y hacer una relación circunstanciada de las deudas de cada uno.


Las omisiones o inexactitudes en que bajo este respecto se incurra, no anularán la respectiva convención.”.


14. Agrégase, a continuación del Título VI-B, el siguiente Título VI-C, nuevo:

“TITULO VI-C

DEL RÉGIMEN DE COMUNIDAD DE GANANCIALES

§ 1. Regla general


Artículo 152. En el régimen de comunidad de gananciales, los patrimonios del marido y de la mujer se mantienen separados y cada uno de ellos administra, goza y dispone libremente de lo suyo; sin perjuicio de las obligaciones y limitaciones que en el presente título se les imponen.


Al término del régimen de bienes se forma entre los cónyuges, o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del otro, una comunidad que se rige por las normas de este título, y por aquellas contenidas en el párrafo 3 del Título XXXIV del Libro IV.

§ 2. De la administración del patrimonio de los cónyuges durante la vigencia del Régimen de Comunidad de Gananciales


Artículo 153-1. Durante la vigencia del régimen de comunidad de gananciales ninguno de los cónyuges podrá, sin autorización del otro, enajenar o gravar voluntariamente, ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces que hayan sido adquiridos a título oneroso durante la vigencia del régimen.


Tampoco podrán, sin dicha autorización, arrendar o ceder la tenencia de los bienes raíces a que se refiere el inciso anterior.


Del mismo modo, necesitarán de la autorización del otro cónyuge para constituirse en avalista, codeudor solidario o fiador respecto de las obligaciones contraídas por terceros, como también para otorgar cualquiera otra clase de caución respecto de esas mismas obligaciones.


La autorización deberá ser específica, otorgada por escrito o por escritura pública, si el acto exigiere esta solemnidad, o interviniendo expresa y directamente en el mismo. Podrá prestarse, en todo caso, por medio de mandato especial constituido por escritura pública.


La autorización de que trata este artículo podrá ser suplida por el juez, con conocimiento de causa y citación del otro cónyuge, si éste la negare sin justo motivo. Podrá, asimismo, ser suplida por el juez en caso de algún impedimento que no sea de aquellos preceptuados en el artículo 153-3, inciso primero, y de la demora se siguiere perjuicio. El juez deberá tomar los resguardos al dar dicha autorización, hasta que el impedimento antes mencionado se subsane, para evitar todo fraude al otro cónyuge. Pero no podrá suplirse dicha autorización si el otro cónyuge se opusiere a la donación de cualquiera de los bienes señalados en el inciso primero.


Artículo 153-2. Los actos ejecutados sin cumplir con los requisitos prescritos en el artículo precedente adolecerán de nulidad relativa. La acción podrá deducirse durante toda la vigencia del régimen de comunidad de gananciales y hasta cuatro años después de su terminación. En ningún caso podrá solicitarse pasados diez años desde la celebración del acto o contrato.


La nulidad o inoponibilidad anteriores podrán ser impetradas por el cónyuge cuya voluntad se omitió, por sus herederos o cesionarios.


Artículo 153-3. En el caso de incapacidad de cualquiera de los cónyuges, o ausencia en los términos prescritos en el artículo 473, administrará sus bienes quien hubiere sido nombrado su curador o curador de bienes según las reglas generales. Los actos y contratos señalados en el artículo 153-1 que celebre el curador deberán contar con autorización del otro cónyuge.


Con todo, si la mujer hubiere sido nombrada curadora de su marido o de sus bienes, o el marido lo hubiere sido de su mujer o de los bienes de ésta, requerirá autorización judicial con conocimiento de causa para la celebración de los referidos actos o contratos. Se aplicarán en estos casos las disposiciones del artículo 153-2.


Artículo 153-4. Si el cónyuge no quisiere tomar sobre sí la administración de los bienes del otro cónyuge, ni mantener el régimen de comunidad de gananciales con un curador que administra los bienes del otro cónyuge, podrá pedir la separación de bienes, procediéndose a la liquidación del régimen existente.


Artículo 153-5. Los contratos que celebren los cónyuges entre sí se regirán por las disposiciones que respecto de cada uno contienen las leyes.


Con todo, no tendrá valor la cláusula de irrevocabilidad en los mandatos otorgados entre cónyuges.


Artículo 153-6. Los cónyuges deben informarse recíproca y periódicamente sobre la situación patrimonial y estado de sus negocios. El juez conocerá de esta materia breve y sumariamente, a petición de uno de los cónyuges.

§ 3. Del activo y el pasivo de la comunidad formada a la disolución del Régimen de Comunidad de Gananciales


Artículo 154-1. El haber de la comunidad que se forma al término del régimen entre los cónyuges o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del otro, se compone:


1º De todos los bienes existentes al término del régimen, cualquiera que sea su naturaleza, que hayan sido adquiridos a título oneroso por cualquiera de los cónyuges durante la vigencia de éste.


2º De las concesiones mineras otorgadas a uno de los cónyuges o a ambos durante la vigencia del régimen.


3º De los frutos, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que se encuentren pendientes al momento de la formación de la comunidad, que provengan de los bienes que ingresaron a ella.


4° De los ingresos y remuneraciones provenientes del trabajo material o intelectual, conjunto o separado de los cónyuges, que se encuentren pendientes al momento de la formación de la comunidad.


Artículo 154-2. Los bienes muebles o inmuebles adquiridos por cualquiera de los cónyuges o por ambos a título de donación, herencia o legado, no ingresarán al haber de la comunidad y se mantendrán en el patrimonio del cónyuge donatario, heredero o legatario.


Artículo 154-3. No obstante lo dispuesto en el artículo 154-1, no entrarán a componer el haber común:


1º El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble de alguno de los cónyuges conforme al artículo 154-7;


2º Las cosas compradas con valores de uno de los cónyuges destinados a ello en las capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio, y


3º Todos los aumentos materiales que acrezcan a cualquier bien de uno de los cónyuges, adquirido con anterioridad al inicio del régimen de comunidad de gananciales o durante su vigencia a título gratuito, formando un mismo cuerpo con él, salvo que tales aumentos se hayan producido por causa onerosa durante el régimen, caso en el cual el mayor valor pertenecerá a la comunidad que se forme a la terminación del mismo.


Artículo 154-4. Si uno de los cónyuges fuere dueño de un terreno adquirido antes del inicio del régimen o durante su vigencia a título gratuito, y él o su cónyuge adquiriese otro terreno contiguo a título oneroso, del que el primero no pudiese desmembrarse sin daño, al término del régimen, la comunidad y el dicho cónyuge serán comuneros del todo a prorrata del valor de sus respectivas cuotas.


Artículo 154-5. Si uno de los cónyuges fuere dueño en común con otros de un bien adquirido antes del inicio del régimen, o durante su vigencia a título gratuito, y durante la vigencia del mismo se hiciere dueño del todo a título oneroso, ese bien pertenecerá proindiviso al terminar el régimen, a dicho cónyuge y a la comunidad que se forme, a prorrata del valor de la cuota que pertenecía al primero, y de lo que haya costado la adquisición del resto.


Artículo 154-6. La parte del tesoro, que según la ley pertenece al que lo encuentra, se agregará al haber del cónyuge que lo encuentre y no ingresará al haber de la comunidad al término del régimen. La parte del tesoro que según la ley pertenece al dueño del terreno en que se encuentra se agregará al haber del cónyuge propietario, y seguirá la suerte de dicho terreno.


Artículo 154-7. Para que un inmueble se entienda subrogado a otro inmueble que uno de los cónyuges haya adquirido antes del inicio del régimen o durante su vigencia a título gratuito, es necesario que el segundo se haya permutado por el primero, o que, vendido el segundo durante la vigencia del régimen, se haya comprado con su precio el primero; y que en la escritura de permuta o en las escrituras de venta y de compra se exprese el ánimo de subrogar.


Puede también subrogarse un inmueble a valores de uno de los cónyuges, y que no consistan en bienes raíces; mas para que valga la subrogación, será necesario que los valores hayan sido destinados a ello, en conformidad al número 2º del artículo 154-3, y que en la escritura de compra del inmueble aparezca la inversión de dichos valores y el ánimo de subrogar.


Si se subroga un inmueble a otro y el precio de venta del antiguo inmueble excediere al precio de compra del nuevo, este exceso y lo que con él se adquiera no ingresará a la comunidad; y si, por el contrario, el precio de compra del nuevo inmueble excediere el precio de venta del antiguo, este nuevo inmueble, al término del régimen de comunidad de gananciales, pertenecerá proindiviso a dicho cónyuge y a la comunidad que se forme, a prorrata de sus respectivas cuotas. 


Si, permutándose dos inmuebles, se recibe un saldo de dinero, ese saldo y lo que con él se adquiera no ingresarán a la comunidad, y si, por el contrario, se pagare un saldo, no habrá subrogación en el exceso y, al término del régimen de comunidad de gananciales, el inmueble pertenecerá proindiviso a ese cónyuge y a la comunidad que se forme, en proporción de sus respectivas cuotas.


La misma regla se aplicará en caso de subrogarse un inmueble a valores.


Artículo 154-8. La especie adquirida durante la vigencia del régimen de comunidad de gananciales, cualquiera sea su naturaleza, no pertenecerá a la comunidad, aunque se haya adquirido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición ha precedido a la vigencia de dicho régimen.


Por consiguiente, no pertenecerán a la comunidad:


1º Las especies que uno de los cónyuges poseía antes de la vigencia del régimen de comunidad de gananciales, aunque la prescripción o transacción con que las haya hecho verdaderamente suyas se complete o verifique durante él. Con todo, si la transacción a través de la cual se le ha reconocido dominio a uno de los cónyuges sobre una determinada especie, llevare envuelta una contraprestación, dicha especie pertenecerá proindiviso al terminar el régimen de bienes, a dicho cónyuge y a la comunidad que se forme, a prorrata de la cuota de dominio que le fuere reconocida mediante la transacción y de lo que le haya costado la adquisición del resto;


2º Los bienes que se poseían antes de la vigencia del régimen por título vicioso, pero cuyo vicio se ha purgado durante éste por la ratificación o por otro remedio legal;


3º Los bienes que eran litigiosos antes de la vigencia del régimen y cuya posesión pacífica ha adquirido uno de los cónyuges durante la vigencia del mismo;


4º Los bienes que vuelven a uno de los cónyuges por la nulidad o resolución de un contrato, celebrado antes de la vigencia del régimen, o por haberse revocado una donación celebrada en las mismas circunstancias;


5º El derecho de usufructo que se consolida con la propiedad adquirida por uno de los cónyuges con anterioridad a la vigencia del régimen, y


6º Lo que se paga a cualquiera de los cónyuges por capitales de créditos constituidos antes de la vigencia del régimen. Lo mismo se aplicará a los intereses devengados por uno de los cónyuges antes de la vigencia del régimen y pagados después.


Artículo 154-9. Los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante la vigencia del régimen en virtud de un acto o contrato cuya celebración se hubiere prometido con anterioridad a éste, mediante una promesa que consta de un instrumento público, o de un instrumento privado cuya fecha sea oponible a terceros de acuerdo al artículo 1703, no ingresarán a la comunidad que se forma al término del régimen de bienes, siempre que el precio se encontrare íntegramente pagado con anterioridad a la vigencia del régimen.


Si por el contrario, la celebración del contrato definitivo durante la vigencia del régimen hubiere implicado un desembolso de parte del cónyuge adquirente, para completar el precio debido, dicho bien pertenecerá proindiviso al término del régimen a dicho cónyuge y a la comunidad que se forme, a prorrata del valor de la cuota que pertenecía al primero y de lo que haya costado la adquisición del resto.


Artículo 154-10. Se reputan adquiridos durante la vigencia del régimen de comunidad de gananciales los bienes que durante ella debieron adquirirse por uno de los cónyuges a título oneroso, y que de hecho no se adquirieron sino  después de terminado este régimen, por no haberse tenido noticia de ellos o por haberse entrabado injustamente su adquisición o goce.


Los frutos que, sin esta ignorancia o sin esta traba, hubieran debido ingresar al haber común, se agregarán a éste.


Artículo 154-11. Las donaciones remuneratorias hechas a uno de los cónyuges o a ambos, por servicios que no daban acción contra la persona servida, no ingresarán a la comunidad; pero las que se hicieren por servicios que hubieran dado acción contra dicha persona, y cuyo pago se encontrare pendiente al término del régimen, ingresarán a la comunidad, hasta concurrencia de lo que hubiera habido acción a pedir por ellos, y no más; salvo que dichos servicios se hayan prestado antes del inicio del régimen de comunidad de gananciales, pues en tal caso no ingresarán a la comunidad en parte alguna.


Artículo 154-12. Toda cantidad de dinero y de cosas muebles que existieren en poder de cualquiera de los cónyuges al término del régimen de comunidad de gananciales se presumirán pertenecer a la comunidad, a menos que se pruebe lo contrario.


Ni la declaración de uno de los cónyuges, ni la confesión del otro, ni ambas juntas, se estimarán suficiente prueba, aunque se hagan bajo juramento.


Sin embargo, se mirarán como pertenecientes a cada cónyuge sus vestuarios y todos los bienes muebles de uso personal necesario y exclusivo.


Ninguno de los cónyuges podrá reclamar de un tercero de buena fe bienes muebles, alegando ser éstos de su propiedad, cuando el otro cónyuge, en virtud de un contrato a título oneroso, hubiere efectuado su entrega o tradición. 


No se presumirá la buena fe del tercero cuando el bien objeto del contrato figure inscrito a nombre del otro cónyuge en un registro abierto al público, como en el caso de los automóviles, acciones de sociedades anónimas y otros.


Artículo 154-13. La comunidad es obligada al pago:


1º De las deudas existentes a la terminación del régimen de comunidad de gananciales, provenientes de la adquisición o administración que cada uno de los cónyuges haya hecho de los bienes señalados en el artículo 154-1;


2º De las deudas existentes a la terminación del régimen y que provengan de las cargas y reparaciones usufructuarias de los bienes señalados en el artículo 154-1,y


3º De las deudas existentes a la terminación del régimen y que provengan del mantenimiento, educación y establecimiento de los descendientes comunes.


Toda otra deuda será de cargo del cónyuge respectivo y sólo podrá perseguirse en sus bienes o en sus derechos cuotativos en la comunidad.

§ 4. De la terminación del Régimen de Comunidad de Gananciales y de su liquidación


Artículo 155-1. El régimen de comunidad de gananciales termina:


1º Por la muerte de uno de los cónyuges.


2º Por la presunción de muerte de uno de los cónyuges, según lo prevenido en el Título II del Libro I “Del principio y fin de la existencia de las personas”.


3º Por la declaración de nulidad del matrimonio.


4º Por la sentencia de divorcio.


5º Por la sentencia de separación judicial.


6º Por la sentencia que acoja la demanda de separación de bienes.


7º Por el pacto de sustitución del régimen patrimonial, según lo dispuesto en el artículo 151-9.


Artículo 155-2. Terminado el régimen, se forma una comunidad, debiendo procederse de inmediato, por los comuneros, a la confección de un inventario y tasación de todos sus bienes.


Artículo 155-3. El inventario y tasación que se hubieren hecho sin solemnidad judicial, no tendrán valor en juicio, sino contra el cónyuge, los herederos o los acreedores que los hubieren debidamente aprobado y firmado.


Si entre los partícipes de los gananciales hubiere menores, dementes u otras personas inhábiles para la administración de sus bienes, serán de necesidad el inventario y tasación solemnes; y si se omitiere hacerlos, aquel a quien fuere imputable esta omisión, responderá de los perjuicios; y se procederá lo más pronto posible a legalizar dicho inventario y tasación en la forma debida.


Artículo 155-4. Para los efectos del pago de las deudas a que se refiere el artículo 154-13, los terceros acreedores, a través de un procedimiento no contencioso, podrán solicitar que se proceda a la confección del inventario a que se refiere el artículo 155-2 y el juez resolverá de plano. Con el solo mérito del inventario, los acreedores podrán ejercer sus respectivas acciones en contra de los cónyuges o de cualquiera de los comuneros.


Artículo 155-5. Aquel de los comuneros que hubiere enajenado en fraude de los derechos de alguno de los otros, un bien perteneciente a la comunidad, se verá obligado a restituirlo y perderá su porción en él.


Artículo 155-6. Deducido el pasivo común, el residuo se dividirá por mitad entre los cónyuges o entre el cónyuge sobreviviente y los herederos del cónyuge fallecido.


Artículo 155-7. No se imputarán a la mitad de gananciales del cónyuge sobreviviente ninguno de los bienes que reciba en herencia o legado del cónyuge difunto.


Artículo 155-8. La división de los bienes comunes se sujetará a las reglas dadas para la partición de los bienes hereditarios.


Artículo 155-9. Cuando las deudas de la comunidad se hubieren pagado con bienes pertenecientes a uno de los cónyuges, éste tendrá acción en contra del otro para el reintegro de la mitad de lo pagado.


En caso de que deudas de exclusiva responsabilidad de uno solo de los cónyuges se hayan pagado con bienes comunes, el cónyuge beneficiado, una vez practicada la liquidación del haber común, deberá devolver al otro cuanto excediere a la cuota de dominio que sobre esos bienes le corresponda.


Artículo 155-10. Cada cónyuge es responsable de las deudas que irrogue su propia administración, salvo las deudas señaladas en el artículo 154-13, las que se dividirán entre ambos cónyuges por mitades. Con todo, si se exigiere al cónyuge que no contrajo la deuda una contribución mayor a su mitad de gananciales, éste no estará obligado a ello, mas para gozar de este beneficio deberá probar el exceso por el inventario y tasación, o por otros documentos auténticos.


Artículo 155-11. Aquel de los cónyuges que, por el efecto de una hipoteca o prenda constituida sobre una especie que le ha cabido en la división del haber común, pagare una deuda de las mencionadas en el artículo 154-13, tendrá acción contra el otro cónyuge para el reintegro de la mitad de lo que pagare; y, pagando una deuda del otro cónyuge, tendrá acción contra él para el reintegro de todo lo que pagare.


En ambos casos, para los efectos del reintegro, se entenderá legalmente subrogado en los derechos del acreedor.


Artículo 155-12. Si el marido o la mujer dispone, por causa de muerte, de una especie que debe pertenecer a la comunidad, el asignatario de dicha especie sólo podrá reclamarla si ella fuere adjudicada a todos o a alguno de los herederos del testador; y en caso contrario sólo tendrá derecho para reclamar su precio.”.


15. Agrégase, a continuación del Título VI-C, el siguiente Título VI-D, nuevo:

“TITULO VI-D

DE LA SOCIEDAD CONYUGAL

§ 1. Reglas generales


Artículo 156-1. En el régimen de la sociedad conyugal se forma entre los cónyuges una sociedad de bienes cuya administración corresponderá al marido o a la mujer según decidan al momento de pactarlo. El cónyuge administrador asumirá, además, la gestión de los bienes del otro, según las reglas que se indican a continuación.


Artículo 156-2. El cónyuge no administrador, no obstante la sociedad conyugal, podrá renunciar su derecho a los gananciales que resulten de la administración del otro cónyuge, con tal que haga esta renuncia antes del matrimonio o después de la disolución de la sociedad.


Lo dicho se entiende sin perjuicio de los efectos legales de la comunidad de gananciales, de la separación de bienes y del divorcio. 

§ 2. Del haber de la sociedad conyugal y de sus cargas


Artículo 157-1. El haber de la sociedad conyugal se compone: 


1º De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios, devengados durante el matrimonio.


2º De todos los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza, que provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges, y que se devenguen durante el matrimonio. 


3º Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere; obligándose la sociedad a pagar la correspondiente recompensa. 


4º De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere; quedando obligada la sociedad a pagar la correspondiente recompensa. 


Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, designándolas en las capitulaciones matrimoniales.


5º De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título oneroso. 


Artículo 157-2. Las adquisiciones de bienes raíces hechas por cualquiera de los cónyuges a título de donación, herencia o legado, se agregarán a los bienes del cónyuge donatario, heredero o legatario; y las adquisiciones de bienes raíces hechas por ambos cónyuges simultáneamente, a cualquiera de estos títulos, no aumentarán el haber social, sino el de cada cónyuge.


Si el bien adquirido es mueble, aumentará el haber de la sociedad, la que deberá al cónyuge o cónyuges adquirentes la correspondiente recompensa. 


Artículo 157-3. No obstante lo dispuesto en el artículo 157-1 no entrarán a componer el haber social:


1º El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble propio de alguno de los cónyuges; 


2º Las cosas compradas con valores propios de uno de los cónyuges, destinados a ello en las capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio, y 


3º Todos los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges formando un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra causa. 


Artículo 157-4. El terreno contiguo a una finca propia de uno de los cónyuges, y adquirido por él durante el matrimonio a cualquier título que lo haga comunicable según el artículo 157-1, se entenderá pertenecer a la sociedad; a menos que con él y la antigua finca se haya formado una heredad o edificio de que el terreno últimamente adquirido no pueda desmembrarse sin daño; pues entonces la sociedad y el dicho cónyuge serán condueños del todo, a prorrata de los respectivos valores al tiempo de la incorporación. 


Artículo 157-5. La propiedad de las cosas que uno de los cónyuges poseía con otras personas proindiviso, y de que durante el matrimonio se hiciere dueño por cualquier título oneroso, pertenecerá proindiviso a dicho cónyuge y a la sociedad, a prorrata del valor de la cuota que pertenecía al primero, y de lo que haya costado la adquisición del resto. 


Artículo 157-6. Las minas denunciadas por uno de los cónyuges o por ambos se agregarán al haber social. 


Artículo 157-7. La parte del tesoro, que según la ley pertenece al que lo encuentra, se agregará al haber de la sociedad, la que deberá al cónyuge que lo encuentre la correspondiente recompensa; y la parte del tesoro, que según la ley pertenece al dueño del terreno en que se encuentra, se agregará al haber de la sociedad, la que deberá recompensa al cónyuge que fuere dueño del terreno. 


Artículo 157-8. Los inmuebles donados o asignados a cualquier otro título gratuito, se entenderán pertenecer exclusivamente al cónyuge donatario o asignatario; y no se atenderá a si las donaciones u otros actos gratuitos a favor de un cónyuge, han sido hechos por consideración al otro. 


Si las cosas donadas o asignadas a cualquier otro título gratuito fueren muebles, se entenderán pertenecer a la sociedad, la que deberá al cónyuge donatario o asignatario la correspondiente recompensa. 


Artículo 157-9. Para que un inmueble se entienda subrogado a otro inmueble de uno de los cónyuges, es necesario que el segundo se haya permutado por el primero, o que, vendido el segundo durante el matrimonio, se haya comprado con su precio el primero; y que en la escritura de permuta o en las escrituras de venta y de compra se exprese el ánimo de subrogar. 


Puede también subrogarse un inmueble a valores propios de uno de los cónyuges, y que no consistan en bienes raíces; mas para que valga la subrogación, será necesario que los valores hayan sido destinados a ello, en conformidad al número 2º del artículo 157-3, y que en la escritura de compra del inmueble aparezca la inversión de dichos valores y el ánimo de subrogar.


Si se subroga una finca a otra y el precio de venta de la antigua finca excediere al precio de compra de la nueva, la sociedad deberá recompensa por este exceso al cónyuge subrogante; y si por el contrario el precio de compra de la nueva finca excediere al precio de venta de la antigua, el cónyuge subrogante deberá recompensa por este exceso a la sociedad. 

Si permutándose dos fincas se recibe un saldo en dinero, la sociedad deberá recompensa por este saldo al cónyuge subrogante, y si por el contrario se pagare un saldo, la recompensa la deberá dicho cónyuge a la sociedad. 


La misma regla se aplicará al caso de subrogarse un inmueble a valores.


Pero no se entenderá haber subrogación, cuando el saldo en favor o en contra de la sociedad excediere a la mitad del precio de la finca que se recibe, la cual pertenecerá entonces al haber social, quedando la sociedad obligada a recompensar al cónyuge por el precio de la finca enajenada, o por los valores invertidos, y conservando éste el derecho de llevar a efecto la subrogación, comprando otra finca. 


La subrogación que se haga en bienes del cónyuge que no administra exige además la autorización de éste.


Artículo 157-10. Todas las recompensas se pagarán en dinero, de manera que la suma pagada tenga, en lo posible, el mismo valor adquisitivo que la suma invertida al originarse la recompensa. El partidor aplicará esta norma de acuerdo a la equidad natural.


Artículo 157-11. El cónyuge que administre la sociedad podrá hacer donaciones de bienes sociales si fueren de poca monta, atendidas las fuerzas del haber social. 


Artículo 157-12. La especie adquirida durante la sociedad, no pertenece a ella aunque se haya adquirido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición ha precedido a ella. 


Por consiguiente: 


1º No pertenecerán a la sociedad las especies que uno de los cónyuges poseía a título de señor antes de ella, aunque la prescripción o transacción con que las haya hecho verdaderamente suyas se complete o verifique durante ella; 


2º Ni los bienes que se poseían antes de ella por un título vicioso, pero cuyo vicio se ha purgado durante ella por la ratificación, o por otro remedio legal; 


3º Ni los bienes que vuelven a uno de los cónyuges por la nulidad o resolución de un contrato, o por haberse revocado una donación; 


4º Ni los bienes litigiosos y de que durante la sociedad ha adquirido uno de los cónyuges la posesión pacífica; 


5º Tampoco pertenecerá a la sociedad el derecho de usufructo que se consolida con la propiedad que pertenece al mismo cónyuge: los frutos solos pertenecerán a la sociedad; 


6º Lo que se paga a cualquiera de los cónyuges por capitales de créditos constituidos antes del matrimonio, pertenecerá al cónyuge acreedor. Lo mismo se aplicará a los intereses devengados por uno de los cónyuges antes del matrimonio y pagados después, y 


7º También pertenecerán al cónyuge los bienes que adquiera durante la sociedad en virtud de un acto o contrato cuya celebración se hubiere prometido con anterioridad a ella, siempre que la promesa conste de un instrumento público, o de instrumento privado cuya fecha sea oponible a terceros de acuerdo con el artículo 1703. 


Si la adquisición se hiciere con bienes de la sociedad y del cónyuge, éste deberá la recompensa respectiva.


Si los bienes a que se refieren los números anteriores son muebles, entrarán al haber de la sociedad, la que deberá al cónyuge adquirente la correspondiente recompensa. 


Artículo 157-13. Se reputan adquiridos durante la sociedad los bienes que durante ella debieron adquirirse por uno de los cónyuges, y que de hecho no se adquirieron sino después de disuelta la sociedad, por no haberse tenido noticias de ellos o por haberse embarazado injustamente su adquisición o goce. 


Los frutos que sin esta ignorancia o sin este embarazo hubieran debido percibirse por la sociedad, y que después de ella se hubieren restituido a dicho cónyuge o a sus herederos, se mirarán como pertenecientes a la sociedad. 


Artículo 157-14. Las donaciones remuneratorias de bienes raíces hechas a uno de los cónyuges o a ambos, por servicios que no daban acción contra la persona servida, no aumentan el haber social; pero las que se hicieren por servicios que hubieran dado acción contra dicha persona, aumentan el haber social, hasta concurrencia de lo que hubiera habido acción a pedir por ellos, y no más; salvo que dichos servicios se hayan prestado antes de la sociedad, pues en tal caso no se adjudicarán a la sociedad dichas donaciones en parte alguna. 


Si la donación remuneratoria es de cosas muebles aumentará el haber de la sociedad, la que deberá recompensa al cónyuge donatario si los servicios no daban acción contra la persona servida o si los servicios se prestaron antes de la sociedad. 


Artículo 157-15. Toda cantidad de dinero y de cosas fungibles, todas las especies, créditos, derechos y acciones que existieren en poder de cualquiera de los cónyuges durante la sociedad o al tiempo de su disolución, se presumirán pertenecer a ella, a menos que aparezca o se pruebe lo contrario. 


Ni la declaración de uno de los cónyuges que afirme ser suya o debérsele una cosa, ni la confesión del otro, ni ambas juntas, se estimarán suficiente prueba, aunque se hagan bajo juramento. 


La confesión, no obstante, se mirará como una donación revocable, que, confirmada por la muerte del donante, se ejecutará en su parte de gananciales o en sus bienes propios, en lo que hubiere lugar.


Tratándose de bienes muebles, los terceros que contraten a título oneroso con cualquiera de los cónyuges quedarán a cubierto de toda reclamación que éstos pudieren intentar fundada en que el bien es social o del otro cónyuge, siempre que el cónyuge contratante haya hecho al tercero de buena fe la entrega o la tradición del bien respectivo. 


No se presumirá la buena fe del tercero cuando el bien objeto del contrato figure inscrito a nombre del otro cónyuge en un registro abierto al público, como en el caso de automóviles, acciones de sociedades anónimas, naves, aeronaves, etcétera. 


Se presume que todo bien adquirido a título oneroso por cualquiera de los cónyuges después de disuelta la sociedad conyugal y antes de su liquidación, se ha adquirido con bienes sociales. El cónyuge deberá por consiguiente, recompensa a la sociedad, a menos que pruebe haberlo adquirido con bienes propios o provenientes de su sola actividad personal. 


Artículo 157-16. La sociedad es obligada al pago:


1º De todas las pensiones e intereses que corran sea contra la sociedad, sea contra cualquiera de los cónyuges y que se devenguen durante la sociedad; 


2º De las deudas y obligaciones contraídas durante el matrimonio por el cónyuge administrador, o por el otro cónyuge con autorización del primero, o de la justicia en subsidio, y que no fueren personales de uno u otro, como lo serían las que se contrajesen para el establecimiento de los hijos de un matrimonio anterior. La sociedad, por consiguiente, es obligada, con la misma limitación, al lasto de toda fianza, hipoteca o prenda constituida por el cónyuge administrador; 


3º De las deudas personales de cada uno de los cónyuges, quedando el deudor obligado a compensar a la sociedad lo que ésta invierta en ello; 


4º De todas las cargas y reparaciones usufructuarias de los bienes sociales o de cada cónyuge, y


5º Del mantenimiento de los cónyuges; del mantenimiento, educación y establecimiento de los descendientes comunes; y de toda otra carga de familia.


Se mirarán como carga de familia los alimentos que uno de los cónyuges esté por ley obligado a dar a sus descendientes o ascendientes, aunque no lo sean de ambos cónyuges; pero podrá el juez moderar este gasto si le pareciere excesivo, imputando el exceso al haber del cónyuge.


Si el cónyuge que no administra se reserva en las capitulaciones matrimoniales el derecho de que se le entregue por una vez o periódicamente una cantidad de dinero de que pueda disponer a su arbitrio, será de cargo de la sociedad este pago, siempre que en las capitulaciones matrimoniales no se haya impuesto expresamente al cónyuge administrador.


Artículo 157-17. Vendida alguna cosa del marido o de la mujer, la sociedad deberá recompensa por el precio al cónyuge vendedor, salvo en cuanto dicho precio se haya invertido en la subrogación de que habla el artículo 157-9, o en otro negocio personal del cónyuge cuya era la cosa vendida; como en el pago de sus deudas personales, o en el establecimiento de sus descendientes de un matrimonio anterior. 


Artículo 157-18. El marido o la mujer deberá a la sociedad recompensa por el valor de toda donación que hiciere de cualquiera parte del haber social; a menos que sea de poca monta, atendidas las fuerzas del haber social, o que se haga para un objeto de eminente piedad o beneficencia, y sin causar un grave menoscabo a dicho haber. 


Artículo 157-19. Si el marido o la mujer dispone, por causa de muerte, de una especie que pertenece a la sociedad, el asignatario de dicha especie podrá perseguirla sobre la sucesión del testador siempre que la especie, en la división de los gananciales, se haya adjudicado a los herederos del testador; pero en caso contrario sólo tendrá derecho para perseguir su precio sobre la sucesión del testador.


Artículo 157-20. Las expensas ordinarias y extraordinarias de educación de un descendiente común, y las que se hicieren para establecerle o casarle, se imputarán a los gananciales, siempre que no constare de un modo auténtico que el marido, o la mujer o ambos de consuno han querido que se sacasen estas expensas de sus bienes propios. Aun cuando inmediatamente se saquen ellas de los bienes propios de cualquiera de los cónyuges, se entenderá que se hacen a cargo de la sociedad, a menos de declaración contraria. 


En el caso de haberse hecho estas expensas por uno de los cónyuges, sin contradicción o reclamación del otro, y no constando de un modo auténtico que el marido o la mujer quisieron hacerlas de lo suyo, la mujer, el marido o los herederos de cualquiera de ellos podrán pedir que se les reembolse de los bienes propios del otro, por mitad, la parte de dichas expensas que no cupiere en los gananciales; y quedará a la prudencia del juez acceder a esta demanda en todo o parte, tomando en consideración las fuerzas y obligaciones de los dos patrimonios, y la discreción y moderación con que en dichas expensas hubiere procedido el cónyuge. 


Todo lo cual se aplica al caso en que el descendiente no tuviere bienes propios; pues teniéndolos, se imputarán las expensas extraordinarias a sus bienes, en cuanto cupieren, y en cuanto le hubieren sido efectivamente útiles; a menos que conste de un modo auténtico que el marido, o la mujer, o ambos de consuno, quisieron hacerlas de lo suyo. 


Artículo 157-21. En general, los precios, saldos, costas judiciales y expensas de toda clase que se hicieren en la adquisición o cobro de los bienes, derechos o créditos que pertenezcan a cualquiera de los cónyuges, se presumirán erogados por la sociedad, a menos de prueba contraria, y se le deberán abonar. 


Por consiguiente: 


El cónyuge que adquiere bienes a título de herencia debe recompensa a la sociedad por todas las deudas y cargas hereditarias o testamentarias que él cubra, y por todos los costos de la adquisición; salvo en cuanto pruebe haberlos cubierto con los mismos bienes hereditarios o con lo suyo. 


Artículo 157-22. Se le debe asimismo recompensa por las expensas de toda clase que se hayan hecho en los bienes de cualquiera de los cónyuges, en cuanto dichas expensas hayan aumentado el valor de los bienes, y en cuanto subsistiere este valor a la fecha de la disolución de la sociedad; a menos que este aumento del valor exceda al de las expensas, pues en tal caso se deberá sólo el importe de éstas. 


Artículo 157-23. En general, se debe recompensa a la sociedad por toda erogación gratuita y cuantiosa a favor de un tercero que no sea descendiente común. 


Artículo 157-24. Cada cónyuge deberá asimismo recompensa a la sociedad por los perjuicios que le hubiere causado con dolo o culpa grave, y por el pago que ella hiciere de las multas y reparaciones pecuniarias a que fuere condenado por algún delito o cuasidelito. 

§ 3. De la administración ordinaria de los bienes de la sociedad conyugal


Artículo 158-1. El cónyuge administrador es jefe de la sociedad conyugal, y como tal administra los bienes sociales y los del otro cónyuge; sujeto, empero, a las obligaciones y limitaciones que por el presente Título se le imponen y a las que haya contraído por las capitulaciones matrimoniales.


El cónyuge administrador, en su condición de tal, ejercerá los derechos del otro cónyuge que siendo socio de una sociedad civil o comercial se casare, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 159-1. 


El cónyuge administrador no podrá enajenar o gravar voluntariamente ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales ni los derechos hereditarios del otro cónyuge, sin autorización de éste. 


No podrá tampoco, sin dicha autorización, disponer entre vivos a título gratuito de los bienes sociales, salvo el caso del artículo 157-11, ni dar en arriendo o ceder la tenencia de los bienes raíces sociales urbanos por más de cinco años, ni los rústicos por más de ocho, incluidas las prórrogas que hubiere pactado. 


Si el cónyuge administrador se constituye aval, codeudor solidario, fiador u otorga cualquiera otra caución respecto de obligaciones contraídas por terceros, sólo obligará sus bienes propios. 


En los casos a que se refiere el inciso anterior para obligar los bienes sociales necesitará la autorización del otro cónyuge. 


La autorización del cónyuge no administrador deberá ser específica y otorgada por escrito, o por escritura pública si el acto exigiere esta solemnidad, o interviniendo expresa y directamente de cualquier modo en el mismo. Podrá prestarse en todo caso por medio de mandato especial que conste por escrito o por escritura pública según el caso.


La autorización a que se refiere el presente artículo podrá ser suplida por el juez, con conocimiento de causa y citación del cónyuge no administrador, si éste la negare sin justo motivo. Podrá asimismo ser suplida por el juez en caso de algún impedimento que afectare a dicho cónyuge, como el de menor edad, demencia, ausencia real o aparente u otro, y de la demora se siguiere perjuicio. Pero no podrá suplirse dicha autorización si el mencionado cónyuge se opusiere a la donación de los bienes sociales. 


Artículo 158-2. El cónyuge administrador es, respecto de terceros, dueño de los bienes sociales, como si ellos y sus bienes propios formasen un solo patrimonio, de manera que durante la sociedad sus acreedores podrán perseguir tanto los bienes de éste como los bienes sociales; sin perjuicio de los abonos o compensaciones que a consecuencia de ello deba el administrador a la sociedad o la sociedad al administrador. 


Podrán, con todo, los acreedores perseguir sus derechos sobre los bienes del cónyuge no administrador, en virtud de un contrato celebrado por ellos con el cónyuge que administra, en cuanto se probare haber cedido el contrato en utilidad personal del primero, como en el pago de sus deudas anteriores al matrimonio. 


Artículo 158-3. Toda deuda contraída por el cónyuge que no administra, con mandato general o especial del que administra, es, respecto de terceros, deuda de este último y por consiguiente de la sociedad; y el acreedor no podrá perseguir el pago de esta deuda sobre los bienes propios del cónyuge que no administra sino sólo sobre los bienes de la sociedad y sobre los bienes propios del administrador; sin perjuicio de lo prevenido en el inciso segundo del artículo precedente. 


Si el cónyuge no administrador mandatario contrata a su propio nombre, regirá lo dispuesto en el artículo 2151. 


Los contratos celebrados por ambos cónyuges de consuno o en que el cónyuge que no tiene la administración  se obligue solidaria o subsidiariamente con el que administra, no valdrán contra los bienes propios del primero, salvo en los casos y términos del sobredicho inciso segundo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 159-3. 


Artículo 158-4. El cónyuge que no administra por sí solo no tiene derecho alguno sobre los bienes sociales durante la sociedad, salvo en los casos del artículo 145. 


Artículo 158-5. Aunque el cónyuge que no tiene la administración renuncie en las capitulaciones matrimoniales los gananciales, no por eso tendrá la facultad de percibir los frutos de sus bienes propios, los cuales se entienden concedidos al que administra para soportar las cargas del matrimonio, pero con la obligación de conservar y restituir dichos bienes, según después se dirá. 


Lo dicho deberá entenderse sin perjuicio de los derechos del cónyuge no administrador separado de bienes.


Artículo 158-6. No se podrán enajenar ni gravar los bienes raíces del cónyuge no administrador , sino con su voluntad.


La voluntad del mencionado cónyuge deberá ser específica y otorgada por escritura pública, o interviniendo expresa y directamente de cualquier modo en el acto. Podrá prestarse, en todo caso, por medio de mandato especial que conste de escritura pública. 


Podrá suplirse por el juez el consentimiento de dicho cónyuge cuando éste se hallare imposibilitado de manifestar su voluntad. 


El cónyuge no administrador, por su parte, no podrá enajenar o gravar ni dar en arrendamiento o ceder la tenencia de los bienes de su propiedad que administre el otro cónyuge, sino en los casos de los artículos 159-5 y 159-6.


Artículo 158-7. Para enajenar o gravar otros bienes del cónyuge que no administra, que el que ejerce la administración esté o pueda estar obligado a restituir en especie, bastará el consentimiento del primero, que podrá ser suplido por el juez cuando éste estuviere imposibilitado de manifestar su voluntad. 


Artículo 158-8. Sin autorización del cónyuge que no administra, el que ejerce la administración no podrá dar en arriendo o ceder la tenencia de los predios rústicos de propiedad del primero por más de ocho años, ni de los urbanos por más de cinco, incluidas las prórrogas que hubiere pactado. 


Es aplicable a este caso lo dispuesto en los incisos séptimo y octavo del artículo 158-1. 


Artículo 158-9. Los actos ejecutados sin cumplir con los requisitos prescritos en los artículos 158-1, 158-6 y 158-7 adolecerán de nulidad relativa. En el caso del arrendamiento o de la cesión de la tenencia, el contrato regirá sólo por el tiempo señalado en los artículos 158-1 y 158-8 


La nulidad o inoponibilidad anteriores podrán hacerlas valer el cónyuge que no administra, sus herederos o cesionarios. 


El cuadrienio para impetrar la nulidad se contará desde la disolución de la sociedad conyugal, o desde que cese la incapacidad del cónyuge que no administra o de sus herederos. 


En ningún caso se podrá pedir la declaración de nulidad pasados diez años desde la celebración del acto o contrato. 

§ 4. Excepciones relativas a la profesión u oficio o administración separada del cónyuge que no tiene la administración de la sociedad conyugal


Artículo 159-1. El cónyuge que no tiene la administración de la sociedad conyugal, de cualquiera edad, podrá dedicarse libremente al ejercicio de un empleo, oficio, profesión o industria. 


El mencionado cónyuge, que desempeñe algún empleo o que ejerza una profesión, oficio o industria, separados de los del cónyuge administrador, se considerará separado de bienes respecto del ejercicio de ese empleo, oficio, profesión o industria y de lo que en ellos obtenga, no obstante cualquiera estipulación en contrario; pero si fuere menor de dieciocho años, necesitará autorización judicial, con conocimiento de causa, para gravar y enajenar los bienes raíces. 


Incumbe al cónyuge no administrador acreditar, tanto respecto del cónyuge que administra como de terceros, el origen y dominio de los bienes adquiridos en conformidad a este artículo. Para este efecto podrá servirse de todos los medios de prueba establecidos por la ley. 


Los terceros que contraten con el cónyuge no administrador quedarán a cubierto de toda reclamación que pudieren interponer éste o el otro cónyuge, sus herederos o cesionarios, fundada en la circunstancia de haber obrado el primero fuera de los términos del presente artículo, siempre que, no tratándose de bienes comprendidos en los artículos 158-6 y 158-7, se haya acreditado por el citado cónyuge no administrador, mediante instrumentos públicos o privados, a los que se hará referencia en el instrumento que se otorgue al efecto, que ejerce o ha ejercido un empleo, oficio, profesión o industria separados de los de su marido o mujer, según el caso. 


Los actos o contratos celebrados por el cónyuge no administrador en esta gestión separada, obligarán los bienes comprendidos en ella y los que administre con arreglo a las disposiciones de los artículos 159-2 y 159-3, y no obligarán los del otro cónyuge sino con arreglo al artículo 163-8. 


Los acreedores del cónyuge administrador no tendrán acción sobre los bienes que el otro cónyuge administre en virtud de este artículo, a menos que probaren que el contrato celebrado por el primero cedió en utilidad del segundo o de la familia común. 


Disuelta la sociedad conyugal, los bienes a que este artículo se refiere entrarán en la partición de los gananciales; a menos que el cónyuge no administrador o sus herederos renunciaren a estos últimos, en cuyo caso el cónyuge que tiene la administración no responderá por las obligaciones contraídas por el primero en su administración separada. 


Si el cónyuge no administrador o sus herederos aceptaren los gananciales, el otro cónyuge responderá a esas obligaciones hasta concurrencia del valor de la mitad de esos bienes que existan al disolverse la sociedad. Mas, para gozar de este beneficio, deberá probar el exceso de la contribución que se le exige con arreglo al artículo 161-14. 


Artículo 159-2. Si al cónyuge no administrador se hiciere una donación, o se dejare una herencia o legado, con la condición precisa de que en las cosas donadas, heredadas o legadas no tenga la administración el otro cónyuge, y si dicha donación, herencia o legado fuere aceptado por el primero, se observarán las reglas siguientes:


1º Con respecto a las cosas donadas, heredadas o legadas, se aplicarán las disposiciones de los artículos 134, 163-1, 163-8, 163-9 y 163-10, pero disuelta la sociedad conyugal, las obligaciones contraídas en su gestión separada por el cónyuge que no tenía la administración de la sociedad,  podrán perseguirse sobre todos sus bienes. 


2º Los acreedores del cónyuge administrador no tendrán acción sobre los bienes que el otro cónyuge administre en virtud de este artículo, a menos que probaren que el contrato celebrado por el primero cedió en utilidad del segundo o de la familia común. 


3º Pertenecerán al cónyuge no administrador los frutos de las cosas que gestiona y todo lo que con ellos adquiera, pero disuelta la sociedad conyugal se aplicarán a dichos frutos y adquisiciones las reglas del artículo 159-1. 


Artículo 159-3. Si en las capitulaciones matrimoniales se hubiere estipulado que el cónyuge que no tendrá la administración, gestione separadamente alguna parte de sus bienes, se aplicarán a esta separación parcial las reglas del artículo precedente. 


Artículo 159-4. Los actos y contratos del cónyuge que no tiene la administración de la sociedad conyugal, sólo lo obligan en los bienes que administre en conformidad a los artículos 159-1, 159-2 y 159-3. 


Con todo, las compras que haga al fiado de objetos muebles naturalmente destinados al consumo ordinario de la familia, obligan al cónyuge administrador en sus bienes y en los de la sociedad conyugal; y obligan además sus bienes propios, hasta concurrencia del beneficio particular que reportare del acto, comprendiendo en este beneficio el de la familia común en la parte en que de derecho haya debido proveer a las necesidades de ésta. 


Artículo 159-5. Si por impedimento de larga o indefinida duración, como el de interdicción, el de prolongada ausencia, o desaparecimiento, se suspende la administración del cónyuge gestor, se observará lo dispuesto en el párrafo 5º de este Título. 


Si el impedimento no fuere de larga o indefinida duración, el cónyuge no administrador podrá actuar respecto de los bienes del otro cónyuge, de los suyos que este último administre y de los de la sociedad conyugal, con autorización del juez, con conocimiento de causa, cuando de la demora se siguiere perjuicio. 


El cónyuge no administrador, en el caso a que se refiere el inciso anterior, obliga al otro cónyuge en sus bienes y en los sociales de la misma manera que si el acto fuera de este último; y obliga además sus bienes propios, hasta concurrencia del beneficio particular que reportare del acto. 


Artículo 159-6. Si el cónyuge administrador se negare injustificadamente a ejecutar un acto o celebrar un contrato respecto de un bien propio del otro cónyuge, el juez, previa citación del primero, podrá autorizar al segundo para actuar por sí mismo. 


En tal caso, el cónyuge no administrador sólo obligará sus bienes propios y los activos de sus patrimonios reservados o especiales de los artículos 159-1, 159-2 y 159 -3, mas no obligará al haber social ni a los bienes propios del otro cónyuge, sino hasta la concurrencia del beneficio que la sociedad o este último hubieren reportado del acto.


Lo mismo se aplicará para nombrar partidor, provocar la partición y para concurrir en ella en los casos en que el cónyuge que no administra tenga parte en la herencia. 

§ 5. De la administración extraordinaria de la sociedad conyugal


Artículo 160-1. El cónyuge no administrador que en el caso de interdicción del cónyuge gestor, o por larga ausencia de éste sin comunicación con su familia, hubiere sido nombrado su curador, o curador de sus bienes, tendrá por el mismo hecho la administración de la sociedad conyugal. 


Si por incapacidad o excusa del cónyuge no administrador  se encargaren estas curadurías a otra persona, dirigirá el curador la administración de la sociedad conyugal. 


Artículo 160-2. El cónyuge que tenga la administración de la sociedad conforme al artículo anterior, administrará con iguales facultades que las que corresponderían al cónyuge sujeto a curaduría. 


No obstante, sin autorización judicial, previo conocimiento de causa, no podrá enajenar o gravar voluntariamente ni prometer enajenar o gravar los bienes raíces sociales. 


No podrá tampoco, sin dicha autorización, disponer entre vivos a título gratuito de los bienes sociales, salvo el caso del artículo 157-11. 


Todo acto en contravención a este artículo será nulo relativamente. La acción corresponderá al cónyuge sujeto a curaduría, sus herederos o cesionarios y el cuadrienio para pedir la declaración de nulidad se contará desde que cese el hecho que motivó la guarda.


En ningún caso se podrá pedir la declaración de nulidad pasados diez años desde la celebración del acto o contrato. 


Si el cónyuge que tiene la administración extraordinaria de la sociedad conyugal se constituye en aval, codeudor solidario, fiador u otorga cualquiera otra caución respecto de terceros, sólo obligará sus bienes propios y los que administre en conformidad a los artículos 159-1, 159-2 y 159-3. Para obligar los bienes sociales necesitará la autorización de la justicia, dada con conocimiento de causa. 


En la administración de los bienes propios del cónyuge impedido, se aplicarán las normas de las curadurías. 


Artículo 160-3. Todos los actos y contratos del cónyuge que tiene la administración extraordinaria, que no le estuvieren vedados por el artículo precedente, se mirarán como actos y contratos del cónyuge sujeto a curaduría, y obligarán en consecuencia a la sociedad y a este último; salvo en cuanto apareciere o se probare que dichos actos y contratos se hicieron en negocio personal del primero. 


Artículo 160-4. El cónyuge que tiene la administración extraordinaria podrá dar en arriendo los inmuebles sociales o ceder su tenencia, y el otro cónyuge o sus herederos estarán obligados al cumplimiento de lo pactado por un espacio de tiempo que no pase de los límites señalados en el inciso cuarto del artículo 158-1. 


Este arrendamiento o cesión, sin embargo, podrá durar más tiempo, si el administrador extraordinario, para estipularlo así, hubiere sido especialmente autorizado por la justicia, previa información de utilidad. 


Artículo 160-5. El cónyuge que no quisiere tomar sobre sí la administración de la sociedad conyugal, ni someterse a la dirección de un curador, podrá pedir la separación de bienes; y en tal caso se observarán las disposiciones del Título VI -E de este Libro.


Artículo 160-6. Cesando la causa de la administración extraordinaria de que tratan los artículos precedentes, recobrará el cónyuge impedido sus facultades administrativas, previo decreto judicial.

§ 6. De la disolución de la sociedad conyugal y partición de gananciales


Artículo 161-1. La sociedad conyugal se disuelve: 


1º Por la muerte de uno de los cónyuges; 


2º Por la presunción de muerte de uno de los cónyuges, según lo prevenido en el título “Del principio y fin de la existencia de las personas”; 


3º Por la declaración de nulidad de matrimonio;


4º Por la sentencia de divorcio;


5º Por la sentencia de separación judicial;


6º Por la sentencia que acoja la demanda de separación de bienes, y


7º Por el pacto de sustitución del régimen patrimonial, según lo dispuesto en el artículo 151-9.


Artículo 161-2. Disuelta la sociedad, se procederá inmediatamente a la confección de un inventario y tasación de todos los bienes que usufructuaba o de que era responsable, en el término y forma prescritos para la sucesión por causa de muerte.


Artículo 161-3. El inventario y tasación, que se hubieren hecho sin solemnidad judicial, no tendrán valor en juicio, sino contra el cónyuge, los herederos o los acreedores que los hubieren debidamente aprobado y firmado.


Si entre los partícipes de los gananciales hubiere menores, dementes u otras personas inhábiles para la administración de sus bienes, serán de necesidad el inventario y tasación solemnes; y si se omitiere hacerlos, aquel a quien fuere imputable esta omisión, responderá de los perjuicios; y se procederá lo más pronto posible a legalizar dicho inventario y tasación en la forma debida. 


Artículo 161-4. El cónyuge no administrador que no haya renunciado los gananciales antes del matrimonio o después de disolverse la sociedad, se entenderá que los acepta con beneficio de inventario.


Artículo 161-5. Aquel de los cónyuges o sus herederos que dolosamente hubiere ocultado o distraído alguna cosa de la sociedad, perderá su porción en la misma cosa y se verá obligado a restituirla doblada. 


Artículo 161–6. Se acumulará imaginariamente al haber social todo aquello que los cónyuges sean respectivamente deudores a la sociedad, por vía de recompensa o indemnización, según las reglas arriba dadas. 


Artículo 161-7. Cada cónyuge, por sí o por sus herederos, tendrá derecho a sacar de la masa las especies o cuerpos ciertos que le pertenezcan, y los precios, saldos y recompensas que constituyan el resto de su haber.


La restitución de las especies o cuerpos ciertos deberá hacerse tan pronto como fuere posible después de la terminación del inventario y avalúo; y el pago del resto del haber dentro de un año contado desde dicha terminación. Podrá el juez, sin embargo, ampliar o restringir este plazo a petición de los interesados, previo conocimiento de causa. 


Artículo 161-8. Las pérdidas o deterioros ocurridos en dichas especies o cuerpos ciertos deberá sufrirlos el dueño, salvo que se deban a dolo o culpa grave del otro cónyuge, en cuyo caso deberá éste resarcirlos.


Por el aumento que provenga de causas naturales e independientes de la industria humana, nada se deberá a la sociedad. 


Artículo 161-9. Los frutos pendientes al tiempo de la restitución, y todos los percibidos desde la disolución de la sociedad, pertenecerán al dueño de las respectivas especies. 


Acrecen al haber social los frutos que de los bienes sociales se perciban desde la disolución de la sociedad. 


Artículo 161-10. El cónyuge no administrador hará antes que el otro cónyuge las deducciones de que hablan los artículos precedentes; y las que consistan en dinero, sea que pertenezcan al primero o al segundo, se ejecutarán sobre el dinero y muebles de la sociedad, y subsidiariamente sobre los inmuebles de la misma. 


El cónyuge no administrador, no siendo suficientes los bienes de la sociedad, podrá hacer las deducciones que le correspondan, sobre los bienes propios del otro cónyuge, elegidos de común acuerdo. No acordándose, elegirá el juez.


Artículo 161-11. Ejecutadas las antedichas deducciones, el residuo se dividirá por mitad entre los dos cónyuges.


Artículo 161-12. No se imputarán a la mitad de gananciales del cónyuge sobreviviente las asignaciones testamentarias que le haya hecho el cónyuge difunto, salvo que éste lo haya así ordenado; pero en tal caso podrá el cónyuge sobreviviente repudiarlas, si prefiere atenerse al resultado de la partición. 


Artículo 161-13. La división de los bienes sociales se sujetará a las reglas dadas para la partición de los bienes hereditarios. 


Artículo 161-14. El cónyuge no administrador no es responsable de las deudas de la sociedad, sino hasta concurrencia de su mitad de gananciales. 


Mas para gozar de este beneficio deberá probar el exceso de la contribución que se le exige, sobre su mitad de gananciales, sea por el inventario y tasación, sea por otros documentos auténticos. 


Artículo 161-15. El cónyuge administrador es responsable del total de las deudas de la sociedad; salvo su acción contra el otro cónyuge para el reintegro de la mitad de estas deudas, según el artículo precedente. 


Artículo 161-16. Aquel de los cónyuges que, por el efecto de una hipoteca o prenda constituida sobre una especie que le ha cabido en la división de la masa social, paga una deuda de la sociedad, tendrá acción contra el otro cónyuge para el reintegro de la mitad de lo que pagare; y pagando una deuda del otro cónyuge, tendrá acción contra él para el reintegro de todo lo que pagare. 


Artículo 161-17. Los herederos de cada cónyuge gozan de los mismos derechos y están sujetos a las mismas acciones que el cónyuge que representan. 

§ 7. De la renuncia de los gananciales hecha por parte del cónyuge no administrador después de la disolución de la sociedad


Artículo 162-1. Disuelta la sociedad, el cónyuge no administrador mayor o sus herederos mayores tendrán la facultad de renunciar los gananciales a que tuvieren derecho. No se permite esta renuncia al cónyuge no administrador menor, ni a sus herederos menores, sino con aprobación judicial. 


Artículo 162-2. Podrá el cónyuge no administrador renunciar mientras no haya entrado en su poder ninguna parte del haber social a título de gananciales. 


Hecha una vez la renuncia no podrá rescindirse, a menos de probarse que el cónyuge no administrador o sus herederos han sido inducidos a renunciar por engaño o por un justificable error acerca del verdadero estado de los negocios sociales. 


Esta acción rescisoria prescribirá en cuatro años, contados desde la disolución de la sociedad. 


Artículo 162-3. Renunciando el cónyuge no administrador o sus herederos, los derechos de la sociedad y del otro cónyuge se confunden e identifican, aun respecto del primero. 


Artículo 162-4. El cónyuge no administrador que renuncia conserva sus derechos y obligaciones a las recompensas e indemnizaciones arriba expresadas. 


Artículo 162-5. Si sólo una parte de los herederos del cónyuge no administrador renuncia, las porciones de los que renuncian acrecen a la porción del otro cónyuge.”.


16. Sustitúyese el epígrafe del párrafo 4 del Título VI del Libro I “§ 4. Excepciones relativas a la simple separación de bienes”, por el siguiente:

“TÍTULO VI-E

DEL RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES”


17. Sustitúyese el artículo 152 por el siguiente:


“Artículo 163-1. El régimen de separación de bienes se origina por convención de las partes, por disposición de la ley o en virtud de sentencia judicial.


Los cónyuges separados de bienes administran con plena independencia el uno del otro, los bienes que les pertenecen.”.


18. Sustitúyense los artículos 153 y 154, por el siguiente:


“Artículo 163-2. Los cónyuges no podrán renunciar a la facultad de pedir la separación de bienes a que les dan derecho las leyes.


Para que el cónyuge menor de edad pueda pedir la separación de bienes, deberá ser autorizado por un curador especial.”.


19. Sustitúyese el artículo 155, por el siguiente:


“Artículo 163-3. A petición de cualquiera de los cónyuges, el juez decretará la separación de bienes en los siguientes casos:


1° Cuando hubiere insolvencia o administración fraudulenta o culpable del patrimonio del otro cónyuge, cuando hubiere riesgo inminente de ello o cuando como consecuencia de una administración errónea o descuidada o producto de especulaciones aventuradas, los negocios de dicho cónyuge se encontraren en mal estado o estuvieren en riesgo cierto de estarlo.


Cuando la separación de bienes se solicitare por alguna de estas causales, el demandado podrá oponerse a ella prestando fianzas o hipotecas que aseguren suficientemente los intereses del actor.


2° Cuando el otro cónyuge no cumpliere con las obligaciones que le imponen los artículos 132 y 134, o incurriere en alguna causal de las contempladas en el artículo 54 de la Ley de Matrimonio Civil.


Además, se podrá pedir la separación de bienes, acreditado que sea el cese de convivencia conforme a la Ley de Matrimonio Civil.


3° En el caso del artículo 153-4.


En el caso de la sociedad conyugal, las causales anteriores sólo podrán ser invocadas por el cónyuge no administrador.”.


20. Sustitúyese el artículo 156, por el siguiente:


“Artículo 163-4. Demandada la separación de bienes, podrá el juez a petición del actor, tomar las providencias que estime conducentes a la seguridad de los intereses de éste, mientras dure el juicio.


Podrá el juez, asimismo y en cualquier tiempo, procediendo con conocimiento de causa, tomar iguales providencias antes de que se demande la separación de bienes, exigiendo caución de resultas si lo estimare conveniente.”.


21. Sustitúyese el artículo 157, por el siguiente:


“Artículo 163-5. En los juicios en que se solicitare la separación de bienes, la confesión no hace prueba.”.


22. Derógase el artículo 158. 


23. Sustitúyese el artículo 159, por el siguiente:


“Artículo 163-6. El régimen de separación de bienes se origina por el solo ministerio de la ley, en el caso del artículo 151-5, inciso segundo, y como efecto de la sentencia ejecutoriada de separación judicial.”.


24. Sustitúyese el artículo 160, por el siguiente:


"Artículo 163-7. Una vez producida la separación de bienes, se procederá a la liquidación de la comunidad o a la división de los gananciales y al pago de recompensas, según cual fuere el régimen a que se pusiere término.”.


25. Sustitúyese el artículo 161, por el siguiente:


"Artículo 163-8. Los acreedores del cónyuge separado de bienes, por las obligaciones emanadas de actos o contratos que legítimamente han podido celebrarse por éste, sólo tendrán acción sobre sus bienes.


El otro cónyuge no será responsable con sus bienes, sino cuando hubiere accedido como fiador, o de otro modo, a las obligaciones a que se refiere el inciso anterior.


Asimismo, será responsable de dichas obligaciones si de ellas hubiere reportado algún beneficio, a prorrata de éste. Se comprende en dicho beneficio el de la familia común, en la parte que, de derecho, dicho cónyuge haya debido proveer a las necesidades de ésta.”.


26. Sustitúyese el artículo 162, por el siguiente:


"Artículo 163-9. Si el cónyuge separado de bienes confiere al otro la administración de alguna parte de los suyos, éste será obligado como simple mandatario.


Lo dispuesto en el artículo 153-5 se aplica a los cónyuges casados bajo el régimen de separación de bienes.”.


27. Sustitúyese el artículo 163, por el siguiente: 


"Artículo 163-10. Al marido y a la mujer separados de bienes se dará curador para la administración de los suyos en todos los casos que necesitaren de curador para administrarlos.”.


28. Sustitúyese el artículo 165, por el siguiente:


"Artículo 163-11. En el caso que la separación de bienes se produjere por sentencia judicial, o como efecto de la sentencia de separación judicial, ésta será irrevocable y no podrá quedar sin efecto, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40 de la ley Nº 19.947, sobre Matrimonio Civil.”.


29. Deróganse los artículos 166, 167, 172 y 173.


30. Sustitúyese, en el epígrafe del Titulo IX del Libro I, el vocablo “obligaciones” por “deberes”.


31. Sustitúyese el artículo 230, por el siguiente:


"Artículo 230. Los gastos de crianza, educación y establecimiento de los hijos serán asumidos por ambos padres en proporción a sus facultades económicas.


Si entre los padres hubiere sociedad conyugal, los gastos señalados en el inciso anterior serán de cargo de ésta.


En caso de fallecimiento del padre o madre, dichos gastos corresponderán al sobreviviente.”.


32. Sustitúyese el artículo 261, por el siguiente:


"Artículo 261. Los actos y contratos que el hijo celebre fuera de su peculio profesional o industrial y que el padre o madre que ejerce la patria potestad autorice o ratifique por escrito, o los que cualquiera de éstos efectúe en representación del hijo, obligan directamente al padre o madre que haya intervenido y, subsidiariamente, al hijo, hasta concurrencia del beneficio que éste hubiere reportado de dichos actos o contratos.


Lo anterior no obsta a que el primero de esos padres pueda repetir contra el otro padre, en la parte en que de derecho haya debido proveer a las necesidades del hijo.”.


33. Sustitúyese el artículo 310, por el siguiente:


"Artículo 310. La posesión notoria del estado de matrimonio consiste principalmente en haberse tratado los supuestos cónyuges como marido y mujer en sus relaciones domésticas y sociales; y en haber sido recibidos en ese carácter por los deudos y amigos de ambos o por el vecindario de su domicilio en general.".


34. Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 407, los guarismos “ocho” y “cinco” por “cuatro” y “dos”, respectivamente.


35. Sustitúyese el artículo 449, por el siguiente:

"Artículo 449. El curador del disipador ejercerá de pleno derecho la tutela o curatela de los hijos de éste, cuando la patria potestad no correspondiere al otro progenitor, según las reglas del título “De la patria potestad”.


En el caso de haber sociedad conyugal, el curador del cónyuge que tiene la administración de la sociedad, declarado disipador, administrará, además, la sociedad en cuanto ésta subsista.”.


36. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 450, por los siguientes:


“El que se encuentre casado bajo el régimen de comunidad de gananciales cuyo cónyuge disipador sea sujeto a curaduría, si fuere mayor de edad, tendrá derecho para pedir separación de bienes.


En caso de existir sociedad conyugal, sólo el cónyuge no administrador tendrá derecho a pedir la separación de bienes, en los mismos términos del inciso anterior.”.


37. Sustitúyese el artículo 457, por el siguiente:


“Cuando el niño demente haya llegado a la pubertad, podrá el padre o madre que ejerza la patria potestad, o ambos en su caso, seguir cuidando de su persona y bienes hasta la mayoría de edad; llegada la cual deberá precisamente provocarse el juicio de interdicción.”.


38. Sustitúyese el artículo 463, por el siguiente:


"Artículo 463. Si por minoría de edad u otro impedimento no se le defiriere a un cónyuge la curaduría por demencia del otro cónyuge, podrá, a su arbitrio, luego que cese el impedimento, pedir esta curaduría o la separación de bienes.


Iguales derechos tendrá el cónyuge no administrador casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto de su marido o mujer demente, si se encontrare en la misma situación descrita en el inciso anterior, caso en el cual, si solicitare la curaduría,  tendrá, además, la administración de la sociedad.”.


39.Sustitúyese el artículo 477, por el siguiente:


“Artículo 477. Si el cónyuge administrador ausente ha dejado mujer o marido no separado judicialmente, se observará lo prevenido para este caso en el título “De la sociedad conyugal”.


40. Modifícase el artículo 493 ,en el siguiente sentido:


a) Suprímense en los incisos primero y segundo las expresiones “maridos” y las comas que las enmarcan.


b) Agrégase un inciso tercero del siguiente tenor:


“Lo dicho en los dos incisos anteriores respecto de los padres y guardadores, se extenderá, en el caso de la sociedad conyugal, a los  cónyuges que tengan la administración de la sociedad.”.


41. Derógase el artículo 502.


42. Sustitúyese el artículo 503, por el siguiente:


“Artículo 503. El marido y la mujer podrán ser curadores de su respectivo cónyuge, salvo si se encontraren separados judicialmente de bienes. Con todo, esta inhabilidad no regirá respecto de aquel que no haya incurrido en alguna de las causales  establecidas en el artículo 163-3. Para deferir la curaduría el juez deberá previamente citar a audiencia de parientes.”.


43. Derógase el artículo 511.


44. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 585, la frase “todos los hombres” por la frase “todas las personas”.


45. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 646, la palabra "hombre" por "ser humano".


46. Sustitúyese el artículo 810, por el siguiente:


“Artículo 810. El usufructo legal del padre o madre  sobre ciertos bienes del hijo, y, en su caso, el del cónyuge, como administrador de la sociedad conyugal, en los bienes del otro cónyuge, están sujetos a las reglas especiales de los títulos “De la patria potestad” y “De la sociedad conyugal”, respectivamente.”.


47. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 818, la frase “propios de un buen padre de familia” por la siguiente:“que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.


48.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 1225, por el siguiente:


“En el caso de la sociedad conyugal, el cónyuge administrador requerirá el consentimiento del otro cónyuge para aceptar o repudiar una asignación deferida a este último. Esta autorización se sujetará a lo dispuesto en los dos últimos incisos del artículo 158-1.”.


49. Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 1255, las frases finales “ cuando no lo fueren por sus maridos, tutores, curadores o cualesquiera otros legítimos representantes” por las siguientes: “cuando no lo fueren por sus cónyuges que tengan la administración, en el caso de la sociedad conyugal, o por sus tutores, curadores o cualesquiera otros legítimos representantes”.


50. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 1287, la frase " y el marido de la mujer heredera que no está separada de bienes" por "y en el caso de la sociedad conyugal, sobre el cónyuge administrador por el otro cónyuge heredero”.


51. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1322, por el siguiente:


“Pero el cónyuge administrador, en el caso de la sociedad conyugal, no habrá menester esta autorización para provocar la partición de los bienes en que tenga parte el otro cónyuge, le bastará el consentimiento de éste si fuere mayor de edad y no estuviere imposibilitado de prestarlo, o el de la justicia en subsidio.”.


52. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1326, por el siguiente:


“En el caso de la sociedad conyugal, bastará al cónyuge administrador el consentimiento del otro cónyuge o el de la justicia en subsidio.”.


53. Agrégase, a continuación del epígrafe del Título XIII del Libro III, denominado “DE LAS DONACIONES ENTRE VIVOS”, el siguiente párrafo 1°, nuevo:

“§ 1. Reglas generales”.


54. Agrégase, a continuación del artículo 1436, el siguiente párrafo 2°, nuevo:

"§ 2. De las donaciones por causa de matrimonio


Artículo 1436-1. Las donaciones que un esposo hace a otro antes de celebrarse el matrimonio y en consideración a él, y las donaciones que un tercero hace a cualquiera de los esposos antes o después de celebrarse el matrimonio y en consideración a él, se llaman en general donaciones por causa de matrimonio.


Artículo 1436-2. Ninguno de los esposos podrá hacer donaciones al otro por causa de matrimonio, sino hasta el valor de la cuarta parte de los bienes de su propiedad que aportare.


Artículo 1436-3. Las donaciones por causa de matrimonio, sea que se califiquen de dote, arras o cualquier otra denominación, admiten plazos, condiciones y cualesquiera otras estipulaciones lícitas, y están sujetas a las reglas generales de las donaciones, en todo lo que no se oponga a las disposiciones especiales de este párrafo.


En todas ellas se entiende la condición de celebrarse o haberse celebrado el matrimonio.


Artículo 1436-4. Declarada la nulidad del matrimonio, podrán revocarse todas las donaciones que por causa del mismo matrimonio se hayan hecho al que lo contrajo de mala fe, con tal que de la donación y de su causa haya constancia por escritura pública.


La sentencia firme de separación judicial o divorcio autoriza, por su parte, a revocar todas las donaciones que por causa del mismo matrimonio se hayan hecho al cónyuge que dio motivo a la separación judicial o al divorcio por su culpa, verificada la condición señalada en el inciso precedente.


En la escritura del esposo donante se presume siempre la causa de matrimonio, aunque no se exprese.


Carecerá de esta acción revocatoria el cónyuge putativo que también contrajo de mala fe.


Artículo 1436-5. En las donaciones entre vivos o asignaciones testamentarias por causa de matrimonio, no se entenderá la condición resolutoria de faltar el donatario o asignatario sin dejar sucesión, ni otra alguna, que no se exprese en el respectivo instrumento, o que la ley no prescriba.”.


55. Deróganse los títulos XXII y XXII-A del Libro IV.


56. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1939, la frase “de un buen padre de familia” por la siguiente:“que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.


57. Sustitúyese el artículo 1969, por el siguiente:


"Artículo 1969. Los arrendamientos hechos por tutores o curadores, o por el padre o madre como administradores de los bienes del hijo, se sujetarán, en lo relativo a su duración, después de terminada la tutela o curaduría, o la administración paterna o materna, a lo dispuesto en el artículo 407.


En lo que respecta a la sociedad conyugal, se observará lo establecido en el inciso cuarto del artículo 158-1.”.


58. Reemplázase, en el artículo 1979, la frase “como buen padre de familia” por la siguiente:“con el cuidado que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.


59. Sustitúyese el artículo 2171 por el siguiente: 


“Artículo 2171. Si la mujer o el marido ha conferido un mandato antes del matrimonio, subsiste el mandato, pero, en el caso de la sociedad conyugal, el cónyuge administrador podrá revocarlo a su arbitrio siempre que se refiera a actos o contratos relativos a bienes cuya administración le corresponda.”.


60. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2288, la frase “de un buen padre de familia” por la siguiente:“que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.


61. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2323, la frase “de un buen padre de familia” por la siguiente:“que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.


62. Sustitúyese el artículo 2342, por el siguiente:


"Artículo 2342. Las personas que se hallen bajo patria potestad o bajo tutela o curaduría, sólo podrán obligarse como fiadores en conformidad a lo prevenido en los títulos “De la patria potestad” y “De la administración de los tutores y curadores”. Si el marido o la mujer, casados bajo el régimen de comunidad de gananciales, quisieren obligarse como fiadores, se observará lo dispuesto en el artículo 153-1. Si entre los cónyuges hubiere sociedad conyugal, se estará a lo previsto en el título respectivo.”.


63. Reemplázase, en el artículo 2394, la frase “como buen padre de familia” por la siguiente:“con el cuidado que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.


64. Sustitúyese la oración inicial del inciso tercero del artículo 2466, “Sin embargo, no será embargable el usufructo del marido sobre los bienes de la mujer,” por la siguiente: “Sin embargo, en el caso de la sociedad conyugal, no será embargable el usufructo del cónyuge administrador sobre los bienes del otro cónyuge,”.


65. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2481:


a) Sustitúyese el Nº 3° por el siguiente:


”3º En el caso de la sociedad conyugal, los del cónyuge que no tiene la administración por los bienes de su propiedad que administra el otro cónyuge,  sobre los bienes de éste;“.


b) Suprímese el número 6°.


66. Sustitúyese el párrafo tercero del artículo 2482, por el siguiente:


“La del respectivo matrimonio en los créditos del número 3º;”.


67. En el artículo 2483, reemplázase la expresión "4º, 5º y 6º", por la siguiente: "4º y 5º".


68. Sustitúyese el artículo 2484, por el siguiente:


“Artículo 2484. Los matrimonios celebrados en país extranjero que deban producir efectos civiles en Chile, darán, en el caso de haber sociedad conyugal, a los créditos del cónyuge que no tiene la administración, sobre los bienes del otro cónyuge existentes en territorio chileno, el mismo derecho de preferencia que dan los matrimonios celebrados bajo ese régimen en Chile.”.


69. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2509:


a) Sustitúyese el Nº 2º del inciso segundo por el siguiente:


“2º El cónyuge que no tiene la administración  en el caso de la sociedad conyugal, mientras ésta dure;”.


b) Deróganse los incisos tercero y cuarto.


Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia.


1. Reemplázase el numeral 4° del artículo 4° por el siguiente:


“4° Las sentencias ejecutoriadas en que se declare la nulidad del matrimonio o se decrete la separación judicial o el divorcio; la separación de bienes de los cónyuges; los instrumentos en que se estipulen capitulaciones matrimoniales; las sentencias ejecutoriadas que declaren la interdicción de los cónyuges, las que concedan al cónyuge que no tiene la administración o a un curador la administración extraordinaria de la sociedad conyugal y las escrituras públicas o actas en que se modifique el régimen de bienes del matrimonio. Estas subinscripciones podrán solicitarse también del Conservador del Registro Civil, quien ordenará que se haga la subinscripción en el libro de la comuna que corresponda.”

2. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 38 por los siguientes:


"Podrán, asimismo, pactar separación de bienes o sociedad conyugal.


El oficial del Registro Civil manifestará, también, a los contrayentes, que pueden celebrar los pactos a que se refiere el inciso anterior y que si no lo hacen o nada dicen al respecto, se entenderán casados en régimen de comunidad de gananciales."


3. Elimínase, en el inciso segundo del artículo 53, la frase “por una mujer, o”.


Artículo 3º.- Sustitúyese el artículo 40 de la Ley de Matrimonio Civil, por el siguiente:


“La reanudación de la vida en común , luego de la separación judicial, no revive el régimen patrimonial a que los cónyuges estaban afectos, pero éstos podrán pactar, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 151-9 del Código Civil, aquel que estimen más apropiado.”.


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Comercio:


1. Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


"Artículo 11.- El cónyuge comerciante, casado en sociedad conyugal cuya administración corresponde al otro cónyuge, se regirá por lo dispuesto en el artículo 159-1 del Código Civil.".


2. Deróganse los artículos 14 y 16.


3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 22:


a. Derógase el numeral 1º.


b. Reemplázase el numeral 2º por el siguiente: 


“2º. De las sentencias de divorcio, separación judicial o separación de bienes y de las liquidaciones practicadas para determinar las especies o cantidades que uno de los cónyuges deba entregar al otro de quien se ha divorciado, separado judicialmente o separado de bienes.”.


4. Reemplázase en el artículo 23, la frase “el marido, padre, madre o guardador” por el vocablo “se”.


5. Reemplázase el artículo 349, por el siguiente:


"Artículo 349.- Puede celebrar el contrato de sociedad toda persona que tenga capacidad para obligarse.


El menor adulto y el cónyuge casado bajo régimen de sociedad conyugal cuya administración tiene el otro cónyuge, necesitan autorización especial para celebrar una sociedad colectiva.


La autorización del menor será conferida por la justicia ordinaria, y la del cónyuge no administrador casado en sociedad conyugal, por el otro cónyuge o el juez en subsidio.".


6. Reemplázase, en el numeral 3° del artículo 556, la frase “de un diligente padre de familia” por la siguiente: “que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios”.

Artículo 5°.- Sustitúyese el artículo 384 del Código de Procedimiento Penal, por el siguiente:


“Artículo 384.- El mandamiento de embargo decretado contra los bienes del cónyuge casado en sociedad conyugal cuya administración tiene el otro cónyuge, se trabará en sus bienes propios, en los de la sociedad o en los de ambos.”.


Artículo 6º.- Modifícase el Código de Minería en los siguientes aspectos:


a)Sustitúyese el artículo 24, por el siguiente:


“Artículo 24.- El cónyuge casado en régimen de sociedad conyugal cuya administración tiene el otro cónyuge, los menores adultos y los disipadores sujetos a interdicción, podrán hacer pedimentos o manifestaciones sin necesidad del consentimiento del cónyuge administrador o autorización de sus respectivos representantes legales.”.


b) Reemplázase en el artículo 25 el número “150” por el siguiente “159-1”.


Artículo 7º.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 14 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, la oración: “Para los efectos de esta incompatibilidad, si el consejero estuviere casado bajo el régimen de sociedad conyugal, se considerarán también las participaciones del cónyuge, salvo las que adquiera en el marco de su patrimonio reservado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 150 del Código Civil;” por la siguiente: “Para los efectos de esta incompatibilidad, si el consejero estuviere casado bajo el régimen de la comunidad de gananciales o de la sociedad conyugal, se considerarán también las participaciones del cónyuge, salvo, en este último caso, las que adquiera en el marco de su patrimonio reservado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 159-1 del Código Civil;”.


Artículo 8º.- Sustitúyese el artículo 61  de la ley Nº 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones por el siguiente:


“Artículo 61.- Se presumirá ánimo de ocultación de bienes siempre que, disuelta una sociedad conyugal o una comunidad de gananciales por muerte de alguno de los cónyuges, dejen de manifestarse en el inventario que al efecto se practique, los bienes raíces que fueren del dominio del cónyuge difunto o de la sociedad conyugal o de la comunidad de gananciales.”.


Artículo 9º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 824, Ley de Impuesto a la Renta:


1. En el inciso primero del artículo 6°, sustitúyense las palabras “o la disolución" por la frase "la disolución del régimen de comunidad de gananciales o", precedida de una coma.


2. En la letra g) del numeral 8° del artículo 17, agrégase la frase “los regímenes patrimoniales de comunidad de gananciales o de", a continuación de las palabras “liquidación de”.


3. Sustitúyese el artículo 53, por el siguiente:


"Artículo 53. Los cónyuges declararán sus rentas independientemente.


Sin embargo, los cónyuges casados con separación convencional de bienes deberán presentar una declaración conjunta de sus rentas, cuando no hayan liquidado efectivamente la comunidad surgida de la disolución del régimen de comunidad de gananciales o de la sociedad conyugal o mantienen sus bienes en comunidad o cuando cualquiera de ellos tuviere poder del otro para administrar o disponer de sus bienes.”.


Artículo 10.- Intercálase, en ambos incisos de la letra c) del artículo 8° del decreto ley Nº 825, Ley de Impuesto a las Ventas y Servicios, antes de la expresión "de la sociedad conyugal", la frase “del régimen de comunidad de gananciales o”.


Artículo 11.- Reemplázase el numeral 2 del artículo 19 de la ley Nº 14.908, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia.


“2. Autorizar al cónyuge alimentario para actuar conforme al artículo 153-1, inciso quinto o, en su caso, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 159-5, ambos del Código Civil, sin que sea necesario acreditar el perjuicio a que se refieren dichos incisos.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- Los matrimonios celebrados con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley, seguirán sometidos a las leyes vigentes al tiempo de su celebración. También se mantendrán en vigor, las normas de carácter tributario que regulen los efectos de la terminación de estos regímenes y la presentación de las declaraciones de impuesto a la renta que, al momento de celebrarse el matrimonio, se encontraban vigentes.


No obstante, los cónyuges mayores de edad podrán pactar, por una sola vez, la substitución del régimen que tuvieren por cualquiera de los regímenes que establece la presente ley. El pacto deberá otorgarse por escritura pública y no surtirá efectos entre las partes ni respecto de terceros sino desde que la escritura se subinscriba al margen de la respectiva inscripción matrimonial. Esta subinscripción sólo podrá practicarse dentro de los treintas días siguientes a la fecha de la escritura en que se pacte la substitución del régimen matrimonial.


El pacto no perjudicará en caso alguno los derechos válidamente adquiridos por terceros respecto de la mujer o el marido, y no admitirá modalidades de ninguna especie.


Por un plazo de dos años a contar de la fecha de publicación de la presente ley, el pacto de substitución del régimen podrá verificarse por acta extendida ante el oficial del Registro Civil de la comuna donde se celebró el matrimonio.


Artículo 2º.- La presente ley empezará a regir 180 días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 24 de enero, 7 de marzo y 11 de abril de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Soledad Alvear Valenzuela, Alberto Espina Otero (Andrés Chadwick Piñera), Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 17 abril de 2007.

(Fdo.):Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE QUE LA PRESCRIPCIÓN EN DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD SE COMPUTARÁ DESDE EL DÍA EN QUE ESTOS ALCANCEN MAYORÍA DE EDAD

(3786-07 y 3799-07)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en dos mociones. La primera, de los Diputados señores Pedro Pablo Alvarez-Salamanca Büchi, Mario Bertolino Rendic, Roberto Delmastro Naso, Pablo Galilea Carrillo, René Manuel García García, Nicolás Monckeberg Díaz, Alfonso Vargas Lyng y Carlos Vilches Guzmán y los ex Diputados señores Francisco Bayo Veloso y Arturo Longton Guerrero. La segunda, de los Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela y Patricio Walker Prieto y el ex Diputado señor Francisco Bayo Veloso.




Se hace presente que las disposiciones del proyecto no requieren quórum especial ni inciden en la organización o atribuciones de los tribunales de justicia.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Al tenor de las mociones que le dan origen, esta iniciativa de ley tiene por fin establecer una medida de protección en favor de los menores de edad que han sido víctima de abusos de carácter sexual, para lo cual dispone que el plazo de prescripción de la acción penal comenzará a correr, en tales casos, a partir de la fecha en que la víctima ha alcanzado la mayoría de edad. Si la víctima fallece antes de alcanzar dicha mayoría, el plazo de prescripción comenzará a correr desde la fecha del deceso.




El artículo único del proyecto propende a la consecución de la finalidad enunciada arriba insertando una oración final en el inciso tercero del artículo 369 del Código Penal

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

Del Código Penal, los artículos 361 a 366 quáter y 369.

Del Código Procesal Penal, los artículos 53 y 54.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Como se ha dicho, el proyecto en informe modifica el artículo 369 del Código Penal, precepto que estipula que, tratándose de los delitos previstos en los artículos 361 a 369 quáter  del mencionado Código, no se puede proceder en causa penal sin previa denuncia de la persona ofendida o de su representante legal. O sea, esos delitos son de aquellos que, al tenor de la letra g) del artículo 54 del Código Procesal Penal, son de acción pública previa instancia particular.


Con todo, el segundo inciso del mencionado artículo 369 se pone en el caso de que el ofendido por el delito no pueda hacer por si mismo la denuncia y carezca de representante legal, y en el del que el representante esté imposibilitado de denunciar o esté implicado en el delito. En esas hipótesis el Ministerio Público podrá actuar de oficio y la denuncia podrá hacerla cualquier persona que tome conocimiento del hecho.


Enseguida, el inciso tercero del artículo en comento preceptúa que si la víctima de los delitos indicados es un menor de edad, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 53 del Código Procesal Penal, norma que, en lo que atañe al caso, concede siempre acción penal pública para la persecución de los delitos cometidos contra menores de edad.


Los artículos 361 y 362 del Código Penal castigan el delito de violación en sus diversas modalidades; el artículo 363 sanciona el estupro; los artículos 365 a 366 quáter penalizan determinados abusos y acciones sexuales y acciones de significación sexual, con excepción del 366 ter, que define lo que debe entenderse por acción sexual para estos efectos.


Según las reglas generales, la prescripción de la acción para perseguir esos ilícitos es de 5 o 10 años, según constituyan crimen o simple delito.


La enmienda que la iniciativa en informe inserta en el tercer inciso del artículo 369 del Código Penal establece que el plazo de prescripción de la acción penal, tratándose de menores de edad que han sido víctima de los delitos señalados en el inciso primero, empezará correr cuando cumplan 18 años, o desde la fecha del fallecimiento, si éste ocurre antes de alcanzar la mayoría de edad.


La unanimidad de los miembros de la Comisión expresó su acuerdo con la idea del proyecto, que no es otra que brindar una protección real y eficaz a los menores abusados o violentados.


Sin perjuicio de ello, a fin de hacer más claro el tenor del precepto, resolvió redactarlo en los siguientes términos, sin alterar el fondo de sus disposiciones:

“Artículo único.- Incorpórase en el inciso tercero del artículo 369 del Código Penal la siguiente oración, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido:

“En estos mismos casos, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para el menor de edad al momento en que éste cumpla los 18 años. Si la víctima fallece antes, el plazo se computará a partir de la fecha del fallecimiento.”.”.

- - - - - - -

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR NELSON ÁVILA


La Comisión trató simultáneamente la moción del Honorable Senador señor Ávila, que aumenta el plazo de prescripción de los delitos de abuso sexual y violación de menores, Boletín N° 3.991-07. 


Mediante sendas modificaciones en los artículos 94 y 95 del Código Penal la moción eleva a quince años el plazo de prescripción de la acción para perseguir los delitos de abuso sexual o violación de menores y dispone que dicho término comience a correr desde el día en que la víctima cumpla 14 años de edad.


Teniendo presente que el diferente estado de tramitación legislativa de ambas iniciativas de ley impide refundirlas, porque con ello se menoscabaría el derecho de la Cámara de Diputados para examinar un proyecto originado en moción de un Senador, con las atribuciones propias de un segundo trámite constitucional, se optó por tratar la moción en comento como si fuera una indicación al proyecto ya aprobado por la Cámara de origen.


Además, la formulación del proyecto en informe contempla un beneficio mayor para los menores, toda vez que fija como fecha inicial del cómputo del plazo de prescripción el cumplimiento de 18 años de edad, en lugar de 14, regula la eventualidad del fallecimiento de la víctima antes de ese plazo y resulta más precisa en sus alcances, porque al insertarse en el artículo 369 no deja lugar a dudas respecto de los delitos a los que se aplicará esta regla, que son los de los artículos 361 a 366 quáter del Código Penal.
- - - - - - -


En razón de lo expuesto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó en general y en particular el proyecto en informe, con algunas enmiendas menores de redacción, e hizo otro tanto con las ideas contenidas en la moción del Honorable Senador señor Ávila, Boletín N° 3.991-07, considerándolas como una indicación que resulta subsumida en el texto que propone la Comisión. 

Si el presente informe es aprobado, se sugiere al Senado archivar la referida moción, pues sus disposiciones quedan comprendidas en el proyecto que se inserta más adelante.


En mérito de lo que dispone el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión propone que el Senado trate este proyecto en general y en particular a la vez, ya que consta de un artículo único.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO 


En consecuencia, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone al Senado aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el inciso tercero del artículo 369 del Código Penal la siguiente oración, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido:

“En estos mismos casos, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para el menor de edad al momento en que éste cumpla los 18 años. Si la víctima fallece antes, el plazo se computará a partir de la fecha del fallecimiento.”.”.

- - - - - - -

Acordado en sesiones de fecha 11 y 18 del mes en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

Valparaíso, 18 de abril de 2007.

(Fdo.):Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE REEMPLAZO DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO DE PESCA ARTESANAL

(4956-21)

HONORABLE SENADO:



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Pesca, señor Carlos Hernández, la asesora Jurídica de esa Subsecretaría, señora Jessica Fuentes, el abogado de la misma repartición señor Andrés Tavolari, el ingeniero pesquero señor Mauro Urbina, asesor del señor Subsecretario, y el Jefe de Gabinete de este último, señor Manuel Ibarra. 

I. OBJETIVO DE LA INICIATIVA


Regular la institución del reemplazo de la inscripción pesquera artesanal y adecuar las normas de la Ley de Pesca a nuevas regulaciones de la inscripción artesanal en materia de embarcaciones y categorías de pesca.

II. ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


1. Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.
2.2. De Hecho


Recuerda el mensaje con que se inició este proyecto de ley que en la modificación que se introdujo a la legislación pesquera el año 2002 (ley Nº 19.849), se instituyó la modalidad del reemplazo de la inscripción pesquera artesanal para permitir a los que querían retirarse de la actividad traspasar su inscripción en las pesquerías con acceso cerrado.


Agrega que el efecto más importante del cierre de una pesquería es que limita la diversificación de la actividad pesquera si el titular de la inscripción no tiene consignada en ésta la autorización para operar en la pesquería cerrada.


El reemplazo, entonces, abre la posibilidad para que la vacante del pescador que se retira pueda ser adquirida por el que se quiere diversificar en la actividad.


Sin embargo, continúa el mensaje, al instituirse el reemplazo no se adoptaron los resguardos que cautelaran los objetivos perseguidos. De contrario, al cerrarse una pesquería se facilitó el ingreso a ella de personas ajenas al sector pues la transferencia de la inscripción no establecía ningún requisito que restringiera el acceso a la actividad artesanal.


Al constatarse esta situación, explica el mensaje, se optó por suspender la aplicación del reemplazo hasta que éste tuviera regulación legal, lo que significó la dictación de sucesivas leyes que decretaron su suspensión, venciendo la última el próximo 30 de abril de 2007.


Termina este acápite el mensaje expresando que no obstante estar pendiente la aprobación del estatuto que regule toda la actividad artesanal, se ha estimado necesario regular ahora la institución del reemplazo e incorporar otras modificaciones relacionadas con su aplicación.


El segundo acápite del mensaje que trata del contenido del proyecto, consigna normas sobre el reemplazo propiamente tal, disposiciones relativas a las embarcaciones artesanales, categorías de pesca artesanal y adecuaciones de requisitos y acreditaciones para obtener la inscripción.


A continuación, y sin perjuicio de la descripción del articulado que se consignará más adelante en este informe, incorporamos los comentarios que hace el mensaje respecto de los temas que aborda el proyecto.


Por lo que hace a las embarcaciones artesanales, expresa que el proyecto establece sus características básicas para cautelar la seguridad de los pescadores. De este modo, se propone impedir la construcción de naves que privilegien la capacidad de carga en desmedro de las seguridades para evitar los riesgos de vida de los pescadores o sus condiciones de habitabilidad a bordo; es decir, se definen las naves con una eslora máxima de 18 metros, 50 toneladas de registro grueso y 80 metros cúbicos de capacidad de bodega, limitando el viaje de pesca a 80 toneladas.


En cuanto a las categorías de pesca artesanal, se incorpora al concepto de armador la modificación relativa a la propiedad de las naves y se extiende la capacidad de éstas desde 2 de 50 toneladas de registro grueso en total, a 2 de 50 toneladas de registro grueso cada una.


Aclara que en el concepto de persona jurídica se incluye a la empresa individual de responsabilidad limitada en la medida que ésta involucre a un pescador artesanal.


Igualmente, para limitar la titularidad de embarcaciones artesanales se considera a la persona natural aun cuando forme parte de una persona jurídica que sea la titular del dominio sobre la embarcación, evitándose así que las limitaciones legales se burlen por la vía de crear nuevas personas jurídicas que intervengan como pescadores artesanales.


Señala a continuación que para precisar algunos conceptos contenidos en la ley, se denomina “buzo” a la actual categoría de mariscadores y se modifica la definición de alguero constriñéndola al “recolector de orilla”. Se incorpora también al buzo apnea como categoría especial, distinguiéndolo del buzo propiamente tal atendidas las radicales diferencias que separan a ambos; esto es, las distintas habilidades que se exigen para ejercer uno u otro oficio.


En materia de inscripción artesanal, el proyecto, para evitar el aumento del esfuerzo mediante la división de las partes que la componen –lo que permitiría aumentar la cantidad de titulares de pescadores registrados-, dispone que el reemplazo operará de manera indivisible e incorpora como requisito para el reemplazante el de acreditar habitualidad en el sector. Esta es definida como el registro de un mínimo del 50% de los viajes de pesca continuos o alternados o días de actividad extractiva en relación con el promedio anual de la totalidad de los viajes en los últimos tres años.


Según el mensaje, el requisito del porcentaje tiene su justificación en la necesidad de facilitar la renovación del registro, de modo que los que se retiran puedan traspasar su inscripción a los que se mantienen en la actividad, impidiéndose el acceso a los recolectores de orilla que, de no mediar esta exigencia, podrían hacerlo sin restricciones pues no requieren ser acreditados por la autoridad marítima.


Lo anterior, termina el mensaje en este apartado, no afecta a los descendientes del pescador reemplazado hasta el cuarto grado de consanguinidad en línea recta.


El siguiente acápite del mensaje se refiere a las adecuaciones que han de introducirse en la inscripción del registro artesanal, expresando que el proyecto establece nuevas modalidades en materia de requisitos para requerir la inscripción.


El mensaje se ocupa, también, del régimen transitorio que regula los reemplazos efectuados desde la vigencia de la ley Nº 19.849 (26 de diciembre de 2002) al 31 de diciembre del año en que se modifique esta ley.


Señala que el proyecto dispone que respecto de los aspirantes al reemplazo que no sean armadores, la habitualidad se circunscribirá al año anterior a la vigencia de la ley. Al segundo año de vigencia se exigirán dos años de habitualidad y en el tercero se aplicará la normativa permanente de esta ley.


Agrega que los reemplazantes no requerirán de habitualidad si fueron inscritos antes del 27 de diciembre de 2002, y siempre que el reemplazo se celebre entre la fecha de vigencia de la ley Nº 19.849 y la de esta ley.


Finalmente, otorga un año al Servicio Nacional de Pesca para adecuar el registro artesanal a las prescripciones de esta ley y cinco años para que los pescadores que a través de personas jurídicas tengan la titularidad de más de dos embarcaciones traspasen aquellas que excedan los límites señalados en esta ley.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados está compuesto por un artículo único –integrado, a su vez, por cuatro numerales-, y cuatro disposiciones transitorias.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO


El numeral 1, conformado por los literales a) y b), introduce modificaciones a los números 15) y 29), respectivamente, del artículo 2° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que define diversos conceptos en materia de pesca y acuicultura.


La primera de las definiciones vigentes (Nº 15) señala que se entenderá por “embarcación pesquera artesanal” aquella que es explotada por un armador artesanal, de una eslora no superior a los 18 metros y de hasta 50 toneladas de registro grueso, debidamente inscrita e identificada de esta forma en los registros de la autoridad marítima. 


El texto de reemplazo, en el literal a) del número 1, sustituye el número 15) antes descrito por otro, nuevo, 


En su inciso primero expresa que se entenderá por “embarcación pesquera artesanal” la que es explotada por un armador artesanal y que está inscrita en el Registro Pesquero Artesanal, con una eslora no superior a 18 metros, 80 metros cúbicos de capacidad de bodega, y de hasta 50 toneladas de registro grueso.


A continuación, en el inciso o párrafo segundo, remite al reglamento la determinación de las categorías de embarcaciones por eslora, como también la que se hará para cada categoría de la capacidad máxima de carga, volumen máximo de bodega y superficie mínima de habitabilidad, considerando la explotación de los recursos y las condiciones de trabajo. En la categoría de mayor eslora, la capacidad máxima de carga no podrá exceder de 80 toneladas por viaje de pesca. 


En seguida, el inciso tercero prescribe que para el caso de que se observe el trabajo de una embarcación artesanal sin cumplir con los requisitos del reglamento relativos a su volumen y superficie, se suspenderá su actividad extractiva hasta que se certifique su acatamiento. 



En el inciso final se establece una sanción para aquellas naves que, dentro del plazo de dos años, hayan desembarcado 3 veces capturas superiores a las máximas autorizadas por viaje de pesca. Esta sanción consiste en la suspensión de los derechos derivados de la inscripción por el plazo de tres meses, quedando prohibido el zarpe de la embarcación desde la comunicación de la sanción. 


Sobre este literal recayó una indicación del Honorable Senador señor Gazmuri, que intercala en el inciso tercero del nuevo numeral 15), entre las expresiones  “actividades extractivas” y “hasta que se certifique”, la oración “quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora””, antecedido de una coma (,).


Esta indicación fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi y Gazmuri. 


Además, y en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, y con la misma unanimidad, la Comisión acordó sustituir la expresión final del inciso tercero, “principales al mismo”, por la frase “a dicho texto”.


El resto del literal a) del número 1) fue aprobado sin modificaciones con igual votación.


A su turno, el número 29) del artículo 2° vigente expresa que la “pesca artesanal” será una actividad extractiva desarrollada por personas naturales que, de forma directa, personal y habitual se desempeñen como pescadores artesanales. Distingue también diversas categorías, tales como armador artesanal, mariscador, alguero y pescador artesanal, las que no serán incompatibles entre sí en tanto se desarrollen en la misma región, salvo las excepciones que el mismo precepto señala.


Prescribe, asimismo, que se considerará pesca artesanal la actividad extractiva desarrollada por personas jurídicas, pero sólo en el caso de que su integración esté constituida exclusivamente por personas naturales inscritas como pescadores artesanales. 


En seguida, define al pescador artesanal propiamente tal; al armador artesanal; al mariscador, y al alguero. El “pescador artesanal propiamente tal” es el patrón o tripulante de una embarcación artesanal cualquiera sea su régimen de retribución; “armador artesanal” es el pescador artesanal propietario de hasta dos embarcaciones que no excedan de 50 toneladas de registro grueso. Para el caso de que los propietarios sean dos o más personas, se presumirá que todas ellas son sus armadores artesanales, siendo solidariamente responsables para el pago de las multas que se apliquen por infracción de las normas de esta ley; “mariscador” es el pescador artesanal que realiza actividades de extracción de moluscos, crustáceos, equinodermos y mariscos en general, utilice o no una embarcación artesanal, y “alguero” es el pescador artesanal que trabaja en la recolección y segado de algas, sea o no con el empleo de una embarcación artesanal. 


La letra b) del número 1 del artículo único del proyecto reemplaza el numeral 29 descrito precedentemente, definiendo la pesca artesanal como una actividad extractiva ejecutada por personas naturales que de manera personal, directa y habitual se desempeñan como pescadores artesanales inscritos en el Registro, sea o no utilizando una embarcación artesanal. Asimismo, se considera pesca artesanal la que se lleva a cabo por personas jurídicas integradas exclusivamente por personas naturales inscritas como artesanales.  


En un inciso tercero, previene que la actividad pesquera artesanal se ejercerá mediante una de las siguientes categorías: armador artesanal; pescador artesanal propiamente tal; buzo; recolector de orilla, alguero o buzo apnea.


A continuación, la nueva proposición entiende por armador artesanal al pescador artesanal, persona jurídica o comunidad propietaria, según lo establece el Código Civil, de hasta dos embarcaciones artesanales que, en su conjunto, no superen los 100 metros cúbicos de capacidad de bodega. Se considerará como limitación para la titularidad de las embarcaciones artesanales la participación que una de las personas naturales tenga en personas jurídicas o comunidades que, al mismo tiempo, tengan la calidad de armador artesanal; y para el caso de que el armador sea una comunidad, ésta sólo podrá estar compuesta por pescadores artesanales, siendo ellos solidariamente responsables por el pago de las patentes y de las multas que deriven de las infracciones a las disposiciones de esta ley. 


Asimismo, señala que sólo podrán inscribirse en esta categoría los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos. Será “pescador artesanal propiamente tal” el que trabaje como patrón o tripulante en una embarcación artesanal, cualquiera sea su régimen de retribución; por “buzo” entiende a quienes lleven a cabo actividades extractivas por medio del buceo con aire, bien sea abastecido desde la superficie o de manera autónoma, y, finalmente, el “recolector de orilla, alguero o buzo apnea” es quien se desempeña en labores de extracción, recolección o segado de recursos hidrobiológicos.


Concluye este numeral del proyecto expresando que las categorías enunciadas en él no serán incompatibles entre sí, pudiendo actuar de manera simultánea en dos o más de las mismas, siempre que todas sean en la región, salvo las excepciones del Título IV de esta presente ley (este Título regula la pesca artesanal en general en materia de acceso, de conservación de los recursos, del registro y del fondo de fomento). 


Sobre este literal recayó una indicación del Honorable Senador señor Gazmuri, que propone el reemplazo de la definición de “armador artesanal” por otra, nueva, del siguiente tenor: 


“a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica o la comunidad, en los términos que establece el Código Civil, propietaria de hasta dos embarcaciones artesanales. Tratándose de las personas naturales y de las empresas individuales de responsabilidad limitada, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de cien metros cúbicos. En el caso de las personas jurídicas y de las comunidades, entendiendo por tales las contempladas en el Código Civil, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de ciento sesenta metros cúbicos.”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi y Gazmuri. Con la misma votación fue aprobado, sin modificaciones, el resto de la letra b). 

- - -


El número 2 del artículo único del proyecto introduce modificaciones al artículo 50 A de la Ley General de Pesca, precepto que permite, en su inciso primero, el reemplazo de las inscripciones en las pesquerías de acceso cerrado. Del mismo modo, autoriza a la sucesión del pescador artesanal para efectuar el reemplazo según lo señala el inciso tercero del artículo 55. Para el caso de los buzos, prevé que podrán reemplazarse por incapacidad total o permanente. 


Su inciso segundo señala las condiciones para que tengan lugar los efectos precedentes, que consisten en una solicitud al Servicio que incluya la manifestación de voluntad de ambas partes de efectuar el reemplazo. 


Por último, su inciso tercero prescribe que el reemplazante deberá cumplir con los requisitos del artículo 51 (que se señalan más adelante). Para el caso de que sea un armador, el reemplazante deberá también acreditar su título de dominio o tenencia según lo dispone el artículo 52, letra a)


La letra a) del número 2 del texto aprobado por la Honorable Cámara elimina, en el inciso primero del texto vigente, la oración “En el caso de los buzos, serán reemplazables además por incapacidad total y permanente.”.


En seguida, la letra b) de este numeral del proyecto intercala nuevos incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, ordenándose los demás vigentes de forma correlativa. 


El nuevo inciso segundo preceptúa que el reemplazo se aplicará de manera indivisible, en cualquier categoría, respecto de las pesquerías cerradas y vigentes que el reemplazado tenga inscritas, quedando sin efecto, por el sólo misterio de la ley, las inscripciones con acceso abierto.


Por su parte el inciso tercero aprobado por la Honorable Cámara prescribe que, para estos efectos, el Servicio entregará, previa solicitud del titular de la inscripción, una certificación que contenga la individualización del titular, las características básicas de la nave y la individualización de las pesquerías inscritas que mantenga vigentes. Sobre el particular, el nuevo inciso cuarto señala que este certificado tendrá una duración indefinida, siempre que esté vigente la suspensión del acceso y no esté afecto a la causal de caducidad en que puede incurrir el titular de la inscripción. 

En su literal c) la proposición del proyecto suprime en el inciso final del artículo 50 A, la expresión “o tenencia”.   


Los literales a), b) y c) fueron aprobados, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi y Gazmuri.


Finalmente, en su letra d) el texto de reemplazo agrega, a continuación del inciso final, seis incisos nuevos. 


El primero de ellos señala que para ser reemplazante será necesario acreditar la condición de pescador artesanal inscrito y habitualidad en la pesca extractiva según lo disponen los siguientes incisos. 


De acuerdo con lo anterior, se entenderá por habitualidad la constancia de un mínimo de 50% de viajes de pesca, sean continuos o alternados, o días de actividad pesquera extractiva, según sea el caso, en relación con el promedio anual de todos los viajes de pesca en la región correspondiente, en una de las pesquerías inscrita en la categoría en los últimos tres años.  Para el caso de las especies migratorias o demersales de gran profundidad, la habitualidad se considerará teniendo en cuenta la o las regiones en que se han llevado a cabo las actividades extractivas. 


Por viajes de pesca entiende a aquellos que consten en los formularios de desembarque artesanal que se entreguen según lo prescrito en el artículo 63, y que den cuenta de las capturas realizadas en la pesquería respectiva. 


Para el evento de que se modifique la composición de una comunidad o persona jurídica, los nuevos integrantes o socios estarán sujetos al requisito de habitualidad antes descrito. Si la modificación de su integración es total, la inscripción se someterá a las normas del reemplazo.


Cuando el reemplazante sea descendiente del reemplazado (hasta el cuarto grado de consanguinidad en línea directa), la habitualidad no será exigible.


Finalmente, el último de los incisos propuestos previene que el reemplazo no se aplicará respecto de las categorías de recolector de orilla, alguero y buzo apnea.   


En seguida el Honorable Senador señor Gazmuri formuló indicación para sustituir  los incisos segundo y tercero del literal d) del texto aprobado por la Honorable Cámara por otros del siguiente tenor:

“Se entenderá por habitualidad el registro de un mínimo del 50% de viajes de pesca, continuos o alternados, o días de actividad pesquera extractiva, según corresponda, en relación al promedio anual de la totalidad de viajes de pesca o días de actividad pesquera extractiva en que se hayan efectuado capturas, en la región correspondiente, en una de las pesquerías que tenga inscrita en la categoría invocada, en los últimos tres años. En el caso de especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, la habitualidad  será considerada en relación con la o las regiones en que se ha ejercido actividad pesquera.


Se entenderá por viajes de pesca los que consten en formularios de desembarque artesanal, entregados de conformidad con el artículo 63, y que den cuenta de capturas efectuadas en la pesquería respectiva. En el caso de los buzos y de los pescadores propiamente tales se acreditará la habitualidad mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.”.


Esta indicación contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se lo prestó con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi y Gazmuri.





A su turno, el Honorable Senador señor Ávila propuso agregar en el inciso segundo del literal d) del texto de reemplazo, a continuación de la frase “viajes de pesca” la palabra “positivos”, y eliminar la expresión “en la categoría” que sigue a la expresión “que tenga inscrita”. Esta  indicación se aprobó subsumida en la precedente en lo que respecta a la agregación de la palabra “positivos”. En lo atinente con la supresión de la frase “en la categoría”, su autor retiró la indicación. 





Posteriormente, el Honorable Senador señor Ávila, también sugirió reemplazar el inciso tercero del literal d) por otro, nuevo, del siguiente tenor:




“Se entenderá por viajes de pesca positivos aquellos cuyo zarpe y recalada se verifiquen en los registros de la Autoridad Marítima y cuyas capturas efectuadas en la pesquería respectiva consten en los formularios de desembarque artesanal, entregados de conformidad con el artículo 63.”





Esta indicación se aprobó también subsumida en los términos de la indicación formulada por el Honorable Senador señor Gazmuri referida a la definición de viajes de pesca, comentada más arriba al consignar los nuevos incisos segundo y tercero que se agregan al artículo 50 A. Se pronunciaron por su aprobación subsumida los Honorables Senadores señora Ávila, Bianchi, Gazmuri y Horvath.


Finalmente la Comisión, en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, acordó, con la misma unanimidad precedente, sustituir en el inciso quinto del literal d) del número 2 aprobado por la Honorable Cámara, la palabra “directa” por “recta”. 

- - -


El número 3 del texto aprobado en primer trámite, introduce enmiendas en el artículo 51, que enumera los requisitos de inscripción en el registro pesquero artesanal, que son los siguientes:


a) Ser persona natural o jurídica constituida sólo por personas naturales que sean pescadores artesanales según esta ley;


b) Ser chileno o extranjero con permanencia definitiva. 


c) Haber obtenido la matrícula de pescador artesanal de la autoridad marítima correspondiente. 


d) Acreditar domicilio en la región con individualización de la provincia, comuna y localidad en que se solicita la inscripción y no encontrarse inscrito en otras regiones. 



El referido número 3 del proyecto sustituye el encabezamiento del artículo 51 por otro que reza: 


“Artículo 51. Para inscribirse en el Registro Pesquero Artesanal deberán cumplirse los siguientes requisitos:”


A continuación, dicho numeral reemplaza las letras a) y b) del artículo 51 vigente por otras que expresan:


“a) Ser persona natural, chilena o extranjera con permanencia definitiva, o ser persona jurídica de conformidad con el artículo 2°, Nº 29), de esta ley


b) Haber obtenido el título o matrícula de la Autoridad Marítima que lo habilite para desempeñarse como tal. Este requisito no será aplicable a la categoría de recolector de orilla, alguero o buzo apnea.”. 


Seguidamente, dicho numeral elimina la letra c) de la norma vigente y, finalmente, sustituye en la letra d) de dicha norma, que pasa a ser c), la expresión “provincia, comuna y localidad”, por “comuna y caleta base”. 


Respecto de este numeral del texto despachado por la Honorable Cámara, los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, sugirieron agregar un literal que exige como requisito para inscribirse en el registro artesanal el de acreditar residencia efectiva, a lo menos cinco años, en la respectiva región.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Gazmuri y Horvath, con la sola enmienda de sustituir la expresión “cinco años” por la frase “tres años consecutivos”.


Con la misma votación se aprobó el resto del numeral 3 del texto despachado por la Honorable Cámara.

- - -


Finalmente, el proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados en su numeral 4, propone dos enmiendas al artículo 52 de la Ley General de Pesca. El mencionado precepto establece los siguientes requisitos para inscribir embarcaciones en el registro artesanal:


a) Acreditar su dominio por medio de la inscripción de la nave como embarcación pesquera en los registros de la autoridad marítima;


b)  Acreditar que la o las embarcaciones tienen una eslora no superior a 18 metros y a 50 toneladas de registro grueso, y


c) Acreditar que el armador, según corresponda, está inscrito como pescador artesanal. 


El inciso segundo preceptúa que las embarcaciones artesanales de propiedad de instituciones sin fines de lucro y que se utilicen en la capacitación de pescadores artesanales, podrán inscribirse en el registro, con la aprobación del respectivo Consejo Zonal de Pesca, previo informe técnico de la Subsecretaría. 


 La norma de reemplazo de la Honorable Cámara formula las siguientes enmiendas para este artículo:


1) Intercala en su encabezamiento, entre la palabra “embarcaciones” y las expresiones “”en el registro artesanal”, la frase “con sus respectivos armadores y caleta base”.


2) Reemplaza su letra b) por la siguiente:


“b)  Acreditar las características principales de la embarcación artesanal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2°, Nº 15, de esta ley.”.


Este numeral fue aprobado en los términos propuestos, y sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Gazmuri y Horvath. 


- - -

Artículos Transitorios.


El artículo 1° transitorio dispone que en las solicitudes de reemplazo presentadas entre el 26 de diciembre de 2002 y el 31 de diciembre del año de publicación de esta ley, el requisito de habitualidad del reemplazante que no sea armador artesanal será el de un año. (El inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud).  Para el caso de aquellas que se presenten en el transcurso del segundo año calendario de vigencia de la presente ley, será exigible una habitualidad de dos años anteriores a la fecha de la solicitud. En ambos casos la habitualidad se probará por los zarpes en que haya participado el reemplazante, y para los armadores artesanales, tal habitualidad se acreditará conforme a las prescripciones del artículo 50 A.


En un inciso segundo señala que no se exigirá la habitualidad a las solicitudes de reemplazo presentadas entre el 26 de diciembre de 2002 y la fecha de vigencia de esta ley, siempre que el reemplazante acredite su inscripción en el registro pesquero con fecha anterior al 27 de diciembre de 2002.


Durante el curso del debate, al analizarse esta norma, el Honorable Senador señor Gazmuri formuló indicación para reemplazar el inciso primero del precepto transcrito por otro del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- En el caso de las solicitudes de reemplazo que se presenten al Servicio Nacional de Pesca entre el 26 de diciembre de 2002 y el 31 de diciembre del año de publicación de la presente ley, el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante, que no se encuentre en la categoría de armador artesanal, corresponderá al año calendario inmediatamente anterior a la fecha de publicación de esta ley. Respecto de aquéllas que se presenten durante el segundo año calendario de vigencia de la presente ley, el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante corresponderá a los dos años calendario inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud. En estos casos, la habitualidad será acreditada mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima. En el caso del armador artesanal, el requisito de habitualidad se acreditará del modo previsto en el artículo 50 A.”.


Prevenimos que las frases subrayadas responden a las diferencias que este texto guarda con respecto al proyecto aprobado en primer trámite.


Esta indicación contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se la prestó con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Gazmuri y Horvath.


También, por lo que hace a este artículo 1° transitorio aprobado en general, el Honorable Senador señor Ávila sugirió eliminar, en el inciso primero del texto aprobado por la Cámara, entre las palabras “reemplazante” y “corresponderá” la frase “que no se encuentre en la categoría de armador artesanal”; y la expresión “En el caso del armador artesanal,”, escrita antes de la primera coma (,) de la frase final, indicación que por ser incompatible con la sugerencia aprobada precedentemente, fue rechazada con la misma votación anterior. 


El inciso segundo de este artículo primero del texto aprobado por la Honorable Cámara no fue objeto de indicaciones, siendo aprobado con la misma votación precedente.
- - -


La disposición segunda transitoria previene que el Servicio Nacional de Pesca dispondrá de un año contado desde la vigencia de esta ley para reestructurar el Registro Pesquero Artesanal, incorporando de oficio en la categoría que corresponda a los pescadores artesanales y a las personas jurídicas con inscripción vigente. 


Esta norma tampoco fue objeto de indicaciones y, en consecuencia, quedó aprobada en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Gazmuri y Horvath, en razón de que se estimó proponía un breve plazo. En su reemplazo, y de contrario, la misma unanimidad acogió una sugerencia del Honorable Senador señor Gazmuri para reducir dicho plazo de cuatro a dos años. Fuera de las enmiendas señaladas, la misma unanimidad recaída en ellas aprobó el resto  de este artículo tercero transitorio en los términos sugeridos por la Honorable Cámara.

- - -


El artículo 3° transitorio señala que las personas naturales que por sí o representadas por personas jurídicas o comunidades, sean titulares de más de dos embarcaciones artesanales deberán, en el plazo de 4 años, optar por las dos inscripciones de las cuales sean titulares, renunciando a las demás. 


Este artículo tercero, en su inciso segundo, agrega que la limitación para inscribirse como armador artesanal que rige para los algueros, recolectores de orilla y buzos apnea, será aplicable a las inscripciones que se efectúen a partir de la fecha de publicación de la presente ley. 


En relación con este precepto, el Honorable Senador señor Ávila formuló indicación para rebajar a un año el plazo de cuatro años que dicho texto consigna para ejercer la opción de inscribir las naves en el registro artesanal. 


Esta indicación fue rechazada  con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Señores Bianchi, Gazmuri y Horvath. 


Finalmente, el artículo 4° transitorio previene que las embarcaciones inscritas a la fecha de publicación de esta ley habrán de adecuar sus características en el plazo de dos año contado desde la fecha del reglamento a que se refiere el número 15) del artículo 2°; y que mientras no se dicte el reglamento, ninguna embarcación artesanal podrá desembarcar más de 80 toneladas por viaje de pesca.


Este precepto contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se lo prestó sin enmiendas, con los votos de sus miembros presentes Honorables Senadores Bianchi, Gazmuri y Horvath.

- - -


En virtud de las explicaciones precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del proyecto de ley en informe aprobado por la Honorable Cámara, con las siguientes enmiendas:

Artículo único.

1) 

Letra a)


Reemplazar el inciso o párrafo tercero del número 15) en el que se incluye la definición de embarcación artesanal, por el siguiente:


“En el evento que sea constatada la operación de una embarcación artesanal que no cumpla lo dispuesto en el reglamento antes mencionado en relación a su volumen o superficie, se suspenderán sus actividades extractivas quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora hasta que se certifique la adecuación de sus características a dicho texto.”.

(Unanimidad 3x0).

Letra b)


Sustituir el inciso o párrafo primero de la definición de armador artesanal consignada en la letra a) del nuevo número 29), por el siguiente:


“a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica o la comunidad, en los términos que establece el Código Civil, propietaria de hasta dos embarcaciones artesanales. Tratándose de las personas naturales y de las empresas individuales de responsabilidad limitada, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de cien metros cúbicos. En el caso de las personas jurídicas y de las comunidades, entendiendo por tales las contempladas en el Código Civil, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de ciento sesenta metros cúbicos.”.

(Unanimidad 3x0).

2)

Letra d) 


1) Reemplazar los incisos segundo y tercero que propone este literal, por los siguientes:


“Se entenderá por habitualidad el registro de un mínimo del 50% de viajes de pesca, continuos o alternados, o días de actividad pesquera extractiva, según corresponda, en relación al promedio anual de la totalidad de viajes de pesca o días de actividad pesquera extractiva en que se hayan efectuado capturas, en la región correspondiente, en una de las pesquerías que tenga inscrita en la categoría invocada, en los últimos tres años. En el caso de especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, la habitualidad  será considerada en relación con la o las regiones en que se ha ejercido actividad pesquera.


Se entenderá por viajes de pesca los que consten en formularios de desembarque artesanal, entregados de conformidad con el artículo 63, y que den cuenta de capturas efectuadas en la pesquería respectiva. En el caso de los buzos y de los pescadores propiamente tales se acreditará la habitualidad mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.”.

(Unanimidad 3x0)


2) Sustituir en el penúltimo de los incisos propuestos por este literal el vocablo “directa” por “recta”.

(Unanimidad 3x0)

- - -

3)


Agregar a este numeral la siguiente letra e):


“e) Incorpórase la siguiente letra d), nueva:

“d) Los pescadores artesanales, para estar en el registro, deberán acreditar residencia efectiva de al menos tres años consecutivos en la región respectiva.”.”.

(Unanimidad 3x0)

- - -

Artículos Transitorios

Artículo 1°


Reemplazar en su inciso primero la frase “a la fecha de la solicitud.” y la oración “se exigirá una habitualidad de los dos años calendarios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud.”, respectivamente, por “a la fecha de publicación de esta ley.” y “el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante corresponderá a los dos años calendarios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud.”.

(Unanimidad 3x0)

Artículo 3°

Reemplazar en su inciso primero el guarismo “4” por “2”. 

(Unanimidad 3x0)
- - -


En virtud de las modificaciones consignadas en los párrafos precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del siguiente:

“PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 430/1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 2°.


a) Sustitúyese el número 15), por el siguiente:


“15) Embarcación pesquera artesanal o embarcación artesanal: es aquella explotada por un armador artesanal e inscrita en el Registro Pesquero Artesanal, de una eslora máxima no superior a 18 metros, 80 metros cúbicos de capacidad de bodega, y de hasta 50 toneladas de registro grueso.


Por reglamento se establecerán categorías de embarcaciones artesanales por eslora.  Asimismo, se determinará para cada categoría, su capacidad de carga máxima, el volumen máximo de bodega y la superficie mínima destinada a habitabilidad, teniendo en consideración la explotación racional de los recursos hidrobiológicos y las condiciones de trabajo a bordo.  En todo caso, la capacidad de carga máxima por viaje de pesca de la categoría correspondiente a la mayor eslora, no podrá exceder de 80 toneladas.


En el evento que sea constatada la operación de una embarcación artesanal que no cumpla lo dispuesto en el reglamento antes mencionado en relación a su volumen o superficie, se suspenderán sus actividades extractivas quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora hasta que se certifique la adecuación de sus características a dicho texto.


Si se constata por tres veces, en el plazo dos años, que una embarcación artesanal ha desembarcado capturas que exceden la capacidad máxima por viaje de pesca, se suspenderán los derechos derivados de la inscripción en el registro pesquero artesanal por el plazo de tres meses, quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora desde que se comunique dicha circunstancia.”.


b) Reemplázase el número 29, por el siguiente:


“29) Pesca artesanal: actividad pesquera extractiva realizada por personas naturales que, en forma personal, directa y habitual, trabajan como pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal, con o sin el empleo de una embarcación artesanal.


Sin perjuicio de lo anterior, se considerará también como pesca artesanal la actividad pesquera extractiva realizada por personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales inscritas como pescadores artesanales en los términos establecidos en esta ley. Esta excepción será aplicable sólo a armadores y a organizaciones de pescadores artesanales.


Para los efectos de esta ley, la actividad pesquera artesanal se ejerce a través de una o más de las siguientes categorías: armador artesanal, pescador artesanal propiamente tal, buzo, recolector de orilla, alguero o buzo apnea:


a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica o la comunidad, en los términos que establece el Código Civil, propietaria de hasta dos embarcaciones artesanales. Tratándose de las personas naturales y de las empresas individuales de responsabilidad limitada, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de cien metros cúbicos. En el caso de las personas jurídicas y de las comunidades, entendiendo por tales las contempladas en el Código Civil, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de ciento sesenta metros cúbicos.


Para efectos de determinar la limitación de titularidad de embarcaciones artesanales, se considerará la calidad de socio que revista la persona natural en cualquier persona jurídica o comunidad que, a su vez, tenga la calidad de armador artesanal.


En el caso que el armador sea una comunidad, deberá estar integrada sólo por pescadores artesanales, existiendo siempre responsabilidad solidaria entre todos ellos para el pago de las patentes y de las multas que se deriven de las sanciones pecuniarias impuestas de acuerdo con esta ley, según corresponda.


Sólo podrán inscribirse en esta categoría los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos.


b) Pescador artesanal propiamente tal: es aquel que se desempeña como patrón o tripulante en una embarcación artesanal, cualquiera que sea su régimen de retribución.


c) Buzo: es la persona que realiza actividad extractiva de recursos hidrobiológicos mediante buceo con aire, abastecido desde superficie o en forma autónoma.


d) Recolector de orilla, alguero o buzo apnea: es la persona que realiza actividades de extracción, recolección o segado de recursos hibrobiológicos.


Las categorías antes señaladas no serán excluyentes unas de otras, pudiendo, por tanto, una persona ser calificada y actuar simultánea o sucesivamente en dos o más de ellas, siempre que todas se ejerciten en la misma región, sin perjuicio de las excepciones que contempla el título IV de la presente ley.”.


2. Modifícase el artículo 50 A, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el inciso primero la oración “En el caso de los buzos, serán reemplazables además por incapacidad total y permanente.”.


b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, ordenándose los demás correlativamente:


“El reemplazo operará en forma indivisible respecto de todas las pesquerías cerradas y vigentes que el reemplazado tenga inscritas en el Registro, en cualquier categoría, quedando sin efecto la inscripción respecto de las pesquerías con acceso abierto, por el sólo ministerio de la ley.


Para estos efectos, el Servicio otorgará, a petición del titular de la inscripción, un certificado que acredite la individualización del titular de aquélla, las características básicas de la nave, en su caso, y la individualización de la o las pesquerías inscritas que mantiene vigentes.


Este certificado tendrá una duración indefinida, mientras se mantenga la vigencia de la suspensión del acceso y no se vea afectado por la causal de caducidad en que pueda incurrir el titular de la inscripción.”.


c) Elimínase en el inciso final la expresión “o tenencia”.


d) Agréganse los siguientes incisos, a continuación del inciso final:


“El reemplazante deberá ser pescador artesanal, inscrito en el Registro Artesanal, debiendo acreditar habitualidad en la actividad pesquera extractiva conforme a lo dispuesto en los incisos siguientes.


Se entenderá por habitualidad el registro de un mínimo del 50% de viajes de pesca, continuos o alternados, o días de actividad pesquera extractiva, según corresponda, en relación al promedio anual de la totalidad de viajes de pesca o días de actividad pesquera extractiva en que se hayan efectuado capturas, en la región correspondiente, en una de las pesquerías que tenga inscrita en la categoría invocada, en los últimos tres años. En el caso de especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, la habitualidad  será considerada en relación con la o las regiones en que se ha ejercido actividad pesquera.


Se entenderá por viajes de pesca los que consten en formularios de desembarque artesanal, entregados de conformidad con el artículo 63, y que den cuenta de capturas efectuadas en la pesquería respectiva. En el caso de los buzos y de los pescadores propiamente tales se acreditará la habitualidad mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.


En el caso que se modifique parcialmente la integración de una comunidad o persona jurídica, el o los nuevos integrantes o socios deberán cumplir con el requisito de habitualidad antes señalado. En el evento que la modificación de la integración sea total, la inscripción se someterá a las normas del reemplazo.


El requisito de habitualidad no será exigible en los casos en que el reemplazante sea descendiente del reemplazado, hasta el cuarto grado de consanguinidad en línea recta.


El reemplazo no operará respecto de la categoría de recolector de orilla, alguero y buzo apnea, ni podrá ser invocada por el reemplazante.”.


3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 51:


a) Sustitúyese el encabezado del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 51.- Para inscribirse en el Registro Artesanal deberán cumplirse los siguientes requisitos:”.


b) Reemplázanse las letras a) y b) por las siguientes:


“a) Ser persona natural, chilena o extranjera con permanencia definitiva, o ser persona jurídica de conformidad con el artículo 2°, N° 29, de esta ley.


b) Haber obtenido el título o matrícula de la Autoridad Marítima que lo habilite para desempeñarse como tal. Este requisito no será aplicable a la categoría de recolector de orilla, alguero y buzo apnea.”.


c) Elimínase la letra c).


d) Sustitúyese en la letra d), que pasó a ser c), la expresión “provincia, comuna y localidad”, por “comuna y caleta base”.


e) Incorpórase la siguiente letra d), nueva:


“d) Los pescadores artesanales, para estar en el registro, deberán acreditar residencia efectiva de al menos tres años consecutivos en la región respectiva.”.


4. Incorpóranse las siguientes modificaciones en el  artículo 52:


a) Intercálase en su encabezamiento, entre la palabra “embarcaciones” y la expresión “en el registro artesanal”, la frase “con sus respectivos armadores y caleta base”.


b) Reemplázase la letra b), por la siguiente:


“b) Acreditar las características principales de la embarcación artesanal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2°, N° 15, de esta ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- En el caso de las solicitudes de reemplazo que se presenten al Servicio Nacional de Pesca entre el 26 de diciembre de 2002 y el 31 de diciembre del año de publicación de la presente ley, el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante que no se encuentre en la categoría de armador artesanal, corresponderá al año calendario inmediatamente anterior a la fecha de publicación de esta ley. Respecto de aquellas que se presenten durante el segundo año calendario de vigencia de la presente ley, el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante corresponderá a los dos años calendarios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud. En estos casos, la habitualidad será acreditada mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.  En el caso del armador artesanal, el requisito de habitualidad se acreditará del modo previsto en el artículo 50 A.


No será exigible el requisito de habitualidad a las peticiones de reemplazos que hubieren sido presentadas entre el 26 de diciembre de 2002 y la fecha de vigencia de la presente ley, si el reemplazante se encontrare inscrito en el registro pesquero artesanal con anterioridad al 27 de diciembre de 2002.


Artículo 2°.- El Servicio Nacional de Pesca, dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, deberá reestructurar el Registro Artesanal conforme al número 29 del artículo 2º, incorporando de oficio, en la categoría que corresponda, a los pescadores artesanales y a las personas jurídicas que tengan inscripción vigente.


Artículo 3°.- Las personas naturales que, directamente, y a través de personas jurídicas o comunidades, tengan bajo su titularidad más de dos embarcaciones artesanales inscritas en el Registro Pesquero Artesanal a la fecha de publicación de la presente ley deberán, dentro del plazo de 2 años, optar por las dos inscripciones que mantendrán bajo su titularidad, renunciando o siendo reemplazado en las demás.


La limitación para inscribirse como armador artesanal establecida para los algueros, recolectores de orilla y buzos apnea se aplicará a las inscripciones que se efectúen a partir de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 4°.- Las embarcaciones artesanales que se encuentren inscritas en el Registro Pesquero Artesanal a la fecha de publicación de la presente ley, deberán adecuar sus características principales en el plazo de dos años contado desde la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo 2°, N° 15, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Mientras no se dicte el reglamento antes mencionado, ninguna embarcación artesanal podrá desembarcar más de 80 toneladas por viaje de pesca.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 17 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri (Presidente), Nelson Ávila, Carlos Bianchi y Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 18 de abril de 2007.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE EXIME A PENSIONADOS DE OBLIGACIÓN DE CANCELAR INTERESES POR EL NO PAGO OPORTUNO DE CONSUMOS DE ENERGÍA ELÉCTRICA, AGUA O GAS

(4993-03)

Honorable Senado:

Sin ánimo de atacar el actual sistema de pensiones, no podemos desconocer  que como  consecuencia suya, existen  elevados niveles de pobreza e indigencia en los adultos mayores. La mayoría de estos  pensionados, como resultado de la etapa de vida que cursan,  experimentan severas complicaciones económicas, producto de los gastos que deben afrontar por enfermedades y/o accidentes, consecuencia de  la disminución de su capacidad física y el general deterioro de su salud de trae la vejez. 

Recordemos que los  pensionados  cotizan un 7 por ciento de salud. Este descuento se encuentra establecido en el artículo N°1 de la Ley N°18.754.   Estas personas, debido a su edad, deben afrontar además las generalmente elevadas expensas por medicamentos y afines. La crisis económica que  los afecta  es producto de sus bajas pensiones e ingresos  y de la dificultad de obtener un empleo rentable que permita suplementarlos, generándose con esto su dependencia.  

De acuerdo a las cifras otorgadas por el INE, en virtud del último Censo,  el grupo sobre 60 años alcanzó al 11,4% del total del país, cerca de 1,7 millones de habitantes.  La tercera edad, se asimila  en gran porcentaje a la etapa de jubilación y de pensiones por vejez. Es lamentable que esta etapa de la vida  sea equivalente a la disminución de ingresos, pero más que esto, a la falta de herramientas para combatir esta inevitable realidad.

Según datos proporcionados por el  INE, la expectativa promedio de vida de la población chilena, se desplazó desde los 45 años en 1930, a los 76 años en el 2002, estimándose que el 2025 alcanzará a 80 años. La baja del índice de natalidad, y el aumento del Índice de Vejez, hacen  proyectar que en el 2010 existirán 50 adultos mayores por cada 100 menores de 15 años.  Al año 2020, se estima que los adultos mayores serán cerca de 3 millones de personas, cuyo bienestar debe ser amparado por nuestra legislación.  

Un gasto inevitable es aquel por concepto de servicios básicos.  En este sentido, quisiéramos destacar que las fechas de pago de los mismos, no siempre coinciden con  la fecha en que las pensiones son pagadas. Y los intereses por mora no son menores.  Considerando que los pensionados son un segmento débil, que debería estar sujeto a  tutela fortalecida, nos parece oportuno establecer a su respecto ciertos  beneficios especiales, que en alguna medida alivien las cargas económicas que deben afrontar. Particularmente, la exención del pago de interés corriente por mora, por  servicios básicos, es decir, electricidad, agua potable y gas. De esta manera, se les permitirá una organización un poco más flexible de su presupuesto, aliviando sus cargas económicas.

Lo expresado, podría  conducir a una interpretación  errónea del artículo N°19 N°2 de  la Constitución Política de la República,  cuyo encabezado asegura la igualdad ante la ley.  A mayor abundamiento, el inciso final de este número señala que “ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer discriminaciones arbitrarias”. En este sentido, es necesario aclarar que la razón de este artículo, es establecer una prohibición de las discriminaciones con carácter arbitrario, esto es, sin fundamento alguno que sustente la distinción. A contrario sensu, es plenamente legítimo establecer diferencias respecto de grupos que sufren de cierto menoscabo, con la finalidad de propender a  reestablecer  las condiciones de equidad que deben imperar en la sociedad.   

Atendido lo expuesto, vengo en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo 1: Agréguese los siguiente incisos 3° y 4° al artículo 217 del D.F.L N° 4, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica:

“No obstante, el usuario o consumidor final, que acredite su calidad de pensionado  ante la respectiva empresa eléctrica, estará exento  de pagar el interés corriente en caso de mora, sin perjuicio otras sanciones que establezca  la ley.  

Para acreditar la calidad de pensionado, el beneficiado deberá presentar una vez al año, ante la  compañía eléctrica que lo suministra, el respectivo comprobante de pensión, acreditando su domicilio. Éste será registrado por la misma para efectos de  aplicar esta norma”   

Artículo 2: Agréguese los siguiente incisos al artículo 36 del D.F.L  N°382, Ley General de Servicios Sanitarios :

“No obstante, lo señalado por la letras b y d, el usuario que acredite su calidad de pensionado  ante la respectiva empresa prestadora del servicio, estará exento de pagar el interés corriente en caso de mora,  sin perjuicio de otras sanciones establecidas por la ley. 

Para acreditar la calidad de pensionado, el beneficiado deberá presentar una vez al año, ante la compañía prestadora del servicio, el respectivo comprobante de pensión, acreditando su domicilio. Éste será registrado por la misma, para efectos de aplicar esta norma”. 

Artículo 3: Agréguese a continuación del inciso segundo del artículo 36 del Decreto con Fuerza de Ley N° 323 de 1931 los  siguientes incisos tercero  y cuarto nuevos:

“No obstante, lo señalado en el inciso anterior, el usuario que acredite su calidad de pensionado  ante la respectiva empresa concesionaria, estará exento de pagar el interés máximo  convencional en los caso de mora,  sin perjuicio de otras sanciones establecidas por la ley. 

Para acreditar la calidad de pensionado, el beneficiado deberá presentar una vez al año, ante la compañía prestadora del servicio, el respectivo comprobante de pensión, acreditando su domicilio. Éste será registrado por la misma, para efectos de aplicar esta norma”. 

(Fdo.):Carlos Bianchi  Chelech,

Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO CON EL FIN DE OBLIGAR A EMPLEADORES A PROPORCIONAR UNA ALIMENTACIÓN BALANCEADA A SU TRABAJADORES

(4994-13)

Honorable Senado:

La alimentación de los trabajadores es de vital importancia para su desempeño y rendimiento, de manera que toda medida que apunte a su desarrollo, es naturalmente digna de una moción como la presente.

En efecto, diversos estudios y seminarios se han realizado en torno a este tema, generando claros consensos sobre la idea del párrafo anterior, destacando además como conclusión que otorgar importancia a este tema en la industria pasa por comprender que invertir en el capital humano es invertir en la empresa y en el desarrollo del país.

En este orden de cosas, uno de los temas que más llama la atención es el de las enfermedades no transmisibles, entre ellas el exceso de peso. Según fuentes del Ministerio de Salud, en Chile, el 60% de la población mayor de 17 años tiene sobrepeso, mientras que 3,4 millones de personas son obesas, cifra que llegaría a 4 millones en el 2010. Existen ciertas iniciativas públicas que la combaten, como la Estrategia Global contra la Obesidad, del Ministerio de Salud.

Existen también algunas iniciativas en el extranjero que se hacen cargo de abordar los estándares mínimos de alimentación. Un ejemplo de ellas, es el Programa de Alimentación al Trabajador (PAT), instituido en Brasil durante 1976, el cual tiene por objeto mejorar la situación nutricional de los trabajadores con el fin de promover el cuidado de su salud y de evitar las enfermedades profesionales.  Aunque motivado con fines distintos (terminar con el hambre de sectores vulnerables de trabajadores brasileños) y por ello orientado a una población especialmente débil, considerando incentivos y aportes fiscales, ejemplos como el de dicho programa deja en claro que la incidencia productiva de la alimentación de los trabajadores es un aspecto que preocupa y motiva la intervención de diversos sectores de un país, públicos y privados.

Una muestra de la vigencia del tema, son las palabras del dirigente gremial Bruno Philippi, Presidente de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA) quién señaló: “un trabajador bien alimentado presenta una mayor motivación laboral y aumenta su capacidad física e intelectual, lo que conlleva un mayor rendimiento y competitividad en la empresa”.

Por otra parte, la Organización Mundial de la Salud también considera que una adecuada alimentación puede elevar la productividad nacional hasta en un 20%, asociándola además, a la disminución de licencias médicas y reducción de las tasas de accidentabilidad, lo que implica elevar la competitividad de las empresas, aumentar el PIB y los ingresos fiscales.

El marco jurídico laboral vigente no establece la obligación, salvo en ciertos contratos especiales (como de trabajador de casa particular puertas adentro, de embarco, temporeros y de artes y espectáculos en ciertos casos), de alimentación para al trabajador, sin perjuicio del espacio de tiempo para ello. No obstante lo anterior, es usual la práctica de otorgar beneficios adicionales de alimentación, entre los cuales figura dicho concepto. 

El objetivo del presente proyecto de ley es regular la calidad e idoneidad de la alimentación que recibe el trabajador obligatoriamente, así como también incorporar dicho concepto a aquellos convencionalmente pactados con el empleador individual o colectivamente.

Por lo tanto y en vista de las consideraciones anteriores, es que vengo en proponer el siguiente: 

                                              PROYECTO DE LEY 

Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo: 

a) Intercálase en el artículo 10, entre los incisos segundo y tercero, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente: 

“En el caso del inciso anterior, de otorgarse alimentos, ellos deberán considerar una dieta balanceada, tomando siempre en consideración la naturaleza y exigencias físicas del trabajo desempeñado”. 

b) Intercálase en el artículo 184, entre los incisos segundo y tercero, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 

“Protegerá también la vida y la salud señalados en el inciso primero, mediante el otorgamiento al trabajador de una alimentación balanceada, en todos aquellos casos que prevé este Código como obligaciones de alimentación del empleador, tomando siempre en consideración la naturaleza y exigencias físicas del trabajo desempeñado”. 

c) Intercálase en el artículo 306, entre los incisos primero y segundo, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“Se hará aplicable a los beneficios en especie señalados en el inciso anterior, lo dispuesto por el artículo décimo,  inciso tercero”. 



(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,
Senador  
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y HORVATH, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 49 DE LA CONSTITUCIÓN EN LO RELATIVO AL PERÍODO DE RENOVACIÓN DEL MANDATO SENATORIAL

(4998-07)

Honorable Senado:

Es un hecho cada vez más reconocido que la designación de cualquier unidad territorial debe hacer referencia a un elemento que le sea distintivo, ya sea de carácter histórico, geográfico, o cultural, y que la diferencie de las demás, identificándola de manera tal, que se logre generar un vínculo de pertenencia en los habitantes de la respectiva Región, lo que sin duda no se consigue a partir de un simple número correlativo en un catálogo, el cual no hace más que reforzar un concepto de centralismo muy arraigado en el país.

Es así como en el último tiempo se han sucedido un conjunto de anuncios por parte del Ejecutivo y de iniciativas parlamentarias destinadas a hacerse cargo de esta situación, siendo la primera de ellas aquella que presenté a fines de 2006, y por medio de la cual se propone eliminar de la designación de las regiones en que se divide política y administrativamente el país, el número con el cual se les ha identificado.

La pertinencia de tal iniciativa se hace más evidente, si se considera que el catálogo numérico  de regiones ha perdido todo sentido racional a partir de la creación de la Región de Arica y Parinacota y de la Región de Los Ríos. En efecto, con la incorporación de tales Regiones nuestro país empieza de norte a sur en la XV Región, y termina en la XII Región, ubicándose la XIV Región entre la IX y la X,  lo cual constituye una situación confusa y carente de lógica, la que no hace más que dejar en mayor evidencia la injustificada inclusión de un número en el nombre de nuestras Regiones.

Para reforzar la identidad de las Regiones y corregir lo antes enunciado, es que se presentó la Moción del boletín 4765-06 el 26 de Diciembre de 2006, que en su Artículo 3° establece:

“Artículo 3º.- Siempre que la Constitución o las leyes hagan referencia a Regiones de número impar o impares se entenderá que se alude a las Regiones de Tarapacá, de Atacama, de Valparaíso, del Maule, de la Araucanía,  de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Arica y Parinacota. En el caso de que tal referencia se haga respecto de Regiones de número par o pares se entenderá que se alude a las Regiones de Antofagasta, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O´Higgins, del Bío – Bío, de Los Lagos, de Magallanes y la Antártica Chilena, y de Los Ríos.”


Sin embargo, algunas personas estiman que es conveniente precisar esta situación en la propia Carta Fundamental.


En tal sentido, se hace necesario efectuar una reforma constitucional, la cual elimine la referencia a regiones “pares” e “impares”, la que con la eliminación de los números en la designación de regiones pierde toda razón de ser. 


Es por ello que mediante el presente proyecto de reforma constitucional, proponemos que se elimine tal mención del articulo 49 de la Carta Fundamental, incorporando en la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios una norma que se refiera expresamente a la alternancia con que se renovará el Senado de la República, haciendo derecha mención a las regiones por su nombre y utilizando una determinada categoría numérica.


En atención a las consideraciones señaladas es que tenemos el honor de proponer la siguiente: 

MOCIÓN DE LEY

REFORMA CONSTITUCIONAL QUE REMITE A LA LEY ORGANICA SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS LA PERIODICIDAD EN LA ELECCIÓN DE SENADORES 

Artículo único: En el inciso final del artículo 49 de la Constitución Política de la República, reemplácese la oración “en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región Metropolitana” por la siguiente: “bajo la periodicidad que establezca la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”

(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,

Antonio Horvath Kiss,




Senador






Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y HORVATH, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS CON EL FIN DE DETERMINAR LA FORMA DE RENOVACIÓN DEL CARGO DE SENADOR

(4997-06)

Honorable Senado:

Es un hecho cada vez más reconocido que la designación de cualquier unidad territorial debe hacer referencia a un elemento que le sea distintivo, ya sea de carácter histórico, geográfico, o cultural, y que la diferencie de las demás, identificándola de manera tal, que se logre generar un vínculo de pertenencia en los habitantes de la respectiva Región, lo que sin duda no se consigue a partir de un simple número correlativo en un catálogo, el cual no hace más que reforzar un concepto de centralismo muy arraigado en el país.

Es así como en el último tiempo se han sucedido un conjunto de anuncios por parte del Ejecutivo y de iniciativas parlamentarias destinadas a hacerse cargo de esta situación, siendo la primera de ellas aquella que presenté a fines de 2006, y por medio de la cual se propone eliminar de la designación de las regiones en que se divide política y administrativamente el país, el número con el cual se les ha identificado.

La pertinencia de tal iniciativa se hace más evidente, si se considera que el catálogo numérico  de regiones ha perdido todo sentido racional a partir de la creación de la Región de Arica y Parinacota y de la Región de Los Ríos. En efecto, con la incorporación de tales Regiones nuestro país empieza de norte a sur en la XV Región, y termina en la XII Región, ubicándose la XIV Región entre la IX y la X,  lo cual constituye una situación confusa y carente de lógica, la que no hace más que dejar en mayor evidencia la injustificada inclusión de un número en el nombre de nuestras Regiones.

Para reforzar la identidad de las Regiones y corregir lo antes enunciado, es que se presentó la Moción del boletín 4765-06 el 26 de Diciembre de 2006, que en su Artículo 3° establece:

“Artículo 3º.- Siempre que la Constitución o las leyes hagan referencia a Regiones de número impar o impares se entenderá que se alude a las Regiones de Tarapacá, de Atacama, de Valparaíso, del Maule, de la Araucanía,  de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Arica y Parinacota. En el caso de que tal referencia se haga respecto de Regiones de número par o pares se entenderá que se alude a las Regiones de Antofagasta, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O´Higgins, del Bío – Bío, de Los Lagos, de Magallanes y la Antártica Chilena, y de Los Ríos.”


Sin embargo, algunas personas estiman que es conveniente precisar esta situación en la propia Carta Fundamental.


En tal sentido, se hace necesario efectuar una reforma constitucional, la cual elimine la referencia a regiones “pares” e “impares”, la que con la eliminación de los números en la designación de regiones pierde toda razón de ser. 


Es por ello que mediante el presente proyecto, proponemos que se incorpore en la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios una norma que se refiera expresamente a la alternancia con que se renovará el Senado de la República, haciendo derecha mención a las regiones por su nombre y utilizando una determinada categoría numérica.


En atención a las consideraciones señaladas es que tenemos el honor de proponer la siguiente: 

MOCIÓN DE LEY

MODIFICA LA LEY ORGANICA SOBRE VOTACIONES POPULARES AGREGANDO UN NUEVO ARTICULO SOBRE PERIODICIDAD EN LA ELECCIÓN DE SENADORES

Artículo Unico: Agréguese a la ley 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, un nuevo artículo 182, del siguiente tenor: “Los Senadores se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las circunscripciones ubicadas en las regiones de Tarapacá, de Atacama, de Valparaíso, del Maule, de la Araucanía,  de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Arica y Parinacota; y en el siguiente, a los representantes de las circunscripciones ubicadas en las regiones de Antofagasta, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O´Higgins, del Bío – Bío, de Los Lagos, de Magallanes y la Antártica Chilena, de Los Ríos y la Región Metropolitana.”

(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,


Antonio Horvath Kiss,



Senador




Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR GIRARI, HONORABLE SENADORA MATTHEI, Y HONORABLES SENADORES KUSCHEL, OMINAMI Y RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY 19.451, CON EL FIN DE DETERMINAR QUIENES PUEDEN SER CONSIDERADOS DONANTES DE ÓRGANOS Y LA FORMA EN QUE PUEDEN MANIFESTAR SU VOLUNTAD

(4999-11)

Honorable Senado:

La donación de órganos constituye una política de salud pública de muy reciente data en Chile. De hecho recién a partir de 1996 contamos con una ley regulatoria y de fomento de la donación de órganos que vino a complementar y modificar sustancialmente lo que muy genéricamente regulaba el Código Sanitario.

La realidad nacional en este ámbito plantea conflictos y demandas éticas fundamentales por cuanto mientras quienes cuentan con los recursos económicos pueden acceder a un procedimiento de transplante expedito, quienes dependen del sector público de salud deben recorrer un largo camino para un transplante, marcado por la dificultad o imposibilidad a veces de encontrar un donante y el órgano adecuado además de tener que costear una multiplicidad de exámenes luego de meses y a veces años de espera.

Para acceder a un órgano, las personas que necesitan del transplante deben inscribirse en listas de espera que son administradas por el Instituto de Salud Pública. Estas listas avanzan según prioridad médica, financiera y según la urgencia del enfermo. Pero, principalmente, está condicionada la disponibilidad de órganos.

A pesar de sus altos costos, los transplantes de órganos son prestaciones que están cada día más al alcance de los enfermos de nuestro país. Según datos proporcionados por la Corporación del Transplante, entre Enero y Octubre del 2006 en Chile se han efectuado 229 transplantes de riñón, 74 de hígado, 18 de corazón y 5 de pulmón.

En nuestro país, el número de donantes es bajo si se compara con países Europeos y latinoamericanos, alcanzando un promedio de 9 donantes por millón. España que tiene los mejores índices a nivel mundial tiene un promedio de 38 donantes por millón y el promedio europeo es de aproximadamente 20 donantes por millón. En Latinoamérica los países con mejores índices son Uruguay con un promedio aproximado de 17 donantes por millón y Argentina con un promedio aproximado de 15 donantes por millón.

La actual regulación de transplante y donación de órganos en Chile la encontramos, por una parte, de manera general en el Código sanitario que entre los artículos 145-156 correspondientes al Libro IX regula el aprovechamiento de tejidos o partes del cuerpo de un donante vivo y de la utilización de cadáveres o parte de ellos con fines terapéuticos.

Además desde 1996 contamos con una regulación especial, contenida en la ley 19.451 "sobre Transplantes y Donación de Órganos". Esta ley en lo fundamental establece 2 supuestos para la donación de órganos:
a) Donantes Vivos: la donación opera en vida de la persona, por consentimiento libre, expreso e informado del donante, dejándose constancia por escrito en acta extendida ante director del establecimiento de salud, (art. 6).
b) Donantes Muertos: la donación opera en vida para surtir sus efectos vez muerta la persona por medio de 4 mecanismos (art. 9):
· Declaración firmada ante notario.
· Consulta al momento de obtener o renovar cédula de identidad.

· Consulta al momento de obtener o renovar licencia de conducir.

· Declaración al tiempo de internarse en un establecimiento hospitalario.

Estos mecanismos no han tenido el éxito y la eficacia esperados en parte por su insuficiencia y en parte por el desconocimiento de la ciudadanía sobre su existencia. El primero de ellos es el más inusual y engorroso; los dos siguientes no siempre se cumplen dado que es función del funcionario correspondiente hacer la consulta; y finalmente la última opción deja en manos de! donante tener que declarar expresamente su intención de donar generalmente sin saber sobre la existencia de este derecho.

En consecuencia deben plantearse alternativas legislativas que constituyan un real incentivo y fomento a la donación de órganos. Para ello es necesario reformar la ley 19.541 sobre transplante y donación órganos y en particular su art. 9.

Las alternativas que es posible plantear son las siguientes:
1. Establecer el sistema de consulta obligatoria sobre la intención de donar o no órganos, a todos loa trámites establecidos hoy en la ley.
2. Extender los trámites que servirán de base para la consulta obligatoria.

Sobre este punto se puede plantear extender la consulta obligatoria al momento de efectuar cualesquiera de los siguientes trámites:
· Inscripción en los cantones de reclutamiento para efectuar el servicio militar.
· Inscripción en algún sistema de seguridad social: AFP, FONASA, ISAPRE u otro.
· Inscripción en Consultorios
· Hospitalizaciones por cualquier; causa. Inscripción en el registro electoral.
· Obtención o renovación de pasaporte.

El procedimiento deberá ser simple y expedito y debiera consistir en una certificación escrita que se extienda ante el donante con copia para éste y para la autoridad de Salud la que llevará un registro especial destinado al efecto.
3.
También podría estudiarse la posibilidad de contemplar una formula para que los menores sean también donantes potenciales en caso de muerte.

Para este propósito se podría establecer "la calidad de donante del menor en la inscripción de nacimiento", con los resguardos debidos: el oficial de registro civil deberá informar, consultar y consignar la voluntad de los padres sobre esta disposición, situación que podrá ser modificada con posterioridad por el menor una vez que tenga discernimiento.
4.
Finalmente creemos que debe optarse por incorporar una modalidad de "Donación Automática", consistente en interpretar el silencio o voluntad tácita de las personas como aquiescencia de su intención de donar.

Este mecanismo además contará con el resguardo de que la persona podrá manifestar por escrito su intención de no donar cuando lo estime necesario o pertinente, cuando se le consulte su voluntad con motivo de la realización de los trámites de obtención o renovación de cédula de identidad o licencia de conducir o ante una hospitalización en cuyo caso se le consultará perentoriamente sobre esta materia.


Adicionalmente toda persona contará con una expresión clara de su voluntad consignada en los documentos antes señalados que evitará cualquier duda al respecto.

En virtud de esta modalidad por el sólo ministerio de la ley se establece el carácter de donante, condición que siempre podrá ser modificada por una simple declaración expresa en contrario y sin expresión de causa. Desde luego, este sistema ha de regir respecto de los órganos de un donante declarado legal y clínicamente muerto, supuesto fundamental para disponer de sus tejidos y órganos, no habiéndose manifestado oposición en vida.

En síntesis, el sistema que sé propone impulsará la posibilidad de llevar a efecto un transplante de órganos, ampliando este mecanismo mucho más allá de la donación actualmente existente que exige una voluntad expresa para ello.

La modalidad presentada representa, adecuado a nuestra realidad, parte importante de los sistemas en actual aplicación en Europa, y en particular, el de España, razón por la cual estamos convencidos de que es el apropiado para ayudar a resolver el dolor de miles de chilenos que están a la espera de un transplante de órgano.

En atención a lo anterior es qué proponemos el siguiente,
PROYECTO DE LEY
Artículo único: Modificase la ley Nº 19.451 sobre transplante y donación de órganos de la forma siguiente:
1.-
Reemplázase el art.8 por el siguiente:

"Toda persona plenamente capaz puede disponer libremente de su cuerpo o de partes de él, con el objeto de que sea utilizado para trasplantes de órganos con fines terapéuticos."
2.-
Reemplázanse los cuatro primeros incisos del artículo 9 de la ley número 19.451, por los siguientes:

"Para los efectos indicados en el artículo anterior, toda persona será considerada donante de sus órganos una vez fallecida, por el solo ministerio de la ley, a menos que en vida haya manifestado su intención o voluntad de no serlo mediante simple declaración escrita y firmada en cualquier instrumento susceptible de producir fe y por los medios establecidos en esta ley.

Asimismo, a! momento de obtener o renovar la cédula de identidad, toda persona con plena capacidad legal será consultada por el funcionario del Servicio de Registro Civil e Identificación encargado de dicho trámite, en el sentido de si mantiene su condición de donante o declara su intención de no serlo, dejándose constancia de su decisión afirmativa o negativa en dicha cédula.


Igualmente, al momento de obtener o renovar la licencia de conducir vehículos motorizados, los requirentes serán consultados por el médico del gabinete psicotécnico de la, municipalidad, en el sentido de si mantienen su condición de donante o declara su intención de no serlo, dejándose constancia de su decisión afirmativa o negativa en dicha licencia.

A falta de declaración expresa dé la persona requirente de la cédula o de la licencia, en los casos señalados en los dos incisos anteriores, se entenderá que presta su consentimiento para ser considerada donante para los fines señalados. En ambos casos, el funcionario o el médico encargado del trámite señalado; deberá hacer presente a la persona, antes de manifestar su voluntad, que se trata de una decisión voluntaria, que es libre de contestar afirmativa o negativamente y que su silencio se interpretará como aceptación.

Será obligatorio que en las cédulas de identidad y licencias de conducir conste la declaración afirmativa; o negativa del titular respecto de la aceptación de la calidad de donante. El documento en que no conste una de las alternativas, será nulo."
3.-
Reemplázase en e! inciso 6 del art. 9 la palabra "podrá" por "deberá".
4.-
Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

"Tratándose de menores de edad o personas legalmente incapaces las manifestaciones de voluntad a que se refiere el artículo anterior serán prestadas por sus correspondientes representantes legales.

Dicha declaración podrá ser prestada desde el momento mismo del nacimiento en la correspondiente partida o inscripción de nacimiento, siendo obligación del funcionario correspondiente consignar dicha voluntad so pena de nulidad del acto."
(Fdo.):Guido Girardi Lavín,


Senador

Evelyn Matthei Fornet,



Carlos Ignacio Kuschel


Senadora








Senador

Carlos Ominami Pascual,




Mariano Ruiz-Esquide Jara,


Senador







Senador
_1234950117

_1183276682

